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ANEXO C-1

RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DE AUSTRALIA
EN CALIDAD DE TERCERO

I. INTRODUCCIÓN

1. Las prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen establecidas por los Estados Unidos (la "medida sobre el EPO") en litigio en este procedimiento suscitan cuestiones sistémicas significativas en relación con las obligaciones y derechos de los Miembros de la OMC en el marco del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (Acuerdo OTC) y el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (GATT de 1994).

II. LA MEDIDA EN LITIGIO

2. El Canadá y México han identificado en términos generales la medida indicando que abarca la Norma definitiva preliminar de 2008 y la carta de Vilsack
, así como la Norma definitiva de 2009 y la Ordenanza sobre el EPO de 2002 y sus modificaciones.  México ha incluido también la Norma preliminar del Servicio de Bromatología.  La medida sobre el EPO así identificada abarca muchos productos y afecta a todas las etapas de la cadena de suministro.  En particular, habida cuenta del gran volumen de sus exportaciones de cortes de carne (músculo) y de carne picada de bovino elaborada, Australia señala que con arreglo al párrafo 65.300(h) de la Norma definitiva de 2009, la carne picada de bovino (junto con otras carnes picadas) está sujeta a prescripciones en materia de EPO muy detalladas.

3. Australia discrepa de la afirmación de los Estados Unidos según la cual el Canadá y México no han identificado apropiadamente la medida en litigio porque no han considerado la compatibilidad con las normas de la OMC de todos los elementos de la medida sobre el EPO.  A este respecto, Australia observa que el Grupo Especial encargado del asunto CE - Sardinas declaró que una parte reclamante puede optar por "indicar e impugnar aquellas disposiciones de la medida que constituyen una infracción y que considera fundamentales para su interés en la solución de la diferencia".

4. Como el Canadá y México, Australia considera que la carta de Vilsack es una medida que puede ser impugnada en un procedimiento de solución de diferencias de la OMC.  Se trata de un acto directamente atribuible al poder ejecutivo de un Miembro de la OMC.  La carta de Vilsack es un documento oficial por el que se establece la posición oficial del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos, determinada por el Secretario del Departamento, el cual especifica que dicha carta representa la voluntad del Congreso de los Estados Unidos.

III. EL ACUERDO SOBRE OBSTÁCULOS TÉCNICOS AL COMERCIO

A. Definición de reglamento técnico

5. Australia considera que la medida sobre el EPO satisface los tres criterios que el Órgano de Apelación, en CE - Amianto, declaró necesarios para que una disposición esté comprendida en la definición de "reglamento técnico" del Anexo 1 del Acuerdo OTC
, puesto que dicha medida se refiere a "productos abarcados" designados por su nombre, establece prescripciones en materia de etiquetado (conforme a lo previsto en la definición de reglamento técnico del Anexo 1), y tiene carácter vinculante o imperativo.

6. Australia observa que México alude directamente al carácter obligatorio de la carta de Vilsack.  Los Estados Unidos niegan que la carta tenga el carácter obligatorio con el que la caracteriza México.  A juicio de Australia, México está en lo correcto al afirmar que la forma en que el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos caracterice la carta de Vilsack no debe ser determinante de su carácter.  Una cuestión decisiva para el Grupo Especial es, en cambio, si la rama de producción considera que esa carta constituye un acto imperativo.

B. Párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC

7. En los informes de los grupos especiales y del Órgano de Apelación hay escasas orientaciones sobre la aplicación párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  No obstante, Australia cree que el Grupo Especial puede guiarse por la interpretación de las expresiones "producto similar" y "trato no menos favorable" que figuran en el párrafo 4 del artículo III del GATT.

8. Australia observa que los Estados Unidos argumentan que el análisis de la similitud de los productos efectuado por el Canadá y México es deficiente porque el objeto de la medida sobre el EPO es la carne, y no el ganado.  Australia discrepa de esa interpretación y cree que el párrafo 1 del artículo 2 debe aplicarse a las prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen de modo que englobe los "productos similares" que deban ser identificados, en cualquier punto del proceso de suministro, a efectos del etiquetado del producto final.  Dicho de otro modo, la aplicación de la medida sobre el EPO debe estar sujeta al párrafo 1 del artículo 2 con respecto a todos los productos de las primeras etapas, ya se trate de ganado, de cortes de carne (músculo) o de recortes de carne de bovino utilizados para la carne picada de bovino.

9. A juicio de Australia, tanto el Canadá como México han establecido claramente que el ganado bovino vivo y, en el caso del Canadá, el ganado porcino vivo, son "productos similares" al ganado bovino y porcino vivo estadounidense.

10. Australia sostiene también que los recortes de carne de bovino importados que se utilizan en los procesos de transformación o de elaboración de carne picada de bovino en los Estados Unidos son productos similares a los recortes de carne de bovino nacionales (de los Estados Unidos).  Los recortes de carne de bovino importados tienen las mismas propiedades, naturaleza y calidad que el producto estadounidense, y los mismos usos finales que los recortes de carne de bovino estadounidenses, ya que ambos productos se utilizan para elaborar carne picada de bovino.  Por último, Australia observa también que los recortes de carne de bovino importados y los recortes de carne de bovino estadounidenses que se utilizan para elaborar carne picada de bovino están clasificados en las mismas subpartidas, 0201 y 0201, de la clasificación arancelaria del Sistema Armonizado.

11. La prescripción relativa al "trato no menos favorable" tiene por objeto dar "igualdad de oportunidades" a los bienes importados.
  En el marco de este análisis es necesario examinar si la medida sobre el EPO "modifica las condiciones de competencia en el mercado en detrimento de los productos importados".

12. Conforme a su tenor literal, la medida sobre el EPO prevé un trato formalmente idéntico para los productos importados, ya que a los productos nacionales se aplican igualmente las mismas prescripciones para identificar el origen del producto.  Sin embargo, la medida sobre el EPO puede dar lugar a que se dispense a los productos importados un trato diferente, que equivaldría a un trato menos favorable en el sentido del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, al originar costos de explotación adicionales para los productos importados.

13. Australia no se opone a que se identifiquen los productos importados en etiquetas, y no está de acuerdo con la alegación de México de que las medidas de etiquetado indicativo del país de origen "son intrínsecamente proteccionistas y discriminatorias".
  Como sostienen los Estados Unidos, "no hay nada en el etiquetado indicativo del país de origen que sea intrínsecamente desfavorable para los productos importados".
  En ocasiones, puede incluso favorecer a un producto importado.  También Australia ha establecido prescripciones obligatorias en materia de etiquetado indicativo del país de origen y, dado que exporta muchos productos a países que han establecido prescripciones de esa naturaleza, trata de asegurarse de que éstas no entorpezcan el comercio internacional.  Australia observa que muchos Miembros de la OMC han establecido prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen.

14. Sin embargo, Australia coincide con México en que la medida sobre el EPO discrimina "en  virtud de su diseño, estructura y aplicación".
  Las preocupaciones de Australia radican fundamentalmente en los mayores costos que las prescripciones imponen al uso de productos importados a lo largo de toda la cadena de suministro.  Las prescripciones sobre el EPO que se aplican a la carne picada de bovino son un ejemplo de esa discriminación de facto, ya que el etiquetado de todos los posibles países de origen con arreglo al período de 60 días en inventario podría distorsionar el mercado en favor de los productos nacionales, y es probable que dé lugar a una discriminación de los productos importados.

15. Si se constatara que la carta de Vilsack es un "reglamento técnico", Australia estima, como el Canadá, que el efecto de las prácticas de etiquetado descritas en la carta "restringiría mucho la capacidad de mezclar carne procedente de varios países de origen".
  Tanto el etiquetado de las etapas de producción como la ampliación de la cobertura a las carnes elaboradas impondrían costos mayores si se usan carnes importadas.  Además, una reducción del período en inventario para la carne picada a 10 días (en comparación con los 60 días previstos en la Norma definitiva de 2009), conforme a lo previsto en la carta de Vilsack, reduciría la mínima flexibilidad de que ahora disponen las empresas de transformación.  Habría un incremento correspondiente de los costos de cumplimiento relacionados con la rastreabilidad, el mantenimiento de registros y el envasado, o de otras formas de etiquetado, ya que las etiquetas tendrían que cambiarse con más frecuencia.

C. Párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC

16. El párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC otorga a los Miembros el derecho de adoptar reglamentos técnicos con objeto de alcanzar objetivos legítimos.  Australia sostiene que un análisis correcto en el marco del párrafo 2 del artículo 2 entraña el examen de lo siguiente:

●
si el objetivo de la medida en litigio es un objetivo legítimo;

●
si la medida restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, lo que, a su vez, entraña una evaluación de lo siguiente:

●
si la medida restringe el comercio;

●
si la medida es necesaria para alcanzar un objetivo legítimo;  y
●
si hay otras opciones que estén razonablemente al alcance que puedan ser menos restrictivas del comercio, pero aun así permitan alcanzar el objetivo legítimo al nivel de protección que el Miembro considere apropiado;  y

●
los riesgos que crearía no alcanzar el objetivo legítimo.

17. En primer lugar, Australia sostiene que el examen de la legitimidad de un objetivo se circunscribe al examen de si el objetivo establecido por el demandado es legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.  El texto del párrafo 2 del artículo 2 dispone que son objetivos legítimos, entre otros, la prevención de las prácticas que puedan inducir a error y la protección de la salud y la seguridad humanas.  El párrafo 2 del artículo 2 no delimita expresamente qué objetivos podrían ser legítimos;  la lista no es excluyente.  Los Estados Unidos han manifestado que el objetivo legítimo de la medida sobre el EPO es proporcionar información al consumidor con objeto de reducir al mínimo la confusión.
  Australia considera que hacer posible que los consumidores identifiquen el origen de un producto es un objetivo legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.

18. En segundo lugar, Australia considera que el párrafo 2 del artículo 2, al exigir que la medida impugnada sea necesaria "para alcanzar un objetivo legítimo", establece que la medida ha de alcanzar el objetivo legítimo, o al menos tener la capacidad de hacerlo.  La pregunta pertinente en esta diferencia es si la medida sobre el EPO cumple, o tiene la capacidad de cumplir, su objetivo declarado, que es proporcionar al consumidor información adicional exacta.

19. A juicio de Australia, el Canadá ha señalado aspectos de la medida sobre el EPO que no parecen lograr ese objetivo declarado, particularmente en lo que respecta al etiquetado de la carne picada de bovino.
  En algunos aspectos, la medida sobre el EPO puede de hecho dar lugar a que se proporcione información engañosa e inexacta.  En particular, el período de 60 días en inventario podría dar lugar a inexactitudes, ya que en la etiqueta podría identificarse el origen de productos que en realidad no se han utilizado en la carne picada de bovino.

20. En tercer lugar, como han señalado el Canadá y México, las disciplinas del GATT sobre el empleo de restricciones no tienen por objeto proteger las "corrientes comerciales", sino las "oportunidades de competencia de los productos importados".
  Entre las medidas que restringen el comercio figuran, por lo tanto, las que imponen cualquier forma de limitación, discriminan o privan de oportunidades de competencia a los productos importados.  A juicio de Australia, la medida sobre el EPO limita el comercio al imponer costos de mantenimiento de registros y de segregación que probablemente serán mayores cuando se usan productos importados y repercutirán, por lo tanto, en las oportunidades de competencia de esos productos.

21. Australia observa que hay elementos del análisis de la "necesidad" desarrollado en el marco del artículo XX del GATT que son similares a los que figuran en el texto del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Aplicándolos al párrafo 2 del artículo 2, sería preciso, para establecer si los elementos restrictivos del comercio de la medida sobre el EPO son necesarios, considerar la medida en que esos elementos contribuyen al objetivo legítimo o a la realización de la finalidad perseguida:  cuanto mayor sea la contribución, más fácilmente podrían considerarse necesarios los elementos restrictivos del comercio.

22. En este sentido, con respecto a la carne picada de bovino, la medida sobre el EPO no parecer cumplir su objetivo y, además, puede restringir el comercio más de lo necesario, dado que hay otras opciones que están razonablemente al alcance.

23. Una posible alternativa consistiría en exigir que en las etiquetas se identifiquen los productos como "nacionales" o "importados" (sin indicar en concreto el país de origen).  Con esta mayor flexibilidad, las empresas de transformación podrían utilizar productos importados sin necesidad de segregar los productos por países de origen o modificar sus prácticas de mantenimiento de registros a fin de evitar la imposición de sanciones económicas en aplicación de la medida sobre el EPO.

24. En resumen, Australia considera que los aspectos restrictivos del comercio de la medida sobre el EPO no son necesarios para alcanzar el objetivo declarado de proporcionar información exacta al consumidor, y que el objetivo de proporcionar información al consumidor podría alcanzarse por medio de la alternativa menos restrictiva del comercio de carne picada de bovino descrita supra.

D. Párrafo 4 del artículo 2 del Acuerdo OTC

25. México indica que la Norma General del Codex para el Etiquetado de Alimentos Preenvasados ("CODEX-STAN 1-1985"), elaborada por la Comisión del Codex, es una norma internacional "pertinente" en la que debe basarse la medida sobre el EPO.  Australia pregunta si la finalidad de la Norma CODEX-STAN 1-1985 es pertinente o guarda relación con la medida sobre el EPO, que no tiene por objeto abordar directamente las prácticas de etiquetado que induzcan a error o sean engañosas (aunque puede ser complementaria a este respecto).

26. Subsidiariamente, si el Grupo Especial constatara que la Norma CODEX-STAN 1-1985 es una norma pertinente que debería haber constituido la base de la medida sobre el EPO, Australia considera que es improbable que la Norma CODEX-STAN 1-1985 sea eficaz o apropiada en todos los casos para alcanzar el objetivo legítimo de proporcionar al consumidor información exacta.

IV. EL ACUERDO GENERAL SOBRE ARANCELES ADUANEROS Y COMERCIO (GATT DE 1994)

27. Australia destaca los tres elementos que han de satisfacerse para establecer la existencia de una infracción del párrafo 4 del artículo III del GATT:  que los productos importados y nacionales sean "productos similares";  que la medida sea una "ley, reglamento o prescripción que afecte a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior";  y que los productos importados reciban "un trato menos favorable" que el concedido a los productos similares de origen nacional.

28. Como se observó en relación con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, Australia considera que la medida sobre el EPO puede imponer costos mayores al uso de productos importados a lo largo de toda la cadena de suministro y que, por lo tanto, dispensa un trato menos favorable a los productos importados, contraviniendo el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.

V. CONCLUSIÓN

29. A juicio de Australia, en contravención de las obligaciones en materia de trato nacional establecidas en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, la medida sobre el EPO puede afectar desfavorablemente a las condiciones de competencia al discriminar a los productos importados, de manera que éstos reciban un trato menos favorable.

30. Australia cree además que la medida sobre el EPO es incompatible con la obligación que establece el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, puesto que la restricción del comercio derivada de dicha medida no es necesaria para cumplir el objetivo de proporcionar información exacta al consumidor, dada la existencia de alternativas que restringen menos el comercio y están razonablemente al alcance, entre las que figura la señalada por Australia en relación con la carne de bovino picada.

ANEXO C-2

DECLARACIÓN ORAL DE AUSTRALIA EN CALIDAD DE
TERCERO EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

VI. INTRODUCCIÓN

1. Señor Presidente, miembros del Grupo Especial.  Les agradezco la oportunidad de exponer las opiniones de Australia en esta diferencia, en la que se plantean cuestiones importantes de interpretación jurídica.  Australia ha puesto de relieve algunas de esas cuestiones en su comunicación escrita.  No repetiremos hoy esos argumentos.

2. En lugar de ello, en esta declaración señalaremos algunas de las preguntas fundamentales que, a juicio de Australia, debe responder el Grupo Especial en relación con las alegaciones de incompatibilidad de la medida sobre el EPO de los Estados Unidos con los párrafos 1 y 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC formuladas por el Canadá y México, así como en relación con los argumentos presentados por los Estados Unidos para refutar dichas alegaciones.

3. Aunque observa que las alegaciones del Canadá y de México no se circunscriben a los párrafos 1 y 2 del artículo 2, Australia ha optado por centrarse en esas disposiciones, así como en las preguntas que plantearemos en esta declaración, porque muchas de estas cuestiones no han sido tratadas específicamente por ningún grupo especial ni por el Órgano de Apelación.

VII. PREGUNTAS QUE SE SOMETEN A LA CONSIDERACIÓN DEL GRUPO ESPECIAL

A. ¿Cuál es la naturaleza de la medida sobre el EPO?

4. El Canadá y México han identificado la medida sobre el EPO en términos generales indicando que abarca una serie de medidas individuales, las cuales componen, juntas, la medida en litigio en este procedimiento.

5. Australia sostiene que el Grupo Especial ha de decidir si la medida sobre el EPO, según ha sido identificada por el Canadá y México, es una medida a efectos de la solución de diferencias en el marco del ESD, así como un reglamento técnico a efectos del Acuerdo OTC.

6. En esta determinación reviste particular interés la caracterización que haga el Grupo Especial de la llamada carta de Vilsack, remitida por el Secretario de Estado de Agricultura de Estados Unidos, Thomas J. Vilsack, a representantes de la industria el 20 de febrero de 2009.

7. A juicio de Australia, la carta de Vilsack es un acto directamente atribuible al poder ejecutivo de un Miembro de la OMC y, por lo tanto, en consonancia con las observaciones del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Examen por extinción relativo al acero resistente a la corrosión, ese acto puede ser impugnado en procedimientos de solución de diferencias ante la OMC.  La carta es un documento oficial en el que se detalla la posición oficial del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos, según ha sido establecida por el Secretario de dicho Departamento, el cual especifica que la carta representa la voluntad del Congreso de los Estados Unidos.

8. Otra consideración que debe tenerse en cuenta a efectos de la definición de reglamento técnico del Anexo 1 del Acuerdo OTC es si la carta de Vilsack es un elemento obligatorio de la medida sobre el EPO.  México aborda esta cuestión en su comunicación.  Australia observa que los Estados Unidos aducen que el cumplimiento de lo dispuesto en la carta de Vilsack es, en realidad, voluntario.  Sin embargo, a juicio de Australia, ninguno de los factores que aducen los Estados Unidos en apoyo de esa afirmación es necesariamente determinante para dilucidar si la carta de Vilsack es realmente obligatoria, o "vinculante o imperativa".  Tampoco es determinante la caracterización que haga el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos.  Antes bien, la cuestión decisiva que debe examinar el Grupo Especial es si la rama de producción considera que la carta es un acto imperativo.

B. ¿Con qué productos guarda relación la medida sobre el EPO?

9. El Canadá y México han fundado sus alegaciones al amparo del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC (y del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994) en un análisis de la "similitud de los productos" entre el ganado bovino vivo canadiense y mexicano, por un lado, y el ganado bovino vivo estadounidense, por otro, así como entre el ganado porcino vivo canadiense y el estadounidense.

10. Australia observa que la medida sobre el EPO se aplica en términos generales a una gama de productos abarcados entre los que figuran los recortes de carne de bovino, que para Australia son de especial interés desde el punto de vista de las exportaciones.  En su comunicación en calidad de tercero, Australia sostiene también que los recortes de carne de bovino importados son un producto similar a los recortes de carne de bovino nacionales estadounidenses utilizados en la carne de bovino picada.

11. Al abordar esta cuestión, el Grupo Especial debe considerar si el Canadá y México (con el asentimiento, al parecer, de los Estados Unidos) están en lo correcto al aplicar el análisis de la similitud de los productos conforme al párrafo 4 del artículo III del GATT al análisis de la similitud de los productos en el marco del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

12. Además, el Grupo Especial debería rechazar el argumento de los Estados Unidos de que el objeto de la medida sobre el EPO es en realidad la carne y no el ganado vivo, y que por ello la alegación del Canadá y México no es válida, ya que dichos países no han demostrado que la carne canadiense y mexicana sea un producto similar a la carne estadounidense.

13. A este respecto, Australia observa que, de hecho, una interpretación tan restrictiva de la expresión "con respecto a los reglamentos técnicos" que figuran en el párrafo 1 del artículo 2 obraría en menoscabo de la aplicación de esta disposición.  Permitiría, por ejemplo, que un país discriminara de manera activa a una amplia variedad de productos componentes, simplemente porque esos productos no son objeto de -o se consideren "con respecto a"- el correspondiente reglamento técnico.

14. Australia sostiene que es mejor criterio, particularmente en lo que respecta a las prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen, aplicar el párrafo 1 del artículo 2 de modo que abarque los productos similares que, en cualquier punto del proceso de suministro, sea necesario identificar a efectos del etiquetado del producto final.  Si esa disposición se aplica a la medida sobre el EPO, quedarán sujetos a las disciplinas del párrafo 1 del artículo 2 todos los productos de las primeras etapas, ya se trate de ganado vivo, de cortes de carne (músculo) o de recortes de carne de bovino utilizados en la carne de bovino picada.

C. ¿Concede la medida sobre el EPO un trato menos favorable?

15. Australia observa que el enfoque adoptado por el Canadá y México se apoya en el análisis desarrollado en el marco del párrafo 4 del artículo III del GATT para determinar si la medida sobre el EPO concede un trato menos favorable a productos similares de origen no nacional.  Australia cree que, si el Grupo Especial adopta ese enfoque, la cuestión determinante que debe examinar es si la medida sobre el EPO "modifica las condiciones de competencia en el mercado pertinente en detrimento de los productos importados" (según lo expresa el Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna).

16. En el presente caso, en el que la medida, conforme a su tenor literal, prevé un trato formalmente idéntico, el Grupo Especial debe considerar también si la medida puede dar lugar, de facto, a que se otorgue un trato menos favorable.  Tanto el Canadá como México tratan de demostrar que la medida sobre el EPO dispensa al ganado importado un trato diferente, que equivale a un trato menos favorable en el sentido del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  En términos sencillos, el Canadá y México sostienen que la medida sobre el EPO impone a los productos importados costos de explotación adicionales -derivados en particular de la segregación y del mantenimiento de registros- a los que impone cuando se utilizan productos nacionales.

17. Si el Grupo Especial coincidiera con el Canadá y México en este punto, Australia sostendría que ello constituye un trato diferente (y menos favorable) a efectos del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

18. Australia cree también que ese trato diferente (y menos favorable) se extiende a la carne de bovino picada, ya que es otro de los productos abarcados por la medida sobre el EPO.  Tal como está estructurado actualmente el mercado de carne de bovino picada en los Estados Unidos, es probable que en el inventario de una planta de producción estén más presentes los recortes de carne de bovino utilizados en la carne de bovino picada procedentes de los Estados Unidos que los recortes procedentes de cualquier otro país.  En consecuencia, el efecto de la medida sobre el EPO repercutiría con más intensidad cuando se utilizaran productos importados, lo que incentivaría a las empresas de transformación a preferir los productos nacionales (y a discriminar a los productos importados).

19. Australia no cree que los sistemas de etiquetado indicativo del país origen sean en general "intrínsecamente proteccionistas y discriminatorios", como alega México en su comunicación.  La pregunta que debe responder el Grupo Especial es, en cambio, si la medida sobre el EPO de los Estados Unidos dispensa (o puede dispensar) un trato menos favorable en virtud de su "diseño, estructura y aplicación".

D. ¿Es legítimo el objetivo de la medida sobre el EPO?

20. A efectos del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, Australia sostiene que el Grupo Especial ha de determinar primero si el objetivo de la medida en litigio es legítimo.

21. En consonancia con las constataciones del Órgano de Apelación en CE - Sardinas, Australia cree que el examen de la legitimidad se circunscribe al examen de si el objetivo declarado, tal como ha sido formulado por los Estados Unidos, es legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.  No se extiende al examen de si el objetivo declarado es realmente el objetivo de la medida.  Australia invita al Grupo Especial a que determine si, por referencia al párrafo 2 del artículo 2, el objetivo de la medida sobre el EPO declarado por los Estados Unidos, a saber, proporcionar información al consumidor con objeto de reducir al mínimo la confusión es efectivamente legítimo.

22. A juicio de Australia, por medio de la medida sobre el EPO los Estados Unidos tratan de proporcionar a los consumidores más información útil.  Australia considera que ese objetivo es un objetivo legítimo y acepta que, como afirman los Estados Unidos, ese objetivo está "estrechamente relacionado" con la prevención de prácticas que puedan inducir a error.

E. ¿Alcanza la medida sobre el EPO su objetivo legítimo?

23. Australia considera que, a continuación, el Grupo Especial ha de decidir por separado si la medida sobre el EPO alcanza su objetivo declarado.  Sostiene que el Grupo Especial ha de determinar si la medida sobre el EPO de hecho cumple, o al menos tiene la capacidad de cumplir, su objetivo declarado de proporcionar al consumidor información adicional exacta.  Si el Grupo Especial concluyera que un reclamante ha demostrado que la medida no logra, o no puede lograr, su objetivo declarado, podría concluir que la medida no satisface lo dispuesto en la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 y constituye, por lo tanto, un obstáculo innecesario al comercio en el sentido de la primera frase del párrafo 2 del artículo 2.

24. A este respecto, Australia observa en particular que el Canadá aduce que la medida sobre el EPO no parece alcanzar su objetivo declarado de proporcionar al consumidor información exacta en lo que respecta al etiquetado de los productos cárnicos obtenidos del ganado y al etiquetado de la carne de bovino picada.

F. ¿Hay alguna alternativa que esté razonablemente al alcance?

25. Australia sostiene que para llevar a cabo correctamente el análisis previsto en el párrafo 2 del artículo 2 también es necesario que el Grupo Especial decida si hay otras opciones que estén razonablemente al alcance y que puedan ser menos restrictivas del comercio, sin dejar de cumplir el objetivo legítimo al nivel que el demandado considere apropiado.

26. Australia observa que los reclamantes, así como varios terceros en esta diferencia, han puesto de relieve varias alternativas que están razonablemente al alcance, entre las que figuran las siguientes:  sistemas de etiquetado voluntario;  sistemas de etiquetado basados en la transformación sustancial;  y, en el caso de Australia, un etiquetado obligatorio en el que se indique si se trata de un producto importado o nacional (sin especificar en concreto el país de origen).

27. Australia sostiene que, si se adoptara la alternativa de marcar el producto como "importado" o "nacional", se lograría una mayor exactitud en lo que respecta al etiquetado de la carne de bovino picada y se restringiría menos el comercio que con las prescripciones vigentes de la medida sobre el EPO.  Aun así, se seguirían satisfaciendo los objetivos de la medida sobre el EPO, es decir, se facilitaría a los consumidores información adicional exacta, indicando en particular si el origen del producto es nacional o extranjero.  Adoptando este enfoque se reducirían los costos asociados de segregación y mantenimiento de registros, ya que las empresas de transformación no tendrían que segregar los productos cada país de origen.  Es de notar también que dichas empresas tendrían siempre la opción de identificar voluntariamente países de origen específicos si la demanda de los consumidores justificara ese costo añadido.

VIII. CONCLUSIÓN

28. En conclusión, Australia estima que el Grupo Especial debe considerar detenidamente las siguientes preguntas, entre otras, al evaluar la compatibilidad de la medida sobre el EPO:


●
¿Cuál es la naturaleza de la medida sobre el EPO?


●
¿Con qué productos guarda relación la medida sobre el EPO?


●
¿Concede la medida sobre el EPO un trato menos favorable?


●
¿Es legítimo el objetivo de la medida sobre el EPO?


●
¿Alcanza la medida sobre el EPO su objetivo legítimo?


●
¿Hay alguna alternativa razonablemente al alcance?

29. Australia considera que, en general, los regímenes obligatorios de etiquetado indicativo del país de origen han de diseñarse y aplicarse de forma que restrinjan el comercio en la menor medida posible, a fin de que los productos importados no sean objeto de un trato menos favorable que productos nacionales similares a causa de las prescripciones en materia de etiquetado.

30. A juicio de Australia, la medida sobre el EPO, en contravención de las obligaciones en materia de trato nacional enunciadas en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, no está diseñada de esa manera.  Puede afectar desfavorablemente a las condiciones de competencia al discriminar a los productos importados, de manera que éstos reciban un trato menos favorable.

31. Además, a juicio de Australia, la medida sobre el EPO no parece compatible con la obligación establecida en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, puesto la restricción del comercio que se deriva de ella no es necesaria para alcanzar su objetivo, habida cuenta de que las partes y algunos terceros, incluida Australia en el caso de la carne de bovino picada, han señalado alternativas que restringen menos el comercio y que están razonablemente al alcance.

32. Australia tendrá mucho gusto en responder a cualquier pregunta del Grupo Especial, incluidas, si así se solicita, las referidas a su régimen obligatorio de etiquetado indicativo del país de origen.

ANEXO C-3

DECLARACIÓN ORAL DE AUSTRALIA EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA
II. INTRODUCCIÓN

33. Señor Presidente, miembros del Grupo Especial.  Les agradezco esta nueva oportunidad de exponer las opiniones de Australia en esta diferencia y, en particular, la de participar en esta segunda audiencia del Grupo Especial.

34. En esta declaración hemos optado por centrarnos en algunas de las preguntas fundamentales que el Grupo Especial tal vez desee abordar en su examen del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

III. NUEVAS PREGUNTAS QUE SE SOMETEN A LA CONSIDERACIÓN DEL GRUPO ESPECIAL

A. ¿Cómo debe enfocar el Grupo Especial su interpretación del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC?

35. Una de esas preguntas es cómo debe el Grupo Especial enfocar su interpretación de esta disposición.

36. Australia sostiene que la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 profundiza en el significado de la disciplina fundamental consagrada en la primera frase.  En consecuencia, los elementos de la segunda frase han de considerarse en el contexto del compromiso general de asegurarse de que los reglamentos técnicos no sean obstáculos innecesarios para el comercio internacional.

37. Australia coincide, por lo tanto, con las partes principales en que la primera cuestión previa que el Grupo Especial debe resolver en el marco del párrafo 2 del artículo 2 es si el reglamento técnico "restringe el comercio" o es un "obstáculo al comercio internacional".

38. Australia observa que las disciplinas de GATT sobre el uso de restricciones tienen por objeto proteger las oportunidades de competencia de los productos importados, no las corrientes comerciales.
  Así pues, Australia coincide con el Canadá y con México en que una medida puede ser restrictiva del comercio si impone alguna forma de limitación a las importaciones, discrimina a las importaciones o priva de oportunidades de competencia a las importaciones.

39. Si se constata que la medida restringe el comercio, Australia sostiene que, seguidamente, el Grupo Especial ha de determinar si lo hace más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo, como se dispone en el párrafo 2 del artículo 2.  Es decir, el Grupo Especial ha de evaluar si la medida es un obstáculo innecesario para el comercio internacional.

B. ¿Cómo debe enfocar el Grupo Especial su evaluación de la legitimidad del objetivo de la medida sobre el EPO?

40. La siguiente pregunta que Australia se permite plantear cómo debe enfocar el Grupo Especial su evaluación de la legitimidad del objetivo de la medida sobre el EPO.

41. Australia considera que el enfoque correcto consiste primero en establecer el objetivo de la medida, para después examinar la legitimidad de ese objetivo, teniendo en cuenta la obligación fundamental recogida en la primera frase del párrafo 2 del artículo 2.

42. Australia coincide con los Estados Unidos en que, al efectuar su determinación preliminar del objetivo de la medida, el Grupo Especial debe comenzar por el texto de la medida.

43. Al efectuar esa determinación, el Grupo Especial puede tener en cuenta pruebas de alcance más amplio relacionadas con la elaboración de la medida.  Sin embargo, a juicio de Australia, el Grupo Especial no debe rechazar sin un motivo fundado el objetivo declarado de la medida.

44. Australia observa que algunas partes y terceros han aducido que, cuando se trata de objetivos no enunciados específicamente en el párrafo 2 del artículo 2 -incluido, en el caso que nos ocupa, el de proporcionar información al consumidor-, el Miembro ha de presentar "pruebas claras y convincentes"
 de la legitimidad del objetivo.  Ello incluye la prueba de la intención general de alcanzar una determinada meta de política que englobe ese objetivo.

45. La inclusión de la expresión "entre otros" antes de la lista de objetivos del párrafo 2 del artículo 2 indica claramente que la lista no es exhaustiva.  Además, el Acuerdo OTC concede flexibilidad a los Miembros para aplicar reglamentos técnicos con objeto de perseguir cualesquiera legítimos objetivos de política interna.

46. Establecer umbrales altos para los objetivos no enunciados en el párrafo 2 del artículo 2 entraña el riesgo de mermar esa flexibilidad.  También puede dar lugar a que los Miembros traten de ajustar artificialmente el objetivo "oficial" de un reglamento para que se corresponda exactamente con uno de los objetivos enunciados.

47. Australia cree que el objetivo de proporcionar información al consumidor guarda estrecha relación con la prevención de prácticas que puedan inducir a error.  Proporcionar más información exacta sobre un producto también ayuda a los consumidores a tomar decisiones de compra con conocimiento de causa.  A juicio de Australia, proporcionar información al consumidor es claramente un objetivo legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.

C. ¿Cómo debe enfocar el Grupo Especial la cuestión de si la medida sobre el EPO alcanza el objetivo legítimo?

48. Pasando a la siguiente pregunta, Australia sostiene que el Grupo Especial ha de evaluar si la medida sobre el EPO "alcanza" su objetivo legítimo.  A este respecto, suponiendo que el objetivo de la medida es proporcionar información a los consumidores y evitar la confusión de éstos, la medida sobre el EPO ha de cumplir ese objetivo, o al menos tener la capacidad de hacerlo.

49. Aunque estamos de acuerdo en que los Miembros gozan de cierta discrecionalidad para perseguir objetivos legítimos a los niveles que consideren apropiados, esa discrecionalidad no significa que un Miembro pueda introducir medidas que de hecho no alcancen el objetivo legítimo, o no tengan la capacidad de alcanzarlo.

50. En el presente caso, entre las pruebas que pueden ser pertinentes para esta averiguación figura la de si la información proporcionada a los consumidores en virtud de la medida sobre el EPO puede ser inexacta o inducir a error.  Australia observa, a título de ejemplo, que, en que respecta a la carne de bovino picada, la aplicación de la medida sobre el EPO puede dar lugar a que figure un determinado país de origen en la etiqueta de un producto que de hecho no contiene ningún producto procedente de dicho país.

D. ¿Hasta qué punto incumbe al Miembro pertinente lograr un equilibrio entre el cumplimiento del objetivo legítimo y la reducción de la restricción del comercio?

51. Los Estados Unidos ponen de relieve que el Acuerdo OTC permite a los Miembros diseñar medidas para lograr objetivos legítimos al nivel que consideren apropiado.
  En consecuencia, aducen que la medida sobre el EPO se diseñó específicamente para lograr lo que consideran un equilibrio adecuado entre la consecución de su objetivo de proporcionar información al consumidor y la reducción de los costos de cumplimiento.

52. Australia está de acuerdo en que un Miembro goza de cierta discrecionalidad para establecer medidas que logren sus objetivos legítimos a los niveles que considere apropiados.  Sin embargo, esa discrecionalidad tiene un límite.  El Grupo Especial encargado del asunto CE - Sardinas puso de relieve que, aunque el Acuerdo OTC otorga cierto grado de deferencia a los objetivos de política interna que los Miembros deseen perseguir, "muestra menos deferencia respecto de los medios que los Miembros escogen para el logro de sus objetivos de política interna".

53. Esto se refleja en el preámbulo del Acuerdo OTC, en el que figura la advertencia de que una medida no ha de aplicarse de forma que constituya "un medio de discriminación arbitrario o injustificado".  En el contexto específico del párrafo 2 del artículo 2, el límite de la discrecionalidad del Miembro se determina preguntando si la medida es un obstáculo innecesario al comercio internacional.  Y, como ya se ha indicado, para responder a esa pregunta puede ser necesario tener en cuenta los factores enumerados en la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2.

54. A juicio de Australia, aunque corresponde a los Estados Unidos decidir cuáles son los objetivos de política que desean perseguir, y los niveles a los que desean perseguirlos, incumbe al Grupo Especial determinar si los medios que los Estados Unidos han elegido para lograrlo -la medida sobre el EPO- restringen el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo en la medida determinada por los Estados Unidos.

E. ¿Cuál es la "importancia" del objetivo de proporcionar información al consumidor, y en qué medida debe tenerla en cuenta el Grupo Especial?

55. Australia sostiene que para constatar si un reglamento técnico "restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo" han de sopesarse los riesgos que crearía no alcanzar ese determinado objetivo legítimo.  Si los riesgos asociados al incumplimiento de un determinado objetivo son graves, la medida puede estar justificada pese a restringir el comercio.

56. Australia está de acuerdo en que esos riesgos pueden variar según la naturaleza o -como ha indicado el Canadá- la importancia del objetivo legítimo para cuyo cumplimiento se diseñó la medida.

57. Preocupa a Australia, sin embargo, que pudiera inferirse que el objetivo de la medida sobre el EPO de proporcionar al consumidor información adicional tiene poca importancia.

58. Australia pone de relieve que proporcionar información al consumidor puede ser un objetivo importante.  Lo es especialmente en el caso de las cadenas de suministro complejas y mundiales de productos como la carne de bovino y otros productos de consumo.  La importancia de proporcionar información al consumidor se pone de manifiesto en el significativo número de Miembros que han establecido, o tienen intención de establecer, algún tipo de sistema de etiquetado indicativo del país de origen.

59. Las partes han reconocido que los sistemas de etiquetado indicativo del país de origen no son, per se, incompatibles con las normas de la OMC.
  Australia se permite, por lo tanto, prevenir de que una constatación que establezca que el objetivo de proporcionar información al consumidor es de orden tan inferior que sólo justificaría una restricción del comercio de alcance limitado puede tener en la práctica el efecto de que ningún Miembro pueda establecer o aplicar medidas de etiquetado indicativo del país de origen con objeto de proporcionar información a sus consumidores.

F. ¿Cuál es el umbral probatorio pertinente cuando se alega una discriminación de facto?

60. Por último, Australia se permite también hacer unas breves observaciones en relación con el umbral probatorio que ha de satisfacerse al alegar una discriminación de facto al amparo del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 y el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

61. En particular, Australia observa que la Unión Europea afirma en su comunicación que para demostrar la existencia de discriminación de facto hay un "umbral alto y la necesidad de un rigor particular".
  La Unión Europea ha indicado también que un reclamante puede tener que esperar un tiempo indeterminado para evaluar con exactitud los efectos de la reglamentación, a fin de establecer si hay igualdad de oportunidades para los diferentes productos afectados.

62. Australia desea poner de relieve que el principio de trato nacional "protege las expectativas" de una relación de competencia en condiciones de igualdad entre los productos importados y los nacionales.
  Ello es necesario para evitar que se dé el caso de que un Miembro sólo pueda impugnar un reglamento después de que se haya producido un trato menos favorable, pero no con objeto de prevenir ese trato.

63. Australia recuerda que, en relación con la carne de bovino picada, ha argumentado que la medida sobre el EPO puede afectar a las oportunidades de competencia de los productos importados, en detrimento de dichos productos.

IV. CONCLUSIÓN

64. En conclusión, hemos tratado de poner de relieve en esta declaración algunas de las cuestiones de interpretación fundamentales que afectan al párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, una disposición respecto de la que se han dado escasas orientaciones hasta la fecha.

65. En particular, Australia sostiene que la evaluación por el Grupo Especial de la restricción del comercio inherente a la estructura y el diseño de la medida sobre el EPO, así como de la capacidad que tiene la medida para alcanzar su objetivo, puede ser particularmente pertinente para determinar si la medida sobre el EPO es o no incompatible con el párrafo 2 del artículo 2.

66. Australia tendrá mucho gusto en responder a cualquier pregunta que desee formular el Grupo Especial.

ANEXO C-4

COMUNICACIÓN ESCRITA DEL BRASIL
EN CALIDAD DE TERCERO

V. INTRODUCCIÓN

67. Al Brasil le complace esta oportunidad de exponer su opinión en estas actuaciones.  Por ser uno de los mayores productores y exportadores de algunos de los productos básicos abarcados por las medidas en litigio en esta diferencia, el Brasil tiene un interés significativo en el resultado de esta diferencia, el análisis de los hechos que realizará el Grupo Especial y la interpretación jurídica que se formulará.  Además, no sólo los Estados Unidos sino también muchos otros grandes mercados de productos brasileños han estado aplicando un número creciente de obstáculos técnicos al comercio, de una complejidad cada vez mayor.

68. El Brasil cree que una mejor información al consumidor puede ser beneficiosa para la economía y la sociedad en general ya que puede permitir a los consumidores decisiones de compra más informadas.  Sin embargo, le preocupa especialmente el riesgo que significan ciertas medidas, como las prescripciones en materia de etiquetado, las que podrían ofrecer nuevas posibilidades de proteccionismo encubierto si no se les imponen disciplinas adecuadas.  Por tanto, los grupos especiales deberían evaluar con el mayor cuidado su conformidad con los acuerdos abarcados.

69. Uno de los aspectos críticos al tratar los reglamentos técnicos es la dificultad de determinar si una medida específica responde primordialmente a un interés público o a intereses proteccionistas.  A veces el problema se agrava por el hecho de que ambos motivos pueden combinarse en un solo reglamento técnico.  Por tanto, los grupos especiales siempre deberán analizar cuidadosamente no sólo la supuesta justificación, sino también el diseño y el funcionamiento de las medidas específicas en esta área.

VI. INTERPRETACIÓN DEL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC

70. Ambos reclamantes alegan que la medida sobre el EPO infringe, entre otros, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio ("Acuerdo OTC").  Al respecto, el Brasil quisiera presentar su opinión sobre algunos elementos que cree que el Grupo Especial debería tener en cuenta en su interpretación del párrafo 2 del artículo 2.

71. El párrafo 2 del artículo 2 establece que:

"Los Miembros se asegurarán de que no se elaboren, adopten o apliquen reglamentos técnicos que tengan por objeto o efecto crear obstáculos innecesarios al comercio internacional.  A tal fin, los reglamentos técnicos no restringirán el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo.  Tales objetivos legítimos son, entre otros:  los imperativos de la seguridad nacional;  la prevención de prácticas que puedan inducir a error;  la protección de la salud o seguridad humanas, de la vida o la salud animal o vegetal, o del medio ambiente.  Al evaluar esos riesgos, los elementos que es pertinente tomar en consideración son, entre otros:  la información disponible científica y técnica, la tecnología de elaboración conexa o los usos finales a que se destinen los productos."

72. El texto de este artículo sugiere que la siguiente secuencia analítica podría ser útil para evaluar la conformidad con la citada disposición:  i) primero, el Grupo Especial debería evaluar si el objetivo que ha declarado el Miembro que dicta el reglamento es "legítimo";  ii) segundo, si se constata que el objetivo declarado es legítimo, el Grupo Especial debería evaluar si la medida efectiva en litigio presenta un vínculo racional con el objetivo indicado.  De ser así, entonces iii) se debería someter la medida en litigio al "criterio de necesidad" establecido en el párrafo 2 del artículo 2.  Ese criterio implica una evaluación de si el reglamento técnico en cuestión restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo en cuestión.  Esta evaluación puede incluir, entre otros aspectos, la consideración del grado en que el reglamento técnico restringe el comercio;  su efectividad para alcanzar el objetivo dado;  y posibles medidas alternativas que restrinjan menos el comercio y que pudieren estar razonablemente disponibles.

B. "Restringirán el comercio más de lo necesario"

73. La interpretación de la frase "restringirán el comercio más de lo necesario" del párrafo 2 del artículo 2 se puede basar -como contexto pertinente y como han reconocido las partes- en la interpretación del término "necesarias" del artículo XX del GATT de 1994 y en la lectura combinada del párrafo 6 del artículo 5 y de la nota 3 del Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias ("Acuerdo MSF").  Si bien el Brasil concuerda con la importancia contextual de estas disposiciones, se debería ser cauto con el enfoque de los Estados Unidos de introducir el criterio de "significativamente" menos restrictivo del comercio que figura en la nota 3 del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, por cuanto ese término se encuentra sólo en ese acuerdo específico.

74. La carta que el Director General del GATT enviara al negociador jefe de los Estados Unidos, que los Estados Unidos mencionan en el párrafo 248 de su comunicación, no sirve -en opinión del Brasil- como confirmación de que el criterio enunciado en la nota 3 del Acuerdo MSF se aplique al Acuerdo OTC.  El Brasil discrepa de que una carta enviada por el Director General de la época a un solo Miembro de la OMC pueda, por sí misma, influir en el significado de un acuerdo multilateral.  Además, como la carta misma reconoce en el pasaje inmediatamente anterior al que citan los Estados Unidos, "... no fue posible alcanzar el grado de apoyo necesario para una propuesta de los Estados Unidos [relativa a una nota aclaratoria a los párrafos 2 y 3 del artículo 2 del Acuerdo OTC] ...".

75. Además, el párrafo 2 del artículo 2 dispone expresamente que este "criterio de necesidad" debe tomar en cuenta los riesgos que podría originar el hecho de no alcanzar el objetivo legítimo que contempla la medida, y debe por lo tanto estar informado por esos riesgos.  El Brasil comenta infra algunos de estos elementos.

C. Evaluación de los objetivos perseguidos

76. Los primeros dos elementos de la secuencia indicada supra son, primero, si los objetivos declarados por el Miembro que dicta el reglamento son "legítimos";  y segundo, de constatarse que lo son, si las medidas efectivas en litigio presentan un vínculo racional con los objetivos declarados.  Ambas preguntas implican cuestiones de hecho que el Grupo Especial debe examinar sobre la base de las pruebas presentadas.

77. En la presente diferencia, los Estados Unidos alegan que sus "medidas sobre el EPO" se pueden calificar como reglamentos técnicos, tienen el objetivo declarado de proporcionar información a los consumidores y son un medio adecuado para lograr ese objetivo, que los Estados Unidos consideran que es legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.

78. Un Miembro que impone un reglamento técnico tiene derecho a definir su objetivo u objetivos.  Sin embargo, eso no significa que un grupo especial no desempeña ningún papel en la determinación de si los objetivos efectivos del reglamento técnico son "legítimos".  En el asunto CE ‑ Sardinas, respecto del párrafo 4 del artículo 2 del Acuerdo OTC, el Órgano de Apelación coincidió con el Grupo Especial en que era "neces[ario] determinar la legitimidad de [los] objetivos" en el caso de alegaciones formuladas al amparo del párrafo 4 del 2 del Acuerdo OTC
:

... compartimos la opinión del Grupo Especial de que la segunda parte del párrafo 4 del artículo 2 implica que se debe examinar y determinar la legitimidad de los objetivos de la medida.

79. El mismo razonamiento es igualmente válido para el párrafo 2 del artículo 2.

D. "Teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo"

80. Otra cuestión interpretativa que suscita el párrafo 2 del artículo 2 es el sentido y el alcance de la parte final de la segunda oración:  "... los reglamentos técnicos no restringirán el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo".  Esta frase se debe leer en conjunto con una lista ilustrativa de factores de la última oración del párrafo 2 del artículo 2 que los Miembros que dictan el reglamento deben "ten[er] en cuenta" "al evaluar esos riesgos".  En conjunto, estas disposiciones del párrafo 2 del artículo 2 requieren que un Miembro que proponga un reglamento técnico deba evaluar los riesgos que se generarían si el objetivo legítimo en cuestión no se alcanzase.  Esto implica evaluar la importancia del objetivo y el daño que se generaría si el objetivo legítimo no se lograse.

81. El Miembro debería evaluar cualitativa y/o cuantitativamente tales riesgos.  El Brasil opina que una parte esencial de este aspecto de la evaluación de riesgo sería evaluar la importancia del objetivo legítimo.
  Por ejemplo, si el objetivo legítimo fuere la protección de la vida y la salud humanas, los riesgos de no alcanzarlo probablemente serían altísimos.  Si los objetivos fueren distintos, los riesgos podrían ser menores.  El resultado de tal evaluación del riesgo debería tenerse en cuenta seguidamente en el examen de la necesidad del reglamento técnico a la luz del grado en que restringe el comercio y, por consiguiente, de si el reglamento restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo concreto.

82. Estas disposiciones sobre la evaluación de riesgo del párrafo 2 del artículo 2 son una parte integral de la obligación central de esa disposición, es decir, que un "reglamento técnico no restrinj[a] el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo".  Si una evaluación del riesgo de no alcanzar el objetivo revela que el riesgo sería insignificante, el reglamento técnico propuesto probablemente no sea "necesario", o restrinja el comercio más de lo necesario, en el sentido del párrafo 2 del artículo 2.

83. Si se traspasan estas consideraciones a las circunstancias del presente caso, parece que la pregunta que se debe hacer se referiría a los riesgos, o a las consecuencias, de que consumidores en los Estados Unidos no estén informados en todos los casos sobre el origen de los productos básicos abarcados.  La cuestión de fondo en este caso giraría también en torno a lo que confiere el "origen" ‑conforme a la percepción de los consumidores- a, por ejemplo, la carne de bovino procesada.  A un nivel más fundamental, podría llegar a ser pertinente considerar qué implica el concepto de "origen" en sectores económicos integrados a los niveles multinacional o regional.  En cuanto a los productos básicos abarcados, podría ser importante entender cómo y en qué medida el lugar de nacimiento, la ceba, el sacrificio y el procesamiento (e incluso el origen geográfico del material genético) influyen en la asignación del "origen".

84. Además, el Grupo Especial tal vez quiera evaluar también el valor agregado que proporciona la información facilitada a los consumidores respecto de productos que, según los Estados Unidos, no parecen representar una proporción muy importante de las importaciones.
  Sobre la base de los hechos específicos de la presente diferencia, el Grupo Especial tal vez quiera analizar si la restricción al comercio que causa la medida sobre el EPO presenta alguna correlación con la importancia del objetivo y el supuesto impacto comercial que está teniendo la medida.

85. Además, los reclamantes presentan, como medidas alternativas menos restrictivas del comercio, la posibilidad de un etiquetado voluntario indicativo del país de origen.  Los Estados Unidos refutan esta alegación y afirman que ya se ha intentado una opción como esa:  hubo poca colaboración y por tanto opinan que no se logró el objetivo de informar a los consumidores.
  Podría ser importante investigar si esa falta de participación de los productores y minoristas no se debe a los considerables costos observados y al interés insuficiente de los consumidores en la información del etiquetado.

86. Teniendo en cuenta las consideraciones precedentes, también hay que señalar que la formulación del párrafo 2 del artículo 2, al vincular la legitimidad de los objetivos, la necesidad de evitar restricciones innecesarias al comercio y la necesidad de evaluar los riesgos de no alcanzar un objetivo legítimo, sigue una lógica que pone de manifiesto la búsqueda de un equilibrio entre los fines y los medios de un reglamento técnico en relación con sus efectos sobre el comercio.  Por tanto, al evaluar la conformidad con el párrafo 2 del artículo 2, el Grupo Especial deberá determinar -sobre la base de las pruebas presentadas- si el reglamento técnico en cuestión ha logrado ese equilibrio.

VII. CONCLUSIÓN

87. El Brasil agradece la oportunidad de formular sus observaciones sobre las cuestiones objeto de esta diferencia y espera que esta comunicación ayude al Grupo Especial a examinar el asunto.

ANEXO C-5

DECLARACIÓN ORAL DEL BRASIL EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

88. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, el Brasil agradece la oportunidad de comparecer antes ustedes y presentarles sus opiniones en su calidad de tercero en las presentes actuaciones.  Hoy nuestra declaración será muy breve y se concentrará en unas pocas cuestiones relativas a la interpretación del Acuerdo OTC, en particular el párrafo 2 del artículo 2.

89. Se ha comentado que la lista de los "objetivos legítimos" que contempla el párrafo 2 del artículo 2 no es exhaustiva.  Es precisamente por este motivo que, en opinión del Brasil, la interpretación de esa disposición se debe abordar con un gran dosis de cautela.  Aunque puede corresponder a un Miembro elegir qué objetivos considera "legítimos" y qué reglamentos técnicos adoptará para alcanzar esos objetivos, esa discrecionalidad no es ilimitada.  De lo contrario, se podrían introducir medidas muy restrictivas del comercio con la finalidad de lograr objetivos que el Miembro que aplica el reglamento podría catalogar unilateralmente como "apropiados", por muy irrazonables que fuesen con arreglo a criterios generalmente aceptados.

90. Los Estados Unidos han afirmado que "cada Miembro tiene derecho a decidir por sí mismo cuáles objetivos legítimos perseguirá y a adoptar medidas para lograr esos objetivos 'a los niveles que considere apropiados'".
  El Brasil observa en primer lugar que, si bien los Estados Unidos toman la referencia a los "niveles que considere apropiados" del preámbulo del Acuerdo OTC, esa expresión se usa en el preámbulo -a diferencia del párrafo 2 del artículo 2- en conexión con sólo un conjunto limitado de objetivos, entre ellos la protección de la salud y la vida de las personas y de los animales o la preservación de los vegetales y la prevención de prácticas que puedan inducir a error, pero no, por ejemplo, la provisión de información a los consumidores.  Por tanto, la afirmación de que un Miembro puede adoptar medidas "a los niveles que considere apropiados" para lograr cualquier objetivo legítimo que decida perseguir no tiene un fundamento jurídico directo en el Acuerdo OTC.

91. En segundo lugar, el Brasil, como expresó en su comunicación en calidad de tercero, considera que corresponde al Grupo Especial desempeñar un papel en la determinación de si los objetivos reales del reglamento técnico en cuestión son "legítimos".  El Brasil no se pronuncia sobre si los objetivos específicos que persiguen los Estados Unidos con las medidas sobre el EPO son legítimos o no en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  En todo caso, concuerda con México en que, a los efectos de la evaluación de una medida a la luz del párrafo 2 del artículo 2, un objetivo no se debería definir a un nivel tan general que lo haría siempre necesariamente "legítimo", sino más bien a un nivel de especificidad correspondiente a la medida en cuestión.

92. Como acabo de observar, aunque la lista de objetivos enunciada en el párrafo 2 del artículo 2 no es exhaustiva, eso no significa que no haya límites a la discrecionalidad de los Miembros para poner en práctica los reglamentos técnicos.  Además de la cuestión de la legitimidad de los objetivos que se persiguen -una cuestión que el Grupo Especial puede, y debería, abordar-, la frase "teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo" ofrece un resguardo adicional.  Como ha indicado el Brasil en su comunicación en calidad de tercero, esta disposición requiere una evaluación de la importancia de los objetivos (presumiblemente legítimos) que se persigan y del daño que pueda causarse si esos objetivos no se alcanzaren.

93. En las circunstancias de la presente diferencia, los Estados Unidos parecen estar argumentando que si no se alcanzan los objetivos que persiguen las medidas sobre el EPO los consumidores se confundirían respecto del origen de los productos en cuestión.  El Brasil opina que esta es una parte importante del análisis en el marco del párrafo 2 del artículo 2 que el Grupo Especial debería examinar cuidadosamente.  Algunas preguntas pertinentes serían i) si los consumidores realmente quedarían sumidos en un estado de confusión en el caso de que los objetivos específicos que procuran las medidas sobre el EPO no se alcanzasen;  y ii) cuál sería el alcance y la naturaleza de esa confusión.  Una indagación sobre esas preguntas ayudaría a revelar los "riesgos que crearía no alcanzarlo".  Tales riesgos, a su vez, deberían tenerse en cuenta en la evaluación de la necesidad del reglamento técnico a la luz del grado en que éste restrinja el comercio y por tanto de si lo restringe más de lo necesario para alcanzar los objetivos concretos.

94. Como acotación final y de carácter general, el Brasil se permite instar al Grupo Especial a que preste especial atención a los argumentos que pretenden atribuir opiniones, deseos o gustos a los consumidores.  Tales opiniones, deseos o gustos no se deberían asumir a la ligera, sino que deberían estar respaldados por pruebas sustanciales.  También en este contexto, el Brasil cuestiona la declaración de la Unión Europea de que "si un proceso político nacional lleva a establecer con carácter obligatorio un etiquetado indicativo del origen, sería razonable considerar que ello constituye una indicación de que los consumidores lo quieren".
  Esto parece exagerado, ya que el sistema obligatorio de etiquetado -o en definitiva cualquier reglamento técnico que se justifique sobre la base de la demanda de los consumidores constituiría en sí mismo la prueba de que los consumidores lo desean.  Se debería rechazar tal punto de vista.

95. Señor Presidente, miembros del Grupo Especial, con esto concluye nuestra breve declaración.  Muchas gracias por su atención.

ANEXO C-6

DECLARACIÓN ORAL DEL BRASIL EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA

96. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, mucho me agrada comparecer hoy ante ustedes.  En nuestra declaración de esta mañana nos referiremos brevemente a dos cuestiones:  i) la cuestión de si diferentes instrumentos se pueden considerar conjuntamente como una sola medida;  y ii) el trato que el Grupo Especial debería dar a la carta no solicitada que le dirigió Consumers Union.

97. En cuanto a la primera cuestión, los Estados Unidos afirman que el Grupo Especial no debería hacer constataciones respecto de una "medida sobre el EPO" individual, porque los instrumentos individuales que los reclamantes identifican como partes que conforman esa medida son sustantiva y jurídicamente distintos.  Los Estados Unidos afirman, por tanto, que el Grupo Especial está efectivamente obligado a examinar esos instrumentos por separado.

98. El Brasil opina que el hecho de que instrumentos o medidas separados difieran en su contenido o condición jurídica no excluye la posibilidad de que, al operar conjuntamente, infrinjan disposiciones específicas de los Acuerdos de la OMC.  El párrafo 3 del artículo 3 del ESD establece que uno de los propósitos del sistema de solución de diferencias es abordar "situaciones en las cuales un Miembro considere que cualesquiera ventajas resultantes para él directa o indirectamente de los acuerdos abarcados se hallan menoscabadas por medidas adoptadas por otro Miembro".  Nada en esa disposición impide alegar que un conjunto de medidas que operan conjuntamente está menoscabando las ventajas resultantes para un Miembro de los acuerdos abarcados.

99. En ese sentido, la naturaleza jurídica y el contenido sustantivo de los instrumentos individuales que operen conjuntamente pueden perfectamente ser distintos.  Uno de los instrumentos podría, por ejemplo, enunciar una interpretación de una norma jurídica con la que se relaciona.  Esa interpretación podría ser o no ser de naturaleza imperativa (como el Órgano de Apelación ha aclarado, en general, el hecho de que un instrumento no sea imperativo no imposibilita que sea objeto de procedimientos de solución de diferencias
).  Si esa interpretación esclarece la norma de manera que ésta resulta ser incompatible con una disposición de la OMC, un grupo especial estaría del todo justificado para concluir que la norma y la interpretación, consideradas conjuntamente, son incompatibles con esa disposición.

100. De hecho, esa fue exactamente una de las conclusiones del Grupo Especial encargado del asunto entablado contra la Unión Europea relativo al trato arancelario otorgado a productos de tecnología de la información.  En un informe que fue adoptado por el Órgano de Solución de Diferencias, el Grupo Especial constató que las NENC, que son Notas explicativas de la Nomenclatura Combinada de la Unión Europea -instrumentos interpretativos relativos a la normativa de la UE que no tienen fuerza jurídica vinculante-, al operar en conjunto con un Reglamento del Consejo de la Unión Europea, infringían disposiciones del GATT de 1994.

101. Por tanto, el Brasil opina que, independientemente de las diferencias entre instrumentos distintos, siempre que un reclamante alegue que la operación combinada de esos elementos resulta en una infracción de las disposiciones de la OMC, un Grupo Especial no debería estar impedido de examinar esa alegación y, en lugar de ello, obligado a verificar por separado la compatibilidad de cada instrumento con esas disposiciones.

102. Es cierto que, con arreglo al Acuerdo OTC, las medidas en cuestión son normalmente reglamentos técnicos:  documentos que definen características, métodos o disposiciones cuyo cumplimiento es obligatorio.  A este respecto, el Brasil indica, sin embargo, que el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC -una de las disposiciones objeto de esta diferencia- establece que "[l]os Miembros se asegurarán de que no se elaboren, adopten o apliquen reglamentos técnicos que tengan por objeto o efecto crear obstáculos innecesarios al comercio internacional".  En ese contexto, un documento que podría no constituir en sí mismo un reglamento técnico podría, sin embargo, ser pertinente para un examen basado en el párrafo 2 del artículo 2 en la medida en que fuera pertinente por lo que respecta a la aplicación del reglamento técnico mismo.

103. Por último, el Brasil se permite comentar brevemente la carta no solicitada que recibió el Grupo Especial.  El párrafo 2 del artículo 13 del ESD establece en parte que "[l]os grupos especiales podrán recabar información de cualquier fuente pertinente y consultar a expertos para obtener su opinión sobre determinados aspectos de la cuestión".  A este respecto, el Brasil sostiene respetuosamente -y de hecho ha estado reiterando esta posición desde hace un buen tiempo- que el derecho a recabar información de cualquier fuente pertinente no se debería confundir con un derecho -no consagrado en el ESD- a considerar información no solicitada por el Grupo Especial.

104. El Brasil opina que los juzgadores de la OMC, al aceptar y considerar documentos no solicitados como los escritos amicus curiae, podrían extralimitarse en los derechos que les confiere el  ESD.  Tal vez podrían también abrir la participación en los procedimientos de solución de diferencias de la OMC a cualquier particular o institución que no estuviese representado por un Miembro que sea parte de la diferencia.  Esto no sólo alteraría la naturaleza intergubernamental del sistema de solución de diferencias de la OMC, sino que representaría una carga que no todos los Miembros podrían afrontar igualmente.  De hecho, los Miembros en desarrollo serían probablemente los más desfavorablemente afectados por tales decisiones, ya que tendrían que dedicar sus recursos, más limitados, a abordar las alegaciones y los argumentos jurídicos y de hecho formulados no sólo por otros Miembros en la diferencia, sino también por una cantidad posiblemente grande de otras partes interesadas cuya participación en los procedimientos no se previó en el ESD.

105. La inclusión de esta cuestión en los debates sobre la revisión del ESD pone de manifiesto tanto la importancia que los Miembros otorgan a esta materia, como que la sesión extraordinaria del OSD es el foro apropiado para considerarla.

106. En el caso concreto de esta diferencia, el Brasil se permite sugerir al Grupo Especial que sólo tenga en cuenta la carta no solicitada si una de las partes la incorpora a una comunicación (como prueba documental, por ejemplo).  Esa parte tendría entonces que responder del contenido del escrito y asumir la responsabilidad de incorporarlo a sus propios argumentos.  Ese enfoque causaría las menores alteraciones posibles y aun así permitiría un examen sustantivo de la contribución no solicitada.

107. Para terminar, el Brasil agradece al Grupo Especial la oportunidad adicional de presentar sus opiniones en esta diferencia.

ANEXO C-7

DECLARACIÓN ORAL DE CHINA EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA

108. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, China agradece esta oportunidad de presentarles su opinión en esta diferencia.  Nos abstenemos de formular declaraciones sobre el fondo de la cuestión, y nos gustaría comentar brevemente la cuestión de los escritos amicus curiae.

109. La cuestión de los escritos amicus curiae es antigua.  Durante la Ronda Uruguay se presentaron, negociaron y rechazaron algunas propuestas al respecto.  Algunos Miembros presentaron de nuevo propuestas similares durante el examen del ESD, pero no lograron consenso.  En las negociaciones en curso sobre el ESD hay grandes discrepancias entre los Miembros respecto de los escritos amicus curiae.  Algunos Miembros proponen que se otorgue expresamente a los Grupos Especiales y al Órgano de Apelación el derecho a aceptar y considerar información y asesoramiento no solicitados, a condición de que esta información o asesoramiento sean directamente pertinentes a las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a su consideración.  Otros Miembros, por el contrario, han presentado propuestas de texto que prohibirían expresamente a los grupos especiales y al Órgano de Apelación que tuvieran en cuenta tales informaciones y asesoramiento.

110. En la práctica de la solución de diferencias, el Órgano de Apelación ha constatado que él mismo y los grupos especiales están facultados para aceptar en algunos casos los escritos denominados amicus curiae.  Estas constataciones se basan en la evaluación de los hechos y condiciones de los casos específicos, que no tendrían fuerza obligatoria directa para los grupos especiales en otros casos.  Por todo ello, los Miembros expresaron su grave preocupación en la reunión extraordinaria del Consejo General del 22 de noviembre de 2000.

111. El artículo 13 del ESD establece que "cada grupo especial tendrá el derecho de recabar información y asesoramiento técnico de cualquier persona o entidad que estime conveniente".  Esta disposición literalmente concede al Grupo Especial la autoridad de recabar información y asesoramiento técnico, pero no otorga a individuos e instituciones ajenos a la OMC el derecho a presentar escritos para que el grupo especial los considere.  Cuando sea necesario recabar información en una diferencia, el grupo especial lo podrá hacer por iniciativa propia.  Si el grupo especial aceptase pasivamente escritos amicus curiae, posiblemente sería injusto con las demás organizaciones que no presentan ese tipo de escritos y con los Miembros que no son participantes o terceros en la diferencia, y causaría efectos perjudiciales para la constatación de los hechos.  Los profundos desacuerdos entre los Miembros, así como la negociación en curso, también indican que no hay acuerdo entre los Miembros acerca de la aceptación de los escritos amicus curiae.

112. China cree que la cuestión de los escritos amicus curiae tiene una influencia sistémica en la solución de diferencias y se debería resolver mediante negociaciones entre los Miembros.  Se permite recomendar al Grupo Especial que se atenga a su mandato y a su función, que interprete las disposiciones pertinentes del ESD con arreglo a las normas consuetudinarias de interpretación de derecho internacional público, y que haga caso omiso de esos escritos amicus curiae y no los tome en consideración.

ANEXO C-8

RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DE COLOMBIA
EN CALIDAD DE TERCERO

VIII. INTRODUCCIÓN

113. Colombia agradece al Grupo Especial y a las partes esta oportunidad de presentar sus opiniones en estas actuaciones.  Colombia interviene en este asunto dado su interés sistémico en la aplicación de varias disposiciones de los Acuerdos abarcados de la OMC analizados en esta diferencia.

114. Colombia dará sus opiniones acerca de algunas de las alegaciones sobre cuestiones de derecho formuladas por las partes en la diferencia, aunque sin adoptar una posición definitiva sobre los hechos específicos de este caso.  Primero, Colombia se ocupará de la cuestión de si cabe considerar que una medida aparentemente voluntaria es obligatoria conforme a la definición de reglamento técnico que figura en el párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (el "Acuerdo OTC").  Seguidamente, Colombia se referirá a la definición de trato no menos favorable prevista en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y en el párrafo 4 del artículo III del GATT.  En tercer lugar, Colombia presentará observaciones acerca de la definición de la expresión objetivo legítimo en el marco de las disposiciones pertinentes de los Acuerdos de la OMC abarcados.  Otra cuestión que Colombia abordará es el alcance de las obligaciones de los Miembros con respecto al trato especial y diferenciado para los países en desarrollo, con arreglo al artículo 12 del Acuerdo OTC.  Por último, Colombia terminará su comunicación con algunas observaciones acerca de las condiciones que deben cumplirse para formular una alegación al amparo del párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT.  En virtud de lo expuesto, este documento se divide en cinco secciones, donde se abordará cada una de las referidas cuestiones.

IX. EL CARÁCTER OBLIGATORIO DE LOS REGLAMENTOS TÉCNICOS

115. Una de las alegaciones de las partes reclamantes es que las medidas sobre etiquetado indicativo del país de origen (las "medidas sobre el EPO")
 son reglamentos técnicos sujetos al Acuerdo OTC.  En respuesta, los Estados Unidos de América (los "Estados Unidos") alegaron que la carta del Secretario Vilsack no es una medida cuya observancia es obligatoria, en el sentido del párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC.

116. Con arreglo a la definición de reglamento técnico enunciada en el párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC, uno de los elementos de un reglamento técnico es que su observancia es obligatoria.  Por lo que respecta a la interpretación del párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC, solamente un grupo especial de la OMC se ha referido directamente a la manera de interpretar la palabra obligatoria.
  Ese grupo especial llegó a la conclusión de que cabe considerar que una medida es imperativa cuando su observancia es obligatoria a consecuencia de una orden.

117. En vista del limitado número de asuntos en los que se ha tratado la interpretación de la expresión "y cuya observancia es obligatoria" contenida en la definición del párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC, Colombia pregunta al Grupo Especial si sería apropiado examinar el carácter obligatorio de una medida a fin de determinar si se trata de un reglamento técnico, de conformidad con el criterio de aplicación del párrafo 1 del artículo XI del GATT.  Por tanto, el Grupo Especial puede aprovechar esta oportunidad para aclarar si el criterio establecido en el asunto del GATT Japón - Semiconductores
 en relación con la naturaleza obligatoria de una medida de conformidad con el párrafo 1 del artículo XI del GATT sería de utilidad en algunas circunstancias para interpretar la expresión "y cuya observancia es obligatoria" que figura en el párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC.  En consecuencia, el Grupo Especial deberá llegar a alguna conclusión en cuanto a si la carta del Secretario Vilsack es obligatoria y, por ende, un reglamento técnico.

X. TRATO MENOS FAVORABLE EN EL SENTIDO DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC Y EL PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO III DEL GATT DE 1994

118. Los reclamantes alegan que las medidas sobre el EPO aplicadas por los Estados Unidos son incompatibles con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC porque confieren al ganado bovino de engorde del Canadá y México y al ganado porcino del Canadá un trato menos favorable que el otorgado a productos similares de los Estados Unidos.
  En respuesta, los Estados Unidos alegan que las medidas sobre el EPO confieren al ganado bovino de engorde y al ganado porcino del Canadá y México un trato idéntico al otorgado a los productos similares de los Estados Unidos, toda vez que las medidas en litigio prescriben las mismas condiciones de etiquetado para los productos nacionales y extranjeros.
  En el presente asunto, los Estados Unidos sostienen que las medidas sobre el EPO no afectan a las condiciones de competencia para la venta de esos productos, y que esas medidas no tienen ningún efecto desfavorable directo sobre el comercio.  Por tanto, los Estados Unidos aducen que las medidas sobre el EPO son compatibles con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

119. El párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC dispone que los reglamentos técnicos no darán a los productos importados un trato menos favorable que el otorgado a los productos similares importados.  Algunos grupos especiales
 han analizado la disposición aludida anteriormente y han llegado a la conclusión de que el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC debe interpretarse a la luz de los principios establecidos en el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, dado que la obligación de no dar un trato menos favorable ha sido interpretada en el mismo sentido en ambas disposiciones.  Apoyándose en lo declarado por grupos especiales anteriores
, Colombia recuerda que para que exista una infracción de la obligación de trato nacional deben evaluarse los siguientes aspectos de la medida en litigio:  i) si se trata de un reglamento técnico;  ii) si otorga un trato diferenciado a los productos nacionales, en comparación con los productos importados;  iii) si los productos nacionales son similares a los productos importados;  y iv) los efectos del trato diferenciado en las condiciones de competencia entre los productos nacionales y los productos importados.

120. Sobre la base de lo expuesto, Colombia pide al Grupo Especial que determine si las medidas impugnadas implican un trato menos favorable para los productos importados en el mercado de los Estados Unidos y si, y en qué medida, ello supone una modificación de las condiciones de competencia entre los productos nacionales y los productos importados, de forma que se ajuste al criterio conforme al cual podrían infringirse el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 y el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

XI. OBJETIVOS LEGÍTIMOS EN EL MARCO DE LOS ACUERDOS DE LA OMC ABARCADOS
121. El Canadá y México alegan que las medidas sobre el EPO no alcanzan un objetivo legítimo, en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, pues su propósito no es perseguir tal objetivo.
  Los Estados Unidos alegan que el hecho de facilitar información a los consumidores es, en sí mismo, un objetivo legítimo.

122. De acuerdo con lo previsto en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, para determinar la existencia de una infracción de las obligaciones de un Miembro derivadas de esa disposición es necesario analizar si la medida en litigio es un reglamento técnico adoptado para alcanzar un objetivo legítimo, y si ha sido aplicada de manera que no cree obstáculos innecesarios al comercio.  Este tipo de razonamiento debe llevarse a cabo a la luz de las medidas necesarias para alcanzar el objetivo legítimo a tenor de lo previsto en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

123. Colombia considera que a fin de determinar lo que es un objetivo legítimo con arreglo a la definición del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC el Grupo Especial debe tener en cuenta los informes pertinentes de grupos especiales y del Órgano de Apelación
 y otras disposiciones de la OMC
 relativas a la protección de los valores sociales fundamentales de los Miembros.

XII. OBLIGACIONES DE LOS MIEMBROS DE OTORGAR TRATO ESPECIAL Y DIFERENCIADO DE ACUERDO CON EL ARTÍCULO 12 DEL ACUERDO OTC

124. México sostiene
 que las medidas sobre el EPO contravienen las obligaciones que le corresponden a los Estados Unidos en virtud de los párrafos 1 y 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC porque ese país no tuvo debidamente en cuenta sus necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio como país en desarrollo.  En respuesta, los Estados Unidos sostienen
 que México no cumplió el criterio de incompatibilidad derivado de los párrafos 1 y 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC.

125. Colombia considera que el párrafo 1 del artículo 12 del Acuerdo OTC implica una obligación en sí misma
, y que el párrafo 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC debe interpretarse a la luz de las disposiciones del párrafo 2 del mismo artículo.
  Además, a Colombia le parece evidente que el párrafo 2 del artículo 12 impone la carga de la prueba a los Miembros países desarrollados.  Por lo tanto, satisfacer la carga de la prueba no incumbe al país en desarrollo que alega la infracción de las obligaciones de un Miembro (país desarrollado) al amparo del artículo 12.  Más bien, corresponde al país desarrollado Miembro que ha creado un posible obstáculo técnico al comercio la obligación de probar que ha cumplido las obligaciones que le corresponden en virtud del artículo 12 del Acuerdo OTC, en particular las relativas a su deber de tener en cuenta las necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio de los países en desarrollo.

126. Por consiguiente, el país desarrollado que aplica la medida:  i) debe probar que cuando adoptó la medida que podía afectar el comercio bilateral tuvo en cuenta las necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio de un país en desarrollo asociado;  y ii) está obligado a probar que ha actuado con la debida diligencia con respecto al trato especial y diferenciado al adoptar reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad.

127. Habida cuenta de las observaciones que anteceden, Colombia ruega al Grupo Especial que aplique debidamente el criterio establecido por otros grupos especiales en lo que respecta al alcance de las obligaciones de trato especial y diferenciado que corresponden a los Miembros en virtud del artículo 12 del Acuerdo OTC.

XIII. ALEGACIONES al amparo del PÁRRAFO 1 B) DEL ARTÍCULO XXIII DEL GATT DE 1994

128. Las partes reclamantes sostienen que las medidas sobre el EPO anulan y menoscaban las ventajas obtenidas de las concesiones arancelarias que les fueron otorgadas por los Estados Unidos respecto al ganado bovino y porcino de engorde como resultado de las negociaciones de la Ronda Uruguay.
  Por consiguiente, las medidas en litigio son incompatibles con el párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994.  Basándose en el informe del Órgano de Apelación en CE ‑ Amianto, los Estados Unidos sostienen que el recurso al párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT debe ser prudente y excepcional.
  Por otra parte, los Estados Unidos centran su evaluación en que las partes reclamantes no aportaron pruebas relativas a su alegación de anulación y menoscabo de conformidad con el párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994.

129. Son pocas las alegaciones que han sido formuladas al amparo del párrafo 1 b) del artículo XXIII, tanto en el marco del GATT de 1947 como en el marco de la OMC.  Solamente ocho casos fueron examinados por grupos de trabajo y grupos especiales en el marco del GATT de 1947.
  En dos de ellos los grupos especiales constataron que la reclamación sin infracción estaba justificada, pero el informe no fue adoptado.
  En tres casos las reclamaciones sin infracción fueron rechazadas.
  Sólo en tres casos se aceptaron y adoptaron reclamaciones sin infracción.
  Desde el establecimiento de la OMC únicamente se han examinado cuatro casos de reclamaciones sin infracción.
  En los referidos casos se identificaron algunos requisitos aplicables a las alegaciones formuladas al amparo del párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994, a saber:  las reclamaciones sin infracción deben ser excepcionales
, debe haber aplicación de una medida por parte de un Miembro
, debe haber una ventaja resultante del acuerdo pertinente
, y debe haber una anulación o menoscabo de esa ventaja a consecuencia de la aplicación de la medida en litigio.

130. A fin de realizar una evaluación completa de las alegaciones presentadas por las partes reclamantes y de la respuesta de la parte demandada, en el presente asunto el Grupo Especial debe examinar las pruebas de jure y de facto presentadas por las partes respecto a las medidas sobre el EPO a la luz de los elementos de anulación o menoscabo sin infracción, interpretándolos sobre la base de los diversos casos examinados en el marco del GATT y de la OMC.

XIV. CONCLUSIÓN

131. Colombia estima que el presente caso suscita cuestiones importantes acerca de la interpretación del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, de diversas disposiciones del Acuerdo OTC y del párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994.  Aunque no asume una posición definitiva acerca del fondo del asunto, Colombia pide al Grupo Especial que examine cuidadosamente el alcance de las alegaciones planteadas a la luz de las observaciones formuladas en su comunicación.  Colombia se reserva el derecho a exponer nuevas observaciones en la sesión destinada a los terceros de la primera reunión sustantiva del Grupo Especial.

ANEXO C-9

DECLARACIÓN ORAL DE COLOMBIA EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

XV. INTRODUCCIÓN

132. Sr. Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, en nombre del Gobierno de Colombia, les agradezco la oportunidad que se nos da de expresar nuestros puntos de vista en esta diferencia.

133. Nuestra participación como tercero se basa en nuestro interés sistémico en la interpretación correcta de varias disposiciones de los Acuerdos abarcados de la OMC, a las que se refiere este asunto.  En su comunicación escrita, Colombia expuso su opinión sobre algunas de las cuestiones jurídicas más importantes que surgen en esta diferencia.  Por lo tanto, no repetiré todo el contenido de la comunicación, sino que más bien me concentraré en unas pocas observaciones específicas relacionadas con la interpretación de las obligaciones de trato especial y diferenciado previstas en el artículo 12 del Acuerdo OTC y en el requisito de necesidad contemplado en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

134. Colombia reconoce que muchas de las cuestiones planteadas en esta diferencia son de naturaleza fáctica.  A este respecto, Colombia desea poner de relieve que no adopta ninguna posición sobre si los Estados Unidos han cumplido o no sus obligaciones en virtud del Acuerdo OTC.
XVI. TRATO ESPECIAL Y DIFERENCIADO PARA LOS PAÍSES EN DESARROLLO

135. México sostiene que las medidas sobre el EPO contravienen las obligaciones que le corresponden a los Estados Unidos en virtud de los párrafos 1 y 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC porque ese país no tuvo debidamente en cuenta sus necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio como país en desarrollo.  En respuesta, los Estados Unidos sostienen que México no cumplió el criterio de incompatibilidad derivado de los párrafos 1 y 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC.

136. Siguiendo el razonamiento del Grupo Especial en el asunto CE - Aprobación y comercialización de productos biotecnológicos
, Colombia considera que el párrafo 1 del artículo 12 del Acuerdo OTC implica, en sí mismo, la obligación de otorgar a los países en desarrollo Miembros un trato diferenciado y más favorable con respecto a las medidas sujetas al Acuerdo OTC.

137. Además, Colombia considera que el párrafo 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC debe interpretarse a la luz de las disposiciones del párrafo 2 del mismo artículo.
  Por lo tanto, a Colombia le parece evidente que el párrafo 2 del artículo 12 impone al país desarrollado Miembro que aplica el posible reglamento técnico la carga de la prueba respecto a la obligación de tomar debidamente en cuenta las necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio de los países en desarrollo Miembros.

138. Por consiguiente, el país desarrollado que aplica la medida:  i) debe probar que cuando adoptó la medida que podía afectar el comercio bilateral tuvo en cuenta las necesidades especiales en materia de desarrollo, finanzas y comercio de un país en desarrollo asociado;  y ii) está obligado a probar que ha actuado con la debida diligencia con respecto al trato especial y diferenciado al adoptar reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad.

139. Habida cuenta de las observaciones que anteceden, Colombia ruega al Grupo Especial que aplique debidamente el criterio establecido por otros grupos especiales en lo que respecta al alcance de las obligaciones de trato especial y diferenciado que corresponden a los Miembros en virtud del artículo 12 del Acuerdo OTC.

XVII. EL CRITERIO DE NECESIDAD EN EL MARCO DEL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC

140. El Canadá y México alegan que las medidas sobre el EPO no persiguen un objetivo legítimo, pero que de considerarse que sí lo hacen, esas medidas son más restrictivas de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo.  Los Estados Unidos responden aduciendo que las medidas sobre el EPO no son más restrictivas de lo necesario, en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

141. El debate sobre la necesidad de una medida a la luz de sus efectos de restricción del comercio y del riesgo de no alcanzar el objetivo perseguido no ha sido abordado directamente en las diferencias en el marco de la OMC.  Colombia opina que ello entraña para el Grupo Especial una oportunidad para contribuir al análisis sobre el criterio que debe aplicarse a tenor del párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC, a fin de determinar si una medida restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo perseguido, habida cuenta de los riesgos de no alcanzarlo.

142. Colombia sostiene que el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC entraña un criterio de necesidad de la medida según sus efectos de restricción al comercio, que deben ponderarse respecto al riesgo que crearía no alcanzar los objetivos.  Por consiguiente, para constatar una infracción del párrafo 2 del artículo 2 el Grupo Especial debe determinar que la medida en litigio restringe el comercio más de lo necesario, y que incumplirla no plantea ningún riesgo para la protección del objetivo legítimo perseguido.  También hay que demostrar que el objetivo perseguido por la medida es un objetivo legítimo.

143. Colombia estima que el criterio de necesidad establecido en las mencionadas disposiciones del Acuerdo OTC debe interpretarse teniendo presente el criterio de necesidad aplicado por diversos grupos especiales y por el Órgano de Apelación en asuntos que atañen a la aplicación de los apartados b) y d) del artículo XX del GATT de 1994.  Además, Colombia señala a la atención del Grupo Especial la función esencial que cumple el criterio de necesidad al ponderar los efectos de restricción del comercio de una medida y los objetivos de política perseguidos por los Miembros a través de sus reglamentos nacionales.  Por consiguiente, Colombia considera que este tipo de criterio brinda elementos claros y transparentes para el examen de la compatibilidad de las medidas nacionales con diversas disposiciones de los acuerdos de la OMC abarcados.  Por ejemplo, tanto el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF como el párrafo 4 del artículo VI del AGCS aluden a criterios de necesidad.  Sin embargo, sólo el primero de esos acuerdos ha sido examinado por grupos especiales de la OMC y por el Órgano de Apelación.

144. Como estableció el Órgano de Apelación en CE - Amianto, se considerará que una medida es necesaria a tenor del apartado b) del artículo XX del GATT de 1994 si no hay otras alternativas razonables compatibles con el GATT al alcance del Miembro que aplica la medida.  El Órgano de Apelación siguió esta misma línea de pensamiento al aplicar el apartado d) del artículo XX del GATT en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna.

145. Colombia ruega respetuosamente al Grupo Especial que deduzca un criterio de necesidad claro a efectos de la correcta aplicación del párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC por parte de los Miembros.

146. El Grupo Especial puede tomar como referencia el análisis mencionado para determinar cuándo una medida restringe el comercio más de lo necesario.  En ese sentido, y como propusieron las partes reclamantes, el Grupo Especial puede emplear el enfoque de las alternativas razonablemente disponibles como un elemento del criterio de necesidad en el marco del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

147. Por otra parte, Colombia invita también al Grupo Especial a que aclare el sentido en que debe ponderarse el riesgo de no alcanzar el objetivo de la medida contrastándolo con los efectos de restricción del comercio de la medida.

148. Hacerlo es de suma importancia, pues pese a la protección preeminente de su derecho a ejercer soberanía sobre su territorio, los Miembros también tienen que respetar las obligaciones internacionales que les corresponden en virtud de los acuerdos abarcados.  Este equilibrio suele ser patente, pero hay casos como los mencionados anteriormente en los que el sistema de solución de diferencias puede alcanzar, de conformidad con el ESD, su objetivo establecido de aportar seguridad y previsibilidad al sistema multilateral de comercio.

149. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, con estas observaciones Colombia espera contribuir al análisis jurídico que harán las partes en este asunto y expresar nuevamente su agradecimiento por esta oportunidad de compartir sus puntos de vista sobre este importante debate relativo a la aplicación de los párrafos 1 y 3 del artículo 12 y el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Les damos las gracias por su amable atención y quedamos a su disposición para responder a cualquier pregunta que deseen hacernos, incluidas las que se formulen respecto a las disposiciones obligatorias de Colombia sobre el etiquetado indicativo del país de origen.

ANEXO C-10

DECLARACIÓN ORAL DE COLOMBIA EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA

1. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, en nombre del Gobierno de Colombia les agradezco la oportunidad que se nos da de expresar nuestros puntos de vista en esta diferencia.

2. El presente caso ha suscitado un debate jurídico en torno a la compatibilidad de las prescripciones sobre el etiquetado indicativo del país de origen ("EPO") con el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (el "Acuerdo OTC") y los Acuerdos de la OMC abarcados en general.

3. Colombia estima que las prescripciones sobre el EPO no contravienen, en sí mismas, las obligaciones de los Miembros de la OMC en el marco de los acuerdos abarcados.  Antes bien, Colombia invita al Grupo Especial a considerar que la evaluación de la conformidad de las medidas sobre el EPO adoptadas por los Estados Unidos debe realizarse a la luz de las circunstancias concretas de la presente diferencia.

4. Como Colombia ha indicado, tanto en su comunicación escrita como en su declaración oral en la primera reunión, este caso brinda una oportunidad para que el Grupo Especial aclare algunas cuestiones relativas al Acuerdo OTC.
5. En particular, Colombia recuerda la importancia de este caso en cuanto a las siguientes cuestiones:  definir la manera de interpretar si una medida es obligatoria a efectos de la definición de un reglamento técnico;  la manera en que una medida aplicada a un producto elaborado (por ejemplo, carne de bovino) puede traducirse en un trato menos favorable para las condiciones de venta de un producto no elaborado (por ejemplo, ganado bovino);  la definición de objetivo legítimo en el marco del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC;  la aplicación de un criterio de necesidad en el marco del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC;  el ámbito de aplicación de las obligaciones de trato especial y diferenciado a tenor del artículo 12 del Acuerdo OTC;  y las condiciones relativas a las alegaciones de anulación y menoscabo con arreglo al párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994.
6. Además, Colombia desea hacer una breve observación en torno a la aceptación de un escrito amicus curiae.  En consonancia con lo afirmado en algunos informes de grupos especiales y del Órgano de Apelación, Colombia considera que compete al Grupo Especial la decisión de aceptar o no ese escrito.  Sin embargo, al adoptarla, el Grupo Especial debe asegurarse de que el derecho de defensa, en el contexto de las debidas garantías procesales, no se vea menoscabado en forma alguna por su decisión.

7. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, Colombia confía en que el informe del Grupo Especial en este asunto contribuirá a la seguridad y previsibilidad del sistema multilateral de comercio aclarando las cuestiones jurídicas objeto de la presente diferencia.  Estaremos complacidos de responder a las preguntas que el Grupo Especial desee formular.

ANEXO C-11

RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DE LA
UNIÓN EUROPEA EN CALIDAD DE TERCERO

XVIII. LA MEDIDA O mEDIDAS EN LITIGIO

150. A la espera de recibir una respuesta del Canadá y México con respecto a estos argumentos de los Estados Unidos, la Unión Europea observa que un Miembro reclamante goza de ciertas facultades discrecionales para identificar lo que considera como la "medida en litigio".  En particular, cuando hay más de un documento, un Miembro reclamante puede identificar cada uno de ellos como la medida en litigio;  o puede identificar a los documentos en su conjunto como la medida en litigio;  o puede sostener que los documentos son manifestación de una medida no escrita.  Estas facultades discrecionales, como todas las facultades discrecionales, no son totalmente ilimitadas, aunque en este caso la Unión Europea todavía no ve del todo claro por qué exactamente el Canadá y/o México podrían haber rebasado los límites de sus facultades discrecionales.

151. Normalmente, la Unión Europea no consideraría que la Norma definitiva provisional constituyera una medida en litigio, o parte de una medida en litigio, ya que no está en vigor desde el 16 de marzo de 2009, es decir, desde antes de las solitudes de establecimiento de un grupo especial de fechas 7 y 9 de octubre de 2009.  Sin embargo, aun así podría constituir una prueba de hechos que los Miembros reclamantes quizás consideren pertinentes para su argumentación.

XIX. PÁRRAFO 1 DEL ANEXO 1 DEL ACUERDO OTC:  DEFINICIÓN DE "REGLAMENTO TÉCNICO"

152. Remitiéndose a casos anteriores, la Unión Europea concluye que si bien no se ha acudido al Órgano de Apelación para que se pronuncie en un asunto de etiquetado indicativo del país de origen, el Grupo Especial que entendió en el asunto CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas se enfrentó a una cuestión de este tipo.  Además, con respecto a esta cuestión, para interpretar y aplicar el párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC, el enfoque del Grupo Especial a cargo de dicho asunto estuvo en consonancia con el del Órgano de Apelación en los asuntos Amianto y Sardinas.  Ese enfoque se basa en interpretar que la segunda frase del párrafo 1 del Anexo 1 enumera ejemplos, y razonar que si un documento contiene un ejemplo entonces es un reglamento técnico.  El ejemplo concreto en este caso es la frase "prescripciones en materia de etiquetado".  Así pues, se razona que si un documento incluye la frase "prescripciones en materia de etiquetado" (y se cumplen las demás prescripciones del párrafo 1 del Anexo 1), el documento es un reglamento técnico.  Se razona además que la segunda frase del párrafo 1 del Anexo 1 no delimita el término "prescripciones en materia de etiquetado" por referencia al contenido sustantivo de la etiqueta.  Sólo requiere que "las prescripciones [...] en materia de etiquetado" sean "aplicables" a un "producto, proceso o método de producción".  Por lo tanto, según este razonamiento, no hay necesidad de considerar si el "origen" es o no una "característica del producto" en el sentido de la primera frase del párrafo 1 del Anexo 1.  Si se prescribe que el producto lleve una etiqueta que dé a conocer su origen, la medida es un reglamento técnico.  La Unión Europea concluye que si el Grupo Especial aplica el enfoque del Grupo Especial que entendió en el asunto CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (específicamente con respecto al etiquetado de origen) y el enfoque del Órgano de Apelación en los asuntos Amianto y Sardinas, concluiría que la medida es un reglamento técnico.  Dicho esto, la cuestión específica planteada en este asunto no se ha examinado antes directamente, y la Unión Europea se reserva su derecho a hacer nuevas observaciones en espera de que las partes presenten aclaraciones adicionales.

153. También sería posible observar que quizás la pregunta de si la medida es o no un reglamento técnico en el sentido del Acuerdo OTC no sea fundamental para el resultado de la evaluación, al menos en este asunto en particular.  Cabe pensar que si la evaluación se realiza desde la óptica del párrafo 4 del artículo III (especialmente si se trata de una alegación sobre elementos de hecho, como en el presente asunto) y las excepciones generales del artículo XX del GATT de 1994 o desde la óptica de los párrafos 1 y 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, el resultado debería ser a grandes rasgos similar o el mismo.

154. Con respecto a la carta de Vilsack y el comunicado de prensa posterior, la Unión Europea observa que la evaluación puede variar en función de que esos documentos se evalúen aisladamente o se evalúen junto con otros citados por el Canadá y México.  Por ejemplo, es posible que algunos documentos no sean en sí mismos obligatorios, pero que sin embargo sean pertinentes para la interpretación y aplicación por un tribunal nacional de otras medidas que sí lo son.  En este último caso, no sería necesariamente correcto concluir que los documentos no obligatorios no serían pertinentes para la evaluación que un grupo especial realiza en el marco del Acuerdo OTC.  Como en cierta medida se trata de una cuestión que afecta a la legislación interna de los Estados Unidos, la Unión Europea se reserva su derecho a hacer observaciones en espera de que las partes presenten aclaraciones adicionales.

XX. PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC:  TRATO NO MENOS FAVORABLE QUE EL OTORGADO A PRODUCTOS SIMILARES DE ORIGEN NACIONAL

A. Productos similares

155. La Unión Europea está de acuerdo con el Canadá y México en que al interpretar y aplicar la expresión "productos similares" que figura en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC es conveniente tener en cuenta la forma en que se ha interpretado y aplicado la expresión "productos similares" en el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.  Los términos de los tratados son obviamente los mismos.  Por otra parte, el GATT de 1994 y el Acuerdo OTC constituyen cada uno contexto para interpretar el otro.  Por último, el segundo considerando del Acuerdo OTC se refiere al deseo de promover la realización de los objetivos del GATT de 1994, así que, al parecer, el objeto y fin del Acuerdo OTC tendrían el mismo alcance que el objeto y el fin del GATT de 1994, o al menos estarían limitados por estos últimos.

B. Trato no menos favorable

156. Por las razones indicadas antes, la Unión Europea está de acuerdo con el Canadá y México en que al interpretar y aplicar la expresión "no menos favorable" del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC es conveniente tener en cuenta la forma en que se ha interpretado y aplicado la misma expresión que figura en el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.

157. El Canadá y México parecen reconocer que la medida no requiere explícitamente un trato menos favorable para las importaciones.  No obstante, sostienen que tiene ese efecto.  Dicho de otra forma, el argumento del Canadá y México no es un argumento "jurídico", sino más bien un argumento "fáctico".  La diferencia entre un argumento jurídico y un argumento fáctico no radica en la norma, sino en la prueba.  En un argumento jurídico la prueba es el propio texto de la medida.  En un argumento fáctico, el texto de la medida no se invoca o no dispone expresamente un trato menos favorable.  No obstante, se invocan otras pruebas para respaldar las afirmaciones fácticas, y el Miembro reclamante explica cómo esos hechos y otras pruebas, combinados de manera fundada y lógica, demuestran la existencia y el contenido preciso de la medida incompatible con la norma correspondiente.  Se trata de un umbral elevado y una tarea difícil, que obliga a actuar con especial rigor y a no asumir el resultado a la ligera.

158. El que una medida pueda tener un efecto desfavorable en el comercio no es en sí mismo suficiente para establecer su incompatibilidad con las normas de la OMC.  Por definición, todas las medidas normativas tienen como mínimo la posibilidad de afectar a diferentes empresas de forma diferente, incluso si producen productos similares, tanto dentro del Miembro que dicta la medida normativa como entre dicho Miembro y otros Miembros.  Ni el GATT de 1994 ni el Acuerdo OTC se propusieron eliminar la diversidad normativa en sí misma.  El mero hecho de que una norma nueva altere las corrientes o estructuras comerciales existentes no significa necesariamente que las importaciones reciben un trato menos favorable.

159. En este contexto, la noción de intención debe abordarse con prudencia.  La medida impugnada puede tener un objeto y un fin, ya sea declarados expresamente o que se desprendan objetivamente de su diseño y estructura generales, que pueden ser pertinentes para entender la forma en que la medida debe interpretarse y aplicarse en cada caso, lo que a su vez puede ser pertinente para entender si existe o no un trato menos favorable.  Sin embargo, no es conveniente que la evaluación se centre en la "intención" supuesta en forma subjetiva de personas indeterminadas vinculadas de alguna manera a la adopción o aplicación de la medida.

160. En una evaluación de este tipo, el órgano jurisdiccional se remitirá al marco del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 y a toda disposición pertinente del artículo XX del GATT de 1994.  Del mismo modo, es posible que un órgano jurisdiccional se remita tanto al párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC (que, según parecerían coincidir el Canadá y México, se hace eco del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994) como al párrafo 2 de dicho artículo, si bien la Unión Europea no está sugiriendo que las relaciones entre estas distintas disposiciones sean necesariamente las mismas.

161. En cuanto al tema de fondo que es objeto de la diferencia, sin perjuicio del desarrollo de nuestra posición sobre la interpretación de la definición de "reglamento técnico", y reconociendo que estas observaciones pueden relacionarse en cierta medida tanto con el párrafo 1 como con el párrafo 2 del Acuerdo OTC, la Unión Europea considera que, en general, brindar a los consumidores información sobre el origen, puede constituir en sí mismo un objetivo legítimo en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  En particular, es posible que sean necesarias normas y declaraciones obligatorias en materia de origen (como algo distinto del etiquetado) para asegurar que se apliquen los derechos de aduana que correspondan, entre otras cosas para hacer posibles las distinciones entre mercancías sujetas a aranceles diferentes.  La Unión Europea reconoce que el etiquetado indicativo del origen también puede facilitar las decisiones de los consumidores.  Según la perspectiva con que se mire, puede considerarse que algunas de esas decisiones son racionales y están en armonía con los Acuerdos de la OMC, o puede considerarse que son irracionales o ineficientes desde el punto de vista económico.  Por ejemplo, las decisiones pueden reflejar un riesgo real o percibido asociado a los alimentos procedentes de una región o un Miembro en particular;  o cualidades positivas reales o percibidas de los alimentos de una región o un Miembro en particular;  o consideraciones éticas sobre una región o un Miembro en particular;  o un deseo de fomentar el desarrollo sostenible en una región o un Miembro en particular;  o un deseo de apoyar económicamente a una rama de producción regional o nacional;  o gustos o apreciaciones personales.  No puede esperarse tener información perfecta sobre por qué se toman esas decisiones -esa es la razón de ser de la etiqueta:  habilitan al consumidor.

162. Medidas adoptadas por un Miembro que dieran origen a tales decisiones, las alentaran o las ampliaran de forma incompatible con los acuerdos abarcados podrían representar un problema para la Unión Europea.  Sin embargo, la Unión Europea no considera que los acuerdos abarcados tuvieran por objeto impedir el etiquetado de origen en sí mismo, ni que los consumidores adoptaran tales decisiones, ni que pudieran esperar hacerlo efectivamente a largo plazo.  Si es cierto que uno de los objetivos básicos de la OMC es facilitar la acción de las fuerzas del mercado en la economía mundial, también es cierto que los consumidores son el mercado, y que de las empresas depende convencer a los consumidores de que prefieran sus productos.  Es difícil imaginar que se impida a las empresas identificar los productos como propios.  Desde esta perspectiva, es posible que el etiquetado indicativo del origen no esté obstruyendo la acción de las fuerzas del mercado, sino facilitándola.

163. La diferencia fundamental entre el etiquetado voluntario y el obligatorio es que un consumidor individual en un supermercado difícilmente estará en condiciones de exigir el etiquetado con respecto a una información en particular.  Sólo pueden hacerlo a través de un organismo, especialmente a través de sus procedimientos políticos nacionales.  De esta forma, si un procedimiento político nacional lleva a establecer con carácter obligatorio el etiquetado indicativo del origen, es razonable considerar que ello representa un indicio de que los consumidores así lo desean, para estar en condiciones de tomar el tipo de decisiones antes esbozadas.

164. Teniendo presentes estas observaciones, la Unión Europea aún no ha comprendido totalmente, a partir de las primeras comunicaciones escritas del Canadá y México, cómo es que los hechos y las pruebas contribuyen en formas específicas y lógicas a demostrar el trato menos favorable.  Como se señaló antes, la Unión Europea considera que, en general, el etiquetado indicativo del origen puede ser legítimo.  La Unión Europea también considera que en algunos casos, y particularmente cuando la actividad económica de que se trate sea transfronteriza, las normas para determinar el origen de un producto pueden ser necesarias;  el Acuerdo sobre Normas de Origen consagra las normas de la OMC relacionadas con esa materia.  La Unión Europea aún no ha comprendido por qué una norma de origen basada en puntos de producción específicos sería necesariamente incompatible con las normas de la OMC.  Tampoco ha comprendido por qué, si esas normas de origen fueran compatibles con las normas de la OMC, exigir el etiquetado en función de los mismos criterios sería necesariamente incompatible con las normas de la OMC.  Ante esto, la Unión Europea aún no ha comprendido por qué las normas de etiquetado menos restrictivas de la medida son necesariamente incompatibles con las normas de la OMC.

165. Del mismo modo, la Unión Europea aún no ha comprendido, por ejemplo, las siguientes cuestiones:  por qué las normas impiden la existencia o el establecimiento de mataderos que sólo reciben ganado bovino y porcino nacido en el Canadá o México pero criado y sacrificado en los Estados Unidos;  por qué, si las normas desfavorecen las actividades mixtas, necesariamente empujan a los mataderos a retornar a una actividad basada en carne puramente estadounidense y jamás a una actividad basada en carne puramente canadiense o mexicana;  y por qué es imposible transferir ningún costo adicional a los productores o consumidores estadounidenses de carne.  Por lo que respecta a los cuadros presentados por el Canadá que muestran a las importaciones estadounidenses como proporción de la producción nacional, a la Unión Europea le hubiera interesado ver esas cifras en el contexto de todos los productos estadounidenses importados, para observar si los productos objeto de la medida están o no todos agrupados al principio de tal lista.  Por último, la Unión Europea aún no ha comprendido cómo, si el Grupo Especial estuviera de acuerdo con el Canadá o México, se podría evitar la conclusión de que todo etiquetado indicativo del origen de carácter obligatorio sería incompatible con las normas de la OMC, o cómo se podría distinguir objetivamente, con seguridad y previsibilidad, entre las medidas que serían compatibles con las normas de la OMC y las que no lo serían.

XXI. PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC:  OBSTÁCULOS INNECESARIOS AL COMERCIO INTERNACIONAL - NO RESTRINGIR EL COMERCIO MÁS DE LO NECESARIO

166. La Unión Europea no está de acuerdo con el Canadá en que la sola demostración de que el objetivo de un reglamento técnico no es "legítimo" basta para respaldar una constatación de incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Por ejemplo, si tal reglamento no restringiera el comercio, no sería incompatible con el párrafo 2 del artículo 2, aunque este ejemplo quizás sea relativamente hipotético.  En forma análoga, la Unión Europea no está de acuerdo con el Canadá en que la mera demostración de que un reglamento técnico no alcanza su objetivo baste para respaldar una constatación de incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  La Unión Europea invita al Grupo Especial a que interprete y aplique el párrafo 2 del artículo 2 del texto del tratado en forma directa, en lugar de parafrasearlo en los términos consignados por el Canadá.

167. La Unión Europea observa que la segunda oración del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC empieza con la frase "A tal fin".  Entiende que el "fin" aquí referido es el fin indicado en la primera oración del párrafo 2 del artículo 2.  Ese fin es asegurar que la elaboración, la adopción o la aplicación de los reglamentos técnicos no tenga el objeto o el efecto de crear obstáculos innecesarios al comercio internacional.  Por lo tanto, la Unión Europea observa una relación entre la primera y la segunda frase.  La Unión Europea considera así que la evaluación debe centrarse en si el reglamento técnico es o no más restrictivo de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo, teniendo en cuenta el riesgo que crearía no alcanzarlo.  Esto confirma la opinión de que la mera demostración de que el objetivo de la medida es el proteccionismo no basta para establecer una incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

168. Con respecto al argumento del Canadá de que la medida no alcanza su objetivo declarado, la Unión Europea aún no ha comprendido cómo la existencia de algunos elementos imprecisos de la medida podría respaldar necesariamente una constatación de incompatibilidad.  Con respecto al etiquetado voluntario, la Unión Europea aún no ha comprendido cómo los consumidores estadounidenses pagarían sus costos, habida cuenta de las explicaciones del Canadá de que, en la práctica, éstos no recaerían sobre la carne estadounidense.  Por último, con respecto a la "transformación sustancial", la Unión Europea aún no ha comprendido en qué medida el Canadá y México están preconizando un cambio de las normas de origen, en contraste con un cambio de las prescripciones en materia de etiquetado.

XXII. PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC:  NO SE UTILIZÓ UNA NORMA INTERNACIONAL COMO BASE DE LA MEDIDA (SÓLO MÉXICO)

169. La Unión Europea aún no ha comprendido en qué medida México está preconizando un cambio de las normas de origen, en contraste con un cambio a las prescripciones en materia de etiquetado.  Aparte de eso, la Unión Europea aún no ha comprendido en qué forma el etiquetado de la carne elaborada como carne de origen estadounidense podría informar a los consumidores sobre el origen del animal del que se obtuvo tal carne.

XXIII. PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO III DEL GATT DE 1994:  TRATO MENOS FAVORABLE QUE A LOS PRODUCTOS SIMILARES DE ORIGEN NACIONAL

170. Las observaciones de la Unión Europea con respecto al párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 son en lo esencial análogas a sus anteriores observaciones.

ANEXO C-12

RESUMEN DE LA DECLARACIÓN ORAL DE LA UNIÓN EUROPEA EN 
CALIDAD DE TERCERO EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA
XXIV. LA CARTA DE VILSACK

171. Un tema sobre el que nos gustaría formular otras observaciones es la carta de Vilsack, que ha despertado cierto interés en los terceros.  Parece existir un consenso razonable en que a los efectos de estas actuaciones se trata de una medida, y en que ésta es imputable a los Estados Unidos.  Dicho esto, si bien los Estados Unidos quizás sean responsables del contenido de la carta de Vilsack y deban dar cuenta de ella ante este Grupo Especial, por lo que la UE pudo comprobar, los procedimientos para su adopción y su condición jurídica en el marco de la legislación interna de los Estados Unidos pueden ser diferentes de los aplicables a una ley o un reglamento de dicho país.  A tenor del texto del documento, parece que éste se expidió en ejercicio únicamente de las atribuciones del Secretario del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos.  Por lo tanto, a la UE no le queda claro si el equilibrio alcanzado entre los diversos intereses en pugna es o no el mismo en la Ley Agrícola de 2008 y la Norma definitiva, por un lado, y la carta de Vilsack, por otro.

172. En su declaración oral, los Estados Unidos describen la ley como el producto de un "proceso legislativo largo y reflexivo", y la Norma definitiva como el resultado de un "proceso normativo igualmente deliberativo".  Los Estados Unidos nos comunican que "al elaborar estas normas" los Estados Unidos hicieron "esfuerzos considerables" "por alcanzar el equilibrio justo" "solicitando formalmente aportes ... en al menos cuatro oportunidades".  Nos preguntamos si cabe afirmar lo mismo sobre la carta de Vilsack.  Además, Sr. Presidente, reflexionamos sobre esta cuestión especialmente desde el punto de vista del párrafo 3 del artículo 12 del Acuerdo OTC, concerniente al trato especial y diferenciado para los países en desarrollo, disposición sobre cuya importancia coincidimos.  Dicha norma establece que los Miembros, cuando preparen o apliquen reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la evaluación de la conformidad, tendrán en cuenta las necesidades especiales que en materia de desarrollo, finanzas y comercio tengan los países en desarrollo Miembros, con el fin de asegurarse que dichos reglamentos técnicos, normas y procedimientos para la determinación de la conformidad no creen obstáculos innecesarios para las exportaciones de los países en desarrollo Miembros.  En particular, estamos pensando si la carta de Vilsack debe o no considerarse compatible con el párrafo 3 del artículo 12.

173. Sin embargo, subsiste el desacuerdo sobre la pregunta de si la carta de Vilsack es o no "obligatoria" a los efectos del Acuerdo OTC.  Tenemos un par de observaciones al respecto.  En primer lugar, a la UE no le queda del todo claro que la respuesta a esa pregunta necesariamente sea determinante para este asunto, habida cuenta del marco jurídico, también pertinente, del GATT de 1994 (aunque podría serlo si la evaluación del Grupo Especial se centrara en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC).  En segundo lugar, al examinar el contenido de la carta de Vilsack, parecería haber dos tipos de afirmaciones entrelazadas.  Un tipo de afirmación, en el que por lo general se han centrado los terceros, indica que quizás sea necesario modificar la Norma definitiva si no se adoptan las medidas sugeridas.  Sin embargo, el segundo tipo de afirmación parecería más bien relacionarse con la instrumentación, interpretación o aplicación de la Norma definitiva tal como está redactada actualmente.  Para ilustrarlo tan sólo con un ejemplo, el primer párrafo de la carta de Vilsack afirma que la Norma definitiva es "importante para brindar a los consumidores más información sobre el origen de los productos alimenticios y para ayudar a los productores a diferenciar sus productos".  Ésta parece ser una declaración sobre el objeto y fin de la Norma definitiva.  La UE no está en condiciones de expresar una opinión sobre si esa declaración duplica, amplía o reduce el objeto y fin, como resultaría de un examen de la Norma definitiva.  Sin embargo, y esto es lo importante, no podemos descartar la posibilidad de que la carta de Vilsack pudiera ser también pertinente, como elemento del derecho interno de los Estados Unidos para interpretar o aplicar la Norma definitiva.  Además, Sr. Presidente, el precedente que tenemos presente es la Declaración de Acción Administrativa de los Estados Unidos, una medida que acompañó la adopción de la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay de dicho país y que aplica en los Estados Unidos el Acuerdo sobre la OMC.  La Declaración de Acción Administrativa no es "obligatoria" en el ámbito de la legislación interna estadounidense, pero es pertinente, como elemento del derecho interno de los Estados Unidos, para interpretar y aplicar la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay en la jurisdicción de dicho país.  En dos diferencias anteriores se ha hecho referencia a la Declaración de Acción Administrativa de los Estados Unidos.
174. Como señalamos en nuestra comunicación escrita, si así fuera, no podríamos descartar la posibilidad de que la medida en litigio consista en la Norma definitiva y la carta de Vilsack tomadas como un todo, o la posibilidad de que estos dos documentos, unidos, constituyan prueba de la medida en litigio.  En tal caso, es posible que estos dos documentos formen un conjunto indivisible en el que consiste la medida en litigio, y del que quizás no sea posible extraer el riesgo de que se modifique la Norma definitiva.  Considerado como un todo, es posible que este conjunto pueda interpretarse como obligatorio en el sentido del Acuerdo OTC.  En resumen, si la carta de Vilsack en efecto afecta a la Norma definitiva, entonces, desde el punto de vista del cumplimiento de las normas de la OMC, ¿sería totalmente desacertado que la anulación o menoscabado asociados a la Norma definitiva afectasen a la carta de Vilsack (en caso de que fuera incompatible con las normas de la OMC), al menos hasta que dicha carta se retirara?  Después de todo, favor, con favor se paga.  La UE no expresa una opinión en uno u otro sentido, ya que esto es asunto del Grupo Especial.

175. Además, Sr. Presidente, hay un término en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC sobre el que nos gustaría llamar su atención particularmente, y ese término es "elaboren".  De él parece deducirse que algunas de las obligaciones del Acuerdo OTC también podrían aplicarse a la elaboración de reglamentos técnicos.  Estamos reflexionando sobre la forma en que el término "obligatorio" podría interpretarse y aplicarse teniendo en cuenta el contexto en que se utiliza el término "elaboren", y particularmente sobre si los aspectos relativos a la elaboración de un instrumento destinado a convertirse en una medida obligatoria podrían o no estar sujetos a las disciplinas del Acuerdo OTC.  Estamos pensando en si la carta de Vilsack podría considerarse comprendida en el concepto de elaboración.

XXV. DISTINCIÓN ENTRE INTENCIÓN SUBJETIVA Y OBJETO Y FIN EXPRESOS O IMPLÍCITOS DE LA MEDIDA EN LITIGIO

176. El segundo tema sobre el que nos gustaría formular observaciones concierne a un aspecto ya tratado en nuestra comunicación escrita y que también es objeto de observaciones por parte de los demás terceros.  Se trata de la distinción entre el concepto de intención subjetiva, por un lado, y el concepto objetivo del objeto y fin de la medida en litigio, como se desprende de los términos utilizados en ella (como su preámbulo) o de su diseño y estructura general.  Para la UE, en una evaluación "de los hechos" no se excluye por principio del análisis ningún hecho ni ninguna prueba.  Naturalmente, para que revista algún interés o valor, la parte reclamante deberá explicar cómo tal hecho o prueba es pertinente para la evaluación.  De esta forma, al considerarlo junto con otros hechos o pruebas, permite realizar nuevas deducciones fácticas que lleven a concluir que el Miembro reclamante ha demostrado la existencia y el contenido preciso de una medida incompatible con las normas de la OMC.

177. Desde esta perspectiva, la UE no procuraría necesariamente excluir por principio de la evaluación las afirmaciones o pruebas fácticas relacionadas con el supuesto estado de ánimo (o intención) de una persona física en particular vinculada de alguna forma al procedimiento legislativo.  Sin embargo, para la UE queda mucho menos claro cómo esas afirmaciones o pruebas fácticas serían pertinentes para la evaluación.  Pueden existir muchas personas físicas vinculadas en algún grado al procedimiento legislativo y, a juicio de la UE, sería bastante problemático asignar una trascendencia considerable, o incluso trascendencia alguna, a afirmaciones sobre su supuesto estado de ánimo en determinado momento del procedimiento.  Por otra parte, la UE considera efectivamente que para un grupo especial puede ser muy importante tener en cuenta en su evaluación el concepto objetivo del objeto y fin de la medida en litigio.  El Órgano de Apelación ha confirmado correctamente que el sentido de una medida en litigio es una cuestión jurídica, aunque la existencia y el contenido de un documento que expresa dicho sentido sea una cuestión de hecho.  Al considerar cuál es el sentido de una medida en litigio, un grupo especial deberá tener en cuenta las normas de interpretación y otras normas jurídicas pertinentes aplicables en la jurisdicción interna (en contraste con las normas de interpretación aplicables en un procedimiento de solución de diferencias de la OMC).  Sin embargo, a la UE le resulta difícil concebir un sistema de interpretación en el cual el objeto y el fin no representen ningún papel.  Por lo tanto, el objeto y el fin de la medida en litigio es un aspecto que el Grupo Especial debe legítima y hasta necesariamente considerar.  Formará parte del marco global que permita al Grupo Especial determinar correctamente cómo se interpreta y aplica la medida en litigio (y, por lo tanto, los efectos que puede tener).  Es apropiado, y hasta necesario, que ello forme parte del examen de una reclamación "sobre elementos de hecho".

XXVI. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS O TRABAJOS PREPARATORIOS

178. El tercer tema relacionado con esta materia y sobre el cual nos gustaría hacer observaciones es el de los antecedentes legislativos o trabajos preparatorios de la medida en litigio, al que otros terceros también se han referido.  A ese respecto cabe hacer observaciones similares.  Esas consideraciones pueden ser pertinentes para entender cómo debe interpretarse y aplicarse la medida en litigo, y deberían plantearse desde la perspectiva de las normas de interpretación aplicables en la jurisdicción interna (y no en el ámbito de la OMC, recordando que la Convención de Viena se refiere a los trabajos preparatorios como medios de interpretación complementarios).  Dicho esto, los trabajos preparatorios suelen ser una especie de arma de doble filo:  ¿confirma el sentido aparente que se desprende de los trabajos preparatorios el sentido aparente del texto definitivo, o lo contradice?  Además, como se señaló antes, en la medida en que los documentos a que se hace referencia sólo expresan la intención de una persona física en particular en un momento en particular, su valor a efectos de la evaluación puede ser limitado o nulo.

XXVII. LOS 60 DÍAS DE FLEXIBILIDAD Y el logro de UN OBJETIVO LEGÍTIMO

179. La cuarta cuestión sobre la que nos gustaría hacer observaciones guarda relación con los 60 días de flexibilidad que dispone la Norma definitiva para la carne picada, y las observaciones de los Miembros reclamantes y algunos terceros de que ello confirma que la medida en litigio no alcanza el objetivo declarado.  La UE, como los Estados Unidos, se siente algo perpleja por esta argumentación.  A nuestro juicio, cabe afirmar con justicia que el objetivo de la medida  es informar a los consumidores evitando al mismo tiempo costos innecesarios para los importadores.  Además, a juicio de la UE, la flexibilidad de 60 días es un aspecto de la medida concebido para contemplar razonablemente los intereses de los importadores.  El que los importadores la ataquen significa que éstos aparentemente pasan por alto el carácter mixto de los objetivos de la medida, y podría, como mínimo, ser contraproducente.

XXVIII. MEDIDA SUBSIDIARIA PROPUESTA:  PRODUCTOS NACIONALES E IMPORTADOS

180. El siguiente aspecto sobre el que nos gustaría hacer observaciones guarda relación con la medida subsidiaria propuesta por otros terceros.  En esta etapa, la propuesta de una medida que sólo distinga entre productos nacionales e importados no convence a la UE.  A nuestro juicio, sólo amenazaría con alejar aún más las decisiones de los consumidores de consideraciones racionales y eventualmente compatibles con las normas de la OMC.  La distinción podría exacerbar y acentuar la naturaleza del problema, orientando a los consumidores hacia la producción nacional, sin tener en cuenta los méritos o desventajas relativos de la carne importada de varios otros países, debidamente diferenciada.

XXIX. HIPÓTESIS DE ETIQUETA B EN LUGAR DE ETIQUETA A

181. Al oír las comunicaciones orales de las partes, una cuestión que estamos considerando detenidamente, y que nos parece de particular importancia para las partes, es la de si los productos obtenidos sólo de animales de los Estados Unidos también podrían utilizar la etiqueta B (Estados Unidos y Canadá/México).  Estamos considerando esta cuestión desde la perspectiva de los argumentos de ambas partes.  Con arreglo a los argumentos de los reclamantes, hay tres aspectos específicos sobre los que estamos reflexionando.  En primer lugar, estamos reflexionando sobre por qué no sería razonable exigir la etiqueta A si el filete (por ejemplo), de hecho procede, en un 100 por ciento de ganado estadounidense (nacido, criado y sacrificado en los Estados Unidos).  La razón por la que tal requisito, examinado aisladamente, no sería razonable per se, no nos resulta evidente.  En segundo lugar, nos desconcierta la afirmación de que no sería posible separar diariamente la producción que lleva la etiqueta A de la que lleva la etiqueta B porque el ganado canadiense/mexicano podría "introducirse inadvertidamente en un día al que corresponde la etiqueta A" (declaración oral del Canadá, párrafo 15).  Nos preguntamos si sería demasiado costoso impedir que ocurra tal cosa.  En tercer lugar, si un matadero realmente quisiera utilizar la etiqueta B, no entendemos por qué le resultaría demasiado costoso añadir siempre un corte de carne canadiense/mexicana a cada serie diaria de producción.  Así, nunca surgirían problemas con la etiqueta A.

182. En términos generales, comprendemos que para cumplir normas nuevas es probable que volúmenes de importación relativamente pequeños (en comparación con la producción nacional) den origen a costos unitarios más elevados, pero, al igual que los Estados Unidos, dudamos en considerarlo suficiente en sí mismo para constatar una incompatibilidad con las normas de la OMC.  Por otra parte, al contemplar la misma cuestión desde el punto de vista de los argumentos de los Estados Unidos, aún hay cuestiones que no nos quedan claras.  En primer lugar, aceptamos lo dicho por los Estados Unidos y postulamos un consumidor "perfecto", es decir, alguien que entiende el significado de la etiqueta.  En segundo lugar, tomamos las tres explicaciones específicas dadas por los Estados Unidos que detallan y explican el "objetivo legítimo":  evitar confusiones (declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 9);  aportar un algo "significativo" (declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 9);  y aportar información adicional para contribuir a la toma de decisiones de compra y consumo.

183. Entonces, me imagino a mí mismo en mi próximo viaje a los Estados Unidos comprando un filete con la Etiqueta B (Estados Unidos y México) para comer.  Al hacerlo, no tengo ni idea de si en el mismo día de producción se produjo alguna mezcla en lo que respecta a ese filete.  Todo lo que sé es que mi filete (que, al ser un filete, es razonable considerar que proviene de un solo animal) proviene de uno de los tres tipos de animales siguientes:  nacido en México, criado y sacrificado en los Estados Unidos;  nacido, criado y sacrificado en los Estados Unidos (y mezclado);  o nacido y criado en México y sacrificado en los Estados Unidos.  Como consumidor bien informado, admití y elegí las tres posibilidades.  Hasta aquí, todo va bien.  Preparo mi filete (vuelta y vuelta) y me acomodo para comerlo con algo de ensalada y papas fritas a la francesa (si me permiten usar esos términos).  En ese momento, un atento caballero del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos aparece a mi lado y exige que me detenga porque estoy cometiendo un error terrible (o debería decir una equivocación).  Me comunica que estoy confundido.  Las cosas no son lo que parecen.  Ese filete en realidad proviene de un animal nacido, criado y sacrificado en los Estados Unidos, y no se produjo ninguna mezcla:  debería llevar la etiqueta "A".  He sido engañado.  No obstante, yo le respondería amablemente que no estoy confundido, y que respetuosamente opino que quizás él sí lo esté.  Le recordaría que, cuando compré el filete, no tenía ni idea de si se había producido una mezcla o no, y que no me importa en absoluto.  Cuando tomé la decisión de comprar y consumir el filete, ya había aceptado la posibilidad de que proviniera de un animal nacido, criado y sacrificado en los Estados Unidos.  El atento caballero podría intentar una variación diferente del mismo tema y decir que me está aportando un elemento significativo, a lo que yo respetuosamente contestaría que ya lo conozco, por lo que para mí no es más significativo que la información de que estoy sentado en una silla con un cuchillo y un tenedor en la mano.  Por último, podría intentar sugerir que, sobre la base de esta información adicional, tal vez me interesaría cambiar mi decisión de compra y consumo, algo a lo que yo de nuevo me negaría respetuosamente, porque ya lo había tomado en cuenta al tomar mi decisión inicial.  Dicho de otra forma, Sr. Presidente, conservaría mi filete y también me lo comería.

184. Quizás la inquietud del atento caballero sea comprensible si, al comprar un filete que lleva la etiqueta B (Estados Unidos y México), me hubiera movido la esperanza de contribuir al desarrollo de México, un objetivo aparentemente frustrado por el hecho de que fui inducido por engaño a comprar un filete puramente estadounidense.  Sin embargo, la UE aún no ha encontrado en el expediente ninguna prueba que respalde la premisa de que el objeto y el fin de la medida en cuestión incluya brindar a los consumidores la oportunidad de discriminar en favor de las importaciones por razones positivas, aunque quizás lo estemos pasando por alto.  Para concluir, si, tomando los parámetros de la medida tal como son (inclusive las normas sobre mezcla), y sobre la base de las aclaraciones concretas de los propios Estados Unidos sobre lo que entienden por objetivo legítimo, resultara que esta parte de la medida no alcanza verosímilmente, en el "mundo real", el objetivo expresado, entonces deberíamos reflexionar más detenidamente sobre el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

XXX. NORMAS DE ORIGEN FRENTE A ETIQUETADO DE ORIGEN

185. Por último, Sr. Presidente, nos gustaría reiterar un tema al que ya hemos aludido en nuestras comunicaciones.  Distinguimos la cuestión de las normas de origen, por un lado, y la cuestión del etiquetado (inclusive en lo que respecta al origen), por el otro.  El presente asunto no atañe a las normas de origen.  Atañe al etiquetado.  Además, nos preocupa que se extienda a un asunto sobre normas de origen.  El artículo IX del GATT de 1994 trata sobre las marcas de origen, y el Acuerdo sobre Normas de Origen, que se remite al artículo IX del GATT de 1994, contiene disposiciones permisivas sobre las normas de origen.  Nos preguntamos en qué medida, de admitirse una norma de origen conforme a estas disposiciones, el Acuerdo OTC, que recordamos no se refiere expresamente al origen, excluiría el etiquetado con arreglo a los mismos criterios.  Advertimos que el etiquetado obligatorio puede referirse a cualquier cosa (mencionamos el dumping o las subvenciones como ejemplo), y nos parece que podría ser problemático desvincular cualquier evaluación de esas cuestiones de los acuerdos abarcados que reglamentan específicamente la cuestión de fondo.

ANEXO C-13

RESUMEN DE LA DECLARACIÓN ORAL DE LA UNIÓN EUROPEA EN
CALIDAD DE TERCERO EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA
186. Sr. Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial:  En este momento deseamos hacer las siguientes observaciones breves, teniendo en cuenta particularmente las respuestas a las preguntas, las réplicas y las segundas declaraciones orales.

XXXI. ARTÍCULO IX DEL GATT DE 1994 Y EL ACUERDO SOBRE NORMAS DE ORIGEN

187. Observamos que a pesar de las preguntas del Grupo Especial
, ni el Canadá
 ni México
 presentan alegaciones al amparo del artículo IX del GATT de 1994 o el Acuerdo sobre Normas de Origen y que, los Estados Unidos, en su defensa, no hacen referencia a estas disposiciones.
  En consecuencia, no hay motivos para que el Grupo Especial haga constataciones con respecto a estas disposiciones.  Por lo tanto, solicitamos al Grupo Especial que manifieste claramente en su informe que las constataciones que haga son sin perjuicio de la pertinencia de tales disposiciones en cualquier diferencia futura.

XXXII. LA CARTA DE VILSACK

188. Con respecto a la carta de Vilsack
, consideramos que para el Grupo Especial puede ser útil recordar las disposiciones pertinentes de los artículos 4
, 5
 y 7
 del proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, aprobado por la Comisión de Derecho Internacional
, a los que se remiten varias diferencias en el marco de la OMC, también con respecto a la cuestión de la imputabilidad
, como manifestación del derecho internacional público consuetudinario.

189. Sigue sin convencernos lo afirmado en las últimas comunicaciones de los Estados Unidos
 en cuanto a que, al interpretar la Norma definitiva y la carta de Vilsack juntas como una única medida o manifestación de una única medida, el Canadá
 y México
 han rebasado sus facultades discrecionales (limitadas) respecto de tales materias;  tampoco lo haría el Grupo Especial si procediera de la misma forma.  No consideramos que la condición jurídica (sin demostrar y por lo tanto incierta) de la carta de Vilsack en el marco de la legislación interna de los Estados Unidos sea determinante de esta cuestión.  Más bien nos parece que, considerada en forma aislada, la carta de Vilsack sería irrelevante.  Sólo cobra sentido al considerarse junto con el otro o los otros documentos a los que se refiere, particularmente la Norma definitiva.

XXXIII. SUPUESTO TRATO MENOS FAVORABLE "DE FACTO" (PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO III DEL GATT DE 1994 Y PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC)

190. Sin entrar en los hechos, como indicamos en comunicaciones previas
, aún no nos convencen los argumentos de los reclamantes y su enfoque metodológico general sobre el problema de demostrar un trato menos favorable "de facto".
  Estamos de acuerdo con ellos en que los argumentos de los Estados Unidos sobre el "producto similar"
 y el "operador privado"
 no son convincentes y en que la posición de otros Miembros no es pertinente.
  Además, puede o no ser que la adopción de esta nueva medida normativa haya aumentado los costos y que los importadores hayan sido los más afectados, ya sea temporalmente o como resultado de la disminución de los volúmenes y el aumento de los costos unitarios.
  Sin embargo, éstas son características comunes del cambio normativo y, a nuestro juicio, no demuestran en sí mismas un trato menos favorable.
  Tampoco estamos de acuerdo en que las normas sobre etiquetado indicativo del origen que se aplican a todos por igual no puedan, por definición, caracterizarse como reglamentos técnicos neutrales.

191. No postulamos un aumento de la carga de la prueba para las cuestiones "de facto".
  Simplemente estamos recordando el hecho básico de que si hay un texto de una medida que sea claramente discriminatorio, es sencillo invocarlo ante un grupo especial.  Si no lo hay, se deberán invocar necesariamente pruebas de otros hechos (al menos dos o más) y explicar cómo contribuyen conjuntamente a respaldar la constatación de más hechos, sobre los cuales no hay pruebas directas, para establecer una relación fundada y suficiente entre los hechos así determinados y cualquier constatación de incompatibilidad.  Consideramos que se trata de algo más que de "propósitos y efectos", y simplemente no advertimos que se haya expuesto claramente en las comunicaciones de los reclamantes.

192. Los acuerdos abarcados tratan de alcanzar un objetivo comercial, pero no tienen por objeto eliminar la diversidad normativa;  y el reconocimiento mutuo sólo es un método de trabajo estable si los costos que entrañan los distintos regímenes normativos no difieren demasiado.

193. Por último, observamos que el supuesto incumplimiento "de facto" del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC es un asunto especialmente grave, hasta el punto de que no se podría recurrir al artículo XX del GATT de 1994 como defensa, por ejemplo.

XXXIV. PROPORCIONALIDAD (PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC)

194. Como hemos indicado en nuestras comunicaciones, consideramos probable que la proporcionalidad ofrezca la mejor forma de abordar este caso.  Estamos de acuerdo con los Estados Unidos en que el Miembro importador determine su propio nivel apropiado de protección, y en que un grupo especial debería proceder con moderación ante las preguntas de si el objetivo es el declarado, y de si es legítimo.
  Con todo, no creemos que el Grupo Especial pueda y deba indagar si los Miembros reclamantes han demostrado que hay medidas menos restrictivas del comercio que cumplen igualmente el objetivo legítimo.

B. El objetivo de la medida es informar al consumidor

195. No creemos que en este asunto sea necesario o apropiado que el Grupo Especial constate que, objetivamente, el objetivo de la medida es otro que brindar información al consumidor.
  Como hemos indicado en nuestras comunicaciones, consideramos que el Grupo Especial puede solucionar satisfactoriamente la diferencia sin poner en duda ese aspecto de las comunicaciones de los Estados Unidos.

196. No estamos de acuerdo con el Canadá en que la lista de objetivos del Acuerdo OTC está cerrada por remisión a otras disposiciones de los acuerdos abarcados
;  ni estamos de acuerdo en que tales objetivos deben ser "específicos".

C. El objetivo de informar al consumidor es legítimo

197. Consideramos que el objetivo de brindar al consumidor información sobre el origen es legítimo.
  No entendemos cómo los reclamantes pueden sostener fundadamente que la referencia al "etiquetado" en el Acuerdo OTC también se refiere al etiquetado indicativo del origen
, y, al mismo tiempo, que ese etiquetado indicativo del origen no es un objetivo legítimo.  No estamos de acuerdo en que el Miembro demandado está obligado a aportar una prueba "clara y convincente" de la legitimidad.

D. La importancia del objetivo y los riesgos de no alcanzarlo
198. Aunque estamos de acuerdo en que no todos los objetivos serán necesariamente legítimos, no consideramos que en este caso sea necesario o apropiado que el Grupo Especial se ocupe de esa cuestión.  A nuestro juicio, es tanto innecesario como incorrecto opinar sobre el grado relativo de margen normativo o en virtud del Acuerdo MSF y el Acuerdo OTC (de haber alguna diferencia, nos parece mayor el que admite el Acuerdo OTC).
  Consideramos que el Grupo Especial puede solucionar satisfactoriamente la diferencia basándose en otros razonamientos.

E. Utilización de la etiqueta B en hipótesis de etiqueta A:  una medida menos restrictiva del comercio que alcance igualmente el objetivo expresado

199. Ya hemos explicado por qué consideramos que los reclamantes han identificado una medida que es menos restrictiva del comercio, o considerablemente menos restrictiva del comercio y que alcanza igualmente el objetivo declarado.
  Esa medida consistiría en permitir la utilización de la etiqueta B en todos los casos, aun cuando no se haya producido una mezcla, o se haya producido durante un período prolongado (como por ejemplo un año).  Esto restringiría menos el comercio, porque las decisiones de los mataderos estadounidenses de recibir ganado bovino y porcino ya no se verían obstaculizadas por la medida sobre el EPO.  Alcanzaría igualmente el objetivo declarado, porque la estructura y diseño generales de la medida pondrían de manifiesto que parte de la base de que a los consumidores estadounidenses no les importa si su filete tiene una probabilidad algo mayor de ser estadounidense de lo que cabría imaginar en vista de la indicación que lleva la etiqueta (Estados Unidos y Canadá/México).
  A la inversa, no habría pruebas que respaldaran la tesis de que la medida estaba diseñada para que los consumidores estadounidenses pudieran preferir la carne importada.
  Por último, nada impediría a los mataderos utilizar la etiqueta A si los consumidores así lo quisieran.  Consideramos que así se daría respuesta en gran medida a las inquietudes planteadas por el Canadá y México, a la vez que lo esencial de la medida, tal como ya está concebida, se dejaría como está.

F. La carta de Vilsack

200. Hemos explicado que consideramos que la carta de Vilsack -que aparentemente "es reflejo de las prioridades de la nueva Administración"
- es más restrictiva del comercio que la Norma definitiva y en consecuencia, por definición, es incompatible con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Consideramos que una constatación en este sentido impediría remitirse de nuevo a una medida con ese contenido sustantivo en el contexto del cumplimiento.

G. Etiquetado voluntario

201. Hemos explicado por qué consideramos que el etiquetado voluntario no alcanzaría necesariamente el objetivo declarado.

H. Transformación sustancial

202. Hemos explicado por qué consideramos que los argumentos de los reclamantes sobre la transformación sustancial no son convincentes.

XXXV. CONCLUSIÓN

203. Teniendo presente todo lo anterior, consideramos que el Grupo Especial podría constatar fundadamente que la medida es incompatible con el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC en cuanto que no permite utilizar la etiqueta B en otras situaciones en las que la carne puede ser, de hecho, de origen puramente estadounidense;  y en cuanto que la carta de Vilsack es más restrictiva del comercio de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo.  Salvo posiblemente en lo relativo al artículo 12 del Acuerdo OTC
, el Grupo Especial podría aplicar el principio de economía procesal a las restantes alegaciones.

ANEXO C-14

DECLARACIÓN ORAL DE GUATEMALA EN CALIDAD DE
TERCERO EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

1. Señor Presidente, miembros del Grupo Especial, delegaciones que representan a las partes y a los terceros en esta diferencia, funcionarios de la Secretaría de la OMC:  buenos días.

2. Para comenzar, en nombre de la delegación de Guatemala, quisiera expresar nuestro agradecimiento por esta oportunidad de presentar nuestras opiniones durante estas actuaciones.

3. Guatemala es un país pequeño con recursos limitados.  Sin embargo, hace todo lo posible por participar activamente en las diferencias en las que tiene un interés sistémico.  En este caso, Guatemala tiene interés sistémico en todas las cuestiones que han planteado las partes;  mi delegación querría aprovechar esta oportunidad para presentar algunos comentarios al Grupo Especial.

4. Guatemala reconoce que todos los Miembros de la OMC tienen el derecho a adoptar prescripciones obligatorias en materia de etiquetado indicativo del país de origen.  Es decir, cualquier Miembro puede exigir que la carne o cualquier otro producto lleve indicado su origen al llegar a la frontera.  Ninguna de las partes ni los terceros parecen discrepar en esto.  La pregunta entonces es si al adoptar esas prescripciones sobre etiquetado indicativo del origen, un Miembro determinado (en este caso, los Estados Unidos) está o no está actuando de modo contrario a sus obligaciones dimanantes de los Acuerdos de la OMC.

5. El Canadá y México afirman que éste es un caso de proteccionismo y discriminación.  Según los reclamantes, las prescripciones de los Estados Unidos en materia de etiquetado indicativo del país de origen imponen costos y gravámenes significativamente más altos para el uso de ganado bovino y porcino canadiense y mexicano para producir carne de bovino y de porcino, especialmente porque requieren segregar los productos para cumplir efectivamente la medida sobre el EPO.

6. Además, como parte de los instrumentos jurídicos que configuran la medida sobre el EPO, el Canadá y México incluyen una carta abierta del Secretario de Agricultura de los Estados Unidos, el Sr. Tom Vilsack, en la cual pidió a la industria que adoptara "voluntariamente" el etiquetado de manera más restrictiva que la establecida en la legislación sobre el EPO y en la Norma definitiva.  Como alternativa, el Sr. Vilsack expresó en su carta que iba a "considerar atentamente si [serían] necesarias modificaciones de la regla para lograr el propósito del Congreso".

7. Por otra parte, los Estados Unidos sostienen que el objetivo de sus prescripciones sobre etiquetado es asegurar que se proporcione a los consumidores información acerca de la carne y otros productos alimenticios que compran a minoristas y prevenir "confusión entre los consumidores" con respecto al origen de los productos.  Según los Estados Unidos, entre otros aspectos, no hay en los reglamentos nada que obligue a segregar.  Los Estados Unidos estiman que los instrumentos jurídicos identificados por los reclamantes no conforman una medida sobre el EPO, y que la carta del Sr. Vilsack no es un reglamento técnico ni es obligatoria.

8. Ninguna de las partes de la diferencia parece negar que las prescripciones relativas al EPO (con independencia de que constituyan una sola medida o un conjunto de medidas) son reglamentos técnicos.  Por tanto, Guatemala opina que el Grupo Especial primero debería determinar si el reglamento o reglamentos técnicos alcanzan un objetivo legítimo.

9. Guatemala está de acuerdo con los Estados Unidos en que el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC contiene una lista no exhaustiva de objetivos, como confirma el término "entre otros".  Sin embargo, no está persuadida de que, en este caso particular, la medida o medidas en litigio estén diseñadas de modo que alcancen el supuesto objetivo legítimo (es decir, entre otros, prevenir "confusión entre los consumidores").

10. Ayer todos escuchamos que podría haber casos en los que mezclar un 1 por ciento de carne de los Estados Unidos con un 99 por ciento de carne del Canadá (o México) permitiría usar la etiqueta que dijese que el producto es de los Estados Unidos y del Canadá (o México).  También escuchamos de México el ejemplo de que el ganado bovino que proviene de Guatemala y que simplemente se sacrifica en México se clasificaría en los Estados Unidos como carne de bovino mexicana.  No ocurriría lo mismo, sin embargo, en el caso del ganado bovino mexicano que se sacrificase en los Estados Unidos, pues la carne de bovino no se clasificaría como estadounidense sino como mexicana.

11. Por tanto, Guatemala opina que los Estados Unidos no han presentado suficientes pruebas de cómo la medida o medidas sobre el EPO alcanzan el supuesto objetivo legítimo de dar información exacta al consumidor sobre el origen de los productos y, de ese modo, prevenir la confusión.

12. En caso de que el Grupo Especial considere que la medida o medidas sobre el EPO alcanzan un objetivo legítimo, Guatemala opina que la segunda cuestión sería determinar si el reglamento o reglamentos técnicos no se "elabor[an], adopt[an] o aplic[an]" con el objeto o efecto de crear obstáculos innecesarios al comercio internacional.  En este contexto, el análisis del valor jurídico de la carta del Sr. Vilsack podría ser importante.  Guatemala considera que a los efectos de esta diferencia se debería considerar esa carta como una medida.

13. En particular, no sólo porque cualquier acción u omisión atribuible a un Miembro de la OMC puede ser una medida de ese Miembro a efectos de los procedimientos de solución de diferencias, sino también porque la carta, aunque solicita acciones "voluntarias" de la industria, parece no dar más opción que la de adoptar esas acciones "voluntarias" (lo que convierte a la medida, de hecho, en obligatoria).

14. En el caso improbable de que el Grupo Especial determine que el reglamento o reglamentos técnicos no han sido elaborados, adoptados o aplicados con el objeto o efecto de crear obstáculos innecesarios al comercio internacional, Guatemala opina que el Grupo Especial debería examinar si las condiciones de competencia se han modificado.  Opina que este examen debería estar vinculado a la pregunta de si se da a los productos importados del territorio de cualquiera de los Miembros un trato no menos favorable que el otorgado a productos similares de origen nacional y a productos similares originarios de cualquier otro país.  Para eso, el Grupo Especial tal vez tenga que determinar si los supuestos costos de segregación efectivamente han modificado las condiciones de competencia.

15. Por último, Sr. Presidente, en cuanto a la pregunta que usted formuló a los terceros sobre cualquier plan obligatorio de etiquetado indicativo del país de origen que nuestros países mantuviesen, puedo comunicarle que recientemente hemos recibido de nuestra capital una cantidad considerable de información.  Estamos examinándola.  Provisionalmente puedo adelantar que hemos establecido algunas normas obligatorias de etiquetado indicativo del país de origen.  Sin embargo, presentaremos por escrito información más detallada en los plazos que el Grupo Especial ha previsto a esos efectos.

ANEXO C-15

RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DEL JAPÓN
EN CALIDAD DE TERCERO

XXXVI. INTRODUCCIÓN

204. La comunicación escrita del Japón en calidad de tercero se centra en la compatibilidad con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (el "Acuerdo OTC"), el párrafo 4 del artículo III del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 (el "GATT") y la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC de las prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen (la "medida sobre el EPO") que los Estados Unidos impusieron a determinados productos básicos abarcados, incluida la carne de bovino y de porcino cuando se venden al consumidor final.

XXXVII. EL GRUPO ESPECIAL DEBERÍA examinar ATENTAMENTE SI LA MEDIDA SOBRE EL EPO DA A LOS PRODUCTOS IMPORTADOS UN TRATO MENOS FAVORABLE QUE A LOS PRODUCTOS SIMILARES DE ORIGEN NACIONAL EN EL SENTIDO DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC Y EL PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO III DEL GATT
205. La primera cuestión que el Grupo Especial debe examinar es si cabe considerar que la medida sobre el EPO, que se aplica sólo a la carne de bovino y de porcino, al ganado bovino y porcino canadiense/mexicano da un trato menos favorable que al estadounidense y constituye una infracción del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y del párrafo 4 del artículo III del GATT.

B. Párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC
206. El Canadá y México consideran que la medida sobre el EPO constituye un reglamento técnico definido en el párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC.
  Sobre esa base, alegan que el ganado bovino y porcino canadiense/mexicano recibe un trato menos favorable que el ganado bovino y porcino estadounidense, y que la medida sobre el EPO infringe el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

207. Los Estados Unidos, por otro lado, consideran que el término "in respect of" ("con respecto a") de esa disposición se interpreta en el sentido de "be directed to;  refer to;  related to;  deal with;  be concerned with" ("estar dirigido a;  referirse a;  relacionarse con;  tratar de;  versar sobre") con arreglo al Oxford Dictionary
, y sostienen que el alcance de la obligación de trato nacional está restringido a los productos que "se relacionan con" o "están dirigidos a" un reglamento técnico correspondiente a tenor de las palabras "con respecto a los reglamentos técnicos" en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  En otras palabras, los Estados Unidos sostienen que, como la medida sobre el EPO meramente regula el etiquetado relacionado con la carne de bovino y de porcino en su mercado minorista, no cabe considerar que está "relacionada con" el etiquetado de ganado, como el bovino y el porcino, y por tanto queda fuera del alcance normativo del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Sin embargo, ni el Canadá ni México mencionan este aspecto.

208. Al no haber jurisprudencia relativa a la expresión "con respecto a" del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, y dado que esa disposición no contiene palabras que delimiten los "reglamentos técnicos" -al contrario que el párrafo 4 del artículo III del GATT, en el que las palabras "cualquier ley, reglamento o prescripción" están matizadas por la frase "que afecte a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior"-, el Japón pide respetuosamente al Grupo Especial que examine atentamente la interpretación y la argumentación de los Estados Unidos relativas a la expresión "con respecto a", expuestos en los párrafos previos de esta comunicación.

C. Párrafo 4 del artículo III del GATT
209. La alegación del Canadá y de México de que la medida sobre el EPO -que se aplica sólo a la carne de bovino y de porcino- da al ganado bovino y porcino canadiense/mexicano un trato menos favorable que al norteamericano se debe examinar en relación con las expresiones "que afecte" y "un trato menos favorable" que figuran en el párrafo 4 del artículo III del GATT.

210. Por lo que respecta a la expresión "que afecte", el Órgano de Apelación ha sostenido que ese requisito "sirve para definir el ámbito de aplicación del párrafo 4 del artículo III".
  Al respecto, México alega que, si bien la medida sobre el EPO no regula directamente el ganado bovino, sí afecta a la venta de ganado bovino en el mercado interior.
  Por tanto, concluye que la medida sobre el EPO infringe la obligación de trato nacional consagrada en el párrafo 4 del artículo III del GATT.  El Canadá también presenta argumentos similares a los de México.

211. Hay no pocos precedentes relativos a la expresión "que afecte" en el sentido del párrafo 4 del artículo III del GATT.  Por ejemplo, el Grupo Especial encargado del asunto Canadá - Automóviles sostuvo que "[s]e ha interpretado que la palabra 'afecte' en el párrafo 4 del artículo III del GATT abarca no sólo leyes y reglamentos que regulen directamente las condiciones de venta o compra, sino también cualquier ley o reglamento que pueda modificar desfavorablemente las condiciones de la competencia entre los productos nacionales y los productos importados".

212. Además, el razonamiento del Grupo Especial encargado del asunto México - Impuestos sobre los refrescos respecto del párrafo 4 del artículo III del GATT podría ofrecer un indicio para el presente caso.  En ese caso, los Estados Unidos alegaron que el impuesto sobre los refrescos y el impuesto sobre la distribución -ambos aplicados a los refrescos y jarabes que se vendían al por menor- afectaban no sólo a la venta de refrescos y jarabes en el mercado interior, sino también a la venta de edulcorantes utilizados para producir refrescos en el mercado interior mexicano, y daban un trato menos favorable al azúcar de remolacha estadounidense que al azúcar de caña mexicano, en el sentido del párrafo 4 del artículo III del GATT.  Al respecto, el Grupo Especial concluyó que la venta de azúcar de remolacha estadounidense en el mercado minorista mexicano interior también se veía afectada por el impuesto sobre los refrescos y el impuesto sobre la distribución.

213. Por tanto, no cabe duda de que el Grupo Especial concluirá que cabe considerar que la medida sobre el EPO afecta a la venta de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano en el mercado minorista interior de los Estados Unidos.  Además, esta cuestión también se debería examinar en relación con el "trato menos favorable".  Los Estados Unidos señalan al respecto que los efectos desfavorables para la importación de ganado bovino/porcino en el mercado que alegan el Canadá y México son causados por "factores no relacionados con la medida sobre el EPO", y por tanto concluyen que esas medidas no modifican las condiciones de la competencia.

214. El Japón opina que el Grupo Especial debería examinar atentamente la cuestión de si la medida sobre el EPO modifica las condiciones de la competencia en el comercio de ganado, es decir, de ganado bovino y porcino canadiense, porque esa medida sólo regula las prescripciones sobre etiquetado para la carne de bovino y de porcino, y no regula directamente la venta de ganado en el mercado interior.

215. Por último, el Japón señala que no está clara la razón por la que los Estados Unidos citan los párrafos 196 a 199 de su comunicación escrita, que tratan de la interpretación de la expresión "con respecto a" del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, en la nota 331 de su comunicación escrita en el contexto del "trato menos favorable" a que se hace referencia en el párrafo 4 del artículo III del GATT.  Si los Estados Unidos consideran que hay un nexo entre ambas expresiones, se debería aclarar mejor la razón de ese nexo.

XXXVIII. EL GRUPO ESPECIAL DEBERÍA EXAMINAR ATENTAMENTE SI LA MEDIDA SOBRE EL EPO RESTRINGE EL COMERCIO MÁS DE LO NECESARIO PARA ALCANZAR UN OBJETIVO LEGÍTIMO

216. La próxima cuestión que examinará el Japón es si cabe determinar que la medida sobre el EPO, que se aplica como un reglamento técnico sólo respecto de la carne de bovino y de porcino, restringe el comercio de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

A. El Grupo Especial debería examinar atentamente si la medida sobre el EPO restringe el comercio

217. El Canadá y México también alegan una infracción de la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  El Canadá sostiene que para constatar que una medida restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo se deben demostrar los siguientes dos elementos:  primero, que un reglamento técnico restringe el comercio;  y segundo que el reglamento técnico restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar su objetivo legítimo.
  Respecto del primer requisito, el Canadá sostiene que la medida sobre el EPO ha restringido el comercio de ganado bovino y porcino canadiense, aunque dicha medida se aplica sólo a la carne de bovino y de porcino.

218. Por tanto, el Japón pide respetuosamente al Grupo Especial que examine atentamente si cabe considerar que la medida sobre el EPO restringe el comercio de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano hacia los Estados Unidos en el sentido de la segunda oración del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  La relación jurídica entre las frases primera y segunda de esa disposición podría esclarecer en parte la evaluación de esta cuestión.  La primera frase dispone que "[l]os Miembros se asegurarán de que no se elaboren, adopten o apliquen reglamentos técnicos que tengan por objeto o efecto crear obstáculos innecesarios al comercio internacional" (sin cursivas en el original).  Dado que la segunda frase comienza con la expresión "[a] tal fin", y dado que los Estados Unidos y el Canadá también han confirmado que "la segunda frase explica lo que significa la primera"
, la interpretación de la expresión "comercio internacional" que figura en la primera frase podría dar algunas pistas sobre el ámbito regulatorio del "comercio" por lo que respecta a la expresión "restringir[ ] el comercio" en la segunda frase.

B. Los Estados Unidos tienen que demostrar en su réplica que las medidas alternativas que proponen el Canadá y México no restringen menos el comercio de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano que la medida sobre el EPO

219. Tanto el Canadá como México alegan que la medida sobre el EPO restringe el comercio de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo.  En este contexto, proponen las siguientes medidas alternativas:  primero, un Plan de etiquetado voluntario;  y segundo, un Sistema de etiquetado basado en la transformación sustancial.

220. Al respecto, el Canadá enumera los siguientes tres elementos que hay que establecer para determinar si una medida "restring[e] el comercio más de lo necesario" en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC:  primero, que exista una medida alternativa que alcance el objetivo legítimo del Miembro;  segundo, que la medida alternativa esté razonablemente disponible teniendo en cuenta su viabilidad técnica y económica;  y tercero, que la medida alternativa restrinja menos el comercio que la medida impugnada.
  En cuanto al tercer requisito, el Canadá alega que la medida sobre el EPO ha dado lugar a una reducción significativa de las exportaciones de ganado bovino y porcino canadiense a los Estados Unidos.

221. Aunque los Estados Unidos no intentan rebatir los argumentos del Canadá y de México a este respecto, hay que destacar que para hacerlo tendrían que demostrar en su réplica que las medidas alternativas que el Canadá y México proponen no restringen el comercio de ganado bovino y porcino canadiense/mexicano a los Estados Unidos, no el comercio de carne de bovino y de porcino canadiense/mexicana, menos que la medida sobre el EPO.

C. El Grupo Especial debería interpretar atentamente la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC
222. En cuanto a cómo probar que una medida "restringe[ ] el comercio más de lo necesario" en el sentido de la segunda frase del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, los Estados Unidos alegan que uno de los elementos que el reclamante debe establecer es si una medida alternativa es significativamente menos restrictiva del comercio.
  Para apoyar la inserción de la expresión "significativamente" en esa disposición, se basan en las similitudes contextuales entre el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC y el párrafo 6 del artículo 5 y la nota 3 del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (el "Acuerdo MSF").
  También invocan la carta del 15 de diciembre de 1993 del Director General del GATT al negociador jefe de los Estados Unidos relativa a la aplicación del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC para apoyar su propia interpretación contextual.

223. Parece, sin embargo, que los Estados Unidos han entendido mal el sentido corriente de los términos al interpretar el Acuerdo sobre la OMC.  Ya se ha establecido que el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados ha alcanzado la condición de una norma de derecho internacional general o consuetudinario por lo que respecta a la interpretación del Acuerdo sobre la OMC.
  El hecho de que en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC no aparezcan las palabras "significativo" o "significativamente" se debe tener en cuenta, y la diferencia textual entre esa disposición y el párrafo 6 del artículo 5 y la nota 3 del Acuerdo MSF se debe interpretar sobre una base contextual.  Por tanto, el Japón solicita al Grupo Especial que examinase atentamente la mencionada aseveración de los Estados Unidos desde este punto de vista.

ANEXO C-16

RESUMEN DE LA DECLARACIÓN ORAL DEL JAPÓN EN CALIDAD
DE TERCERO EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

XXXIX. INTRODUCCIÓN

224. Debido a su interés sistémico en la correcta interpretación de las obligaciones jurídicas en litigio, la declaración oral formulada por el Japón en calidad de tercero se centra en dos puntos que atañen al párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio ("Acuerdo OTC"), en particular las cuestiones siguientes:


1)
si la medida sobre el EPO da al ganado bovino y porcino canadiense y mexicano un trato menos favorable que el otorgado a productos similares de los Estados Unidos;  y

2)
la interpretación de la expresión "con respecto a" que figura en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC en su análisis de las opiniones expresadas por los Estados Unidos y otros terceros.

XL. LA CUESTIÓN DE SI LA MEDIDA SOBRE EL EPO da AL GANADO bovino Y PORCINO CANADIENSE Y MEXICANO UN TRATO MENOS FAVORABLE QUE el otorgado A PRODUCTOS SIMILARES DE LOS ESTADOS UNIDOS, EN EL sentido DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC

225. Está establecido que se considera que una medida da un trato menos favorable a los productos extranjeros que a los productos similares de origen nacional cuando esa medida modifica las condiciones de competencia en el mercado pertinente en desventaja del producto importado.

226. En el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, el sistema dual de venta al por menor de Corea promulgado en 1990 prohibía que una Tienda especializada en la venta de carne vacuna importada vendiera carne vacuna nacional, y que otros pequeños minoristas vendieran carne vacuna importada en el mercado minorista coreano.  Como resultado de ello, "los pequeños minoristas existentes tuvieron que elegir entre, por un lado, continuar vendiendo carne vacuna nacional y renunciar a la venta de carne vacuna importada o, por otro lado, cesar toda venta de carne vacuna nacional para poder vender el producto importado.  Aparentemente, la inmensa mayoría de los pequeños minoristas de la carne eligieron la primera opción".
  Por consiguiente, si bien la notable reducción del número de establecimientos minoristas para la venta de carne vacuna importada fue resultado de las decisiones de distintos minoristas que pudieron optar libremente por vender la carne vacuna importada, el Órgano de Apelación declaró que "[l]a necesidad jurídica de optar estaba ... impuesta por la medida misma.  Cabe señalar la naturaleza restringida de esa opción ...  La opción estaba limitada a vender carne vacuna nacional únicamente o carne vacuna importada únicamente".
  El Órgano de Apelación sostuvo asimismo que "[l]o que es objeto del párrafo 4 del artículo III es meramente la intervención gubernamental que afecta a las condiciones en que compiten los productos similares, nacionales e importados, en el mercado comprendido en el territorio de un Miembro".

227. A este respecto, al Canadá afirma que la medida sobre el EPO exige que los centros de engorde y los establecimientos de sacrificio estadounidenses segreguen el ganado en cada etapa del proceso de producción.
  Por otra parte, los Estados Unidos aducen que "[d]e jure y de facto, la Ley sobre el EPO de 2002, modificada, la Norma definitiva de 2009 y la Norma definitiva del FSIS no exigen a los procesadores estadounidenses segregar el ganado".
  Los Estados Unidos afirmaron que la ley no prohíbe a las empresas de transformación estadounidenses comprar ganado bovino y porcino canadiense y mexicano en el mercado minorista de los Estados Unidos, y explicaron algunas opciones de las que disponen dichas empresas.

228. El Japón observa que en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, el sistema de distribución dual basado en el origen de los productos estaba impuesto directamente por las leyes y los reglamentos de Corea.  Sin embargo, es posible que los reglamentos sobre el EPO sigan considerándose como una intervención del Gobierno que obliga de facto a los centros de engorde y los establecimientos de sacrificio estadounidenses a optar por comprar ganado bovino y porcino estadounidense.
  Aunque admite que "los centros de engorde y los establecimientos de sacrificio estadounidenses tienen, en teoría, capacidad para 'optar' por usar ganado bovino y porcino canadiense, y los minoristas estadounidenses tienen, en teoría, capacidad para 'optar' por vender carne vacuna y porcina de origen canadiense", el Canadá afirma de todas maneras que "la medida sobre el EPO impone a la industria de los Estados Unidos la 'necesidad de optar'" por utilizar ganado estadounidense exclusivamente.
  Los Estados Unidos responden que, en contraste con lo declarado por el Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, que aludía a "la necesidad jurídica de optar", "el EPO hace que algunos productores tengan la necesidad comercial de segregar los productos"
  (las cursivas figuran en el original)

229. Por consiguiente, parece haber opiniones divergentes entre las partes respecto a si las medidas sobre el EPO en litigio imponen el tipo de "necesidad jurídica de optar" al que hizo referencia el Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna.  El Japón estima que resolver esta cuestión dependería de un análisis fáctico en torno a si las medidas en litigio prescriben la segregación y si los costos de segregación son tan elevados que obligan a las empresas de transformación estadounidenses a utilizar únicamente animales de origen estadounidense.

XLI. LA INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN "CON RESPECTO A" QUE FIGURA EN EL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC EN EL ANÁLISIS DE LAS OPINIONES EXPRESADAS POR OTROS TERCEROS
230. Por lo que respecta a la expresión "con respecto a" que figura en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, los Estados Unidos aducen en su comunicación escrita que dado que la Ley sobre el EPO y la Norma definitiva de 2009 tan sólo regulan el etiquetado relacionado con la carne vacuna y porcina en el mercado minorista de los Estados Unidos, no se considera que esas medidas tengan "relación con" el etiquetado de ganado, por ejemplo el ganado bovino y el ganado porcino, y por consiguiente están fuera del ámbito de aplicación del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

231. Sobre esta cuestión, Australia opina que la frase "con respecto a" debería significar "cuando un Miembro de la OMC aplique reglamentos técnicos".
  La UE parece aducir que el párrafo 4 del artículo III del GATT ofrece el contexto pertinente para la interpretación de esa frase en el marco del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

232. Mientras que el párrafo 4 del artículo III del GATT reza "en lo concerniente a cualquier ley, reglamento o prescripción que afecte a la venta, la oferta para la venta, la compra, el transporte, la distribución y el uso de estos productos en el mercado interior", el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC reza "con respecto a los reglamentos técnicos".  Habida cuenta de su similitud y de la estrecha relación que guardan estas dos disposiciones, como convienen las partes
, el párrafo 4 del artículo III del GATT debería brindar orientación para la interpretación de párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, incluida la frase "con respecto a".

ANEXO C-17

DECLARACIÓN ORAL DEL JAPÓN EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA

XLII. INTRODUCCIÓN

233. Señor Presidente y distinguidos miembros del Grupo Especial, el Japón agradece esta oportunidad de presentar sus breves opiniones como tercero en esta importante diferencia.  Hoy no repetiremos lo que ya hemos dicho en nuestra comunicación escrita y en nuestra primera declaración oral.  Antes bien, nos centraremos en distintas cuestiones concernientes al párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio ("Acuerdo OTC").

XLIII. PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 2 DEL ACUERDO OTC

234. Las partes alegan que la cuestión de si la medida sobre el EPO "alcanza" el objetivo legítimo de facilitar información al consumidor y de evitar la confusión de los consumidores está supeditada a factores que incluyen los siguientes:
●
el tipo de información que los consumidores estadounidenses desean obtener del etiquetado indicativo del país de origen;

●
si los consumidores estadounidenses entienden las diferencias entre productos cárnicos que llevan etiquetas "A", "B" o "C";  y
●
si la medida sobre el EPO brinda a los consumidores estadounidenses información precisa acerca del origen de los productos cárnicos.

235. En primer lugar, según el Canadá
, "[l]a medida sobre el EPO ofrece información que los consumidores estadounidenses en general no están interesados en conocer, y por lo tanto no es significativa".
  El Canadá aduce asimismo que "la gran mayoría de los consumidores no expresa interés alguno por el etiquetado indicativo del país de origen [...] mucho menos por el tipo de información que debe facilitarse en virtud de la medida sobre el EPO".
  México aduce asimismo que, "[e]n la medida en que algunos consumidores estadounidenses expresaron su deseo de tener información sobre el país de nacimiento y cría del ganado bovino utilizado para producir productos de carne vacuna, la proporción de esos consumidores en el conjunto de la población de consumidores estadounidenses de carne vacuna era muy pequeña".
  En respuesta, los Estados Unidos alegan que los consumidores estadounidenses desean tener información acerca del país de origen de los productos cárnicos que adquieren, incluida información sobre el lugar de nacimiento, cría y sacrificio de los animales de los que proceden.
  De hecho, en cualquier sociedad puede ocurrir que el alcance de la información que la medida sobre etiquetado en cuestión brinda a sus consumidores nacionales no corresponda exactamente a la información que realmente desean.  Dicho de otro modo, la información que ha de ofrecer una medida sobre etiquetado puede comprender información distinta de la que los consumidores nacionales realmente desean.  ¿Lleva este hecho a un grupo especial a decidir que esa medida no alcanza el objetivo legítimo de facilitar información a los consumidores?  Dado que su objetivo es facilitar información a los consumidores, no creemos que un gobierno deba siempre estar facultado para aplicar cualquier medida sobre etiquetado con independencia del tipo de información que los consumidores nacionales realmente desean.  Sin embargo, a juicio del Japón, el mero hecho de que haya pruebas que revelen una ligera diferencia entre el deseo de los consumidores y la medida sobre etiquetado, en términos del alcance de la información, no siempre llevan a un grupo especial a resolver que la medida no alcanza el objetivo legítimo de facilitar información a los consumidores.

236. El siguiente razonamiento también apoya esa opinión.  Como también explicó en su respuesta a la pregunta 15 del Grupo Especial, el Japón opina que el término "origen" es diferente en el contexto de la legislación aduanera y en el contexto de un etiquetado.
  Por tanto, el Acuerdo sobre Normas de Origen no ofrece orientación clara respecto al término "origen" en el contexto de un etiquetado.  Por otra parte, en el preámbulo del Acuerdo OTC se establece que "no debe impedirse a ningún país que adopte las medidas necesarias [...] a los niveles que considere apropiados".  Habida cuenta de ello, no hay en el Acuerdo sobre la OMC una disposición clara que especifique la información que debe llevar un etiquetado indicativo del país de origen.  Dicho de otro modo, la cantidad de información que debe incluir un sistema de etiquetado indicativo del país de origen es algo comprendido en el ámbito de las facultades discrecionales de los Miembros de la OMC.  Sin embargo, ese sistema de etiquetado no deberá restringir el comercio más de lo necesario para alcanzar sus objetivos legítimos.

237. En segundo lugar, según el Canadá
, "[e]l significado de las etiquetas [en la medida sobre el EPO] no es fácilmente descifrable por los consumidores [estadounidenses].  El consumidor medio no podrá apreciar la diferencia entre las distintas etiquetas"
, y "[l]a mayoría de los consumidores no entienden las sutiles diferencias que hay entre la carne que lleva las etiquetas 'A', 'B' y 'C'".
  México señala asimismo que "es evidente que el consumidor medio [en los Estados Unidos] no podrá entender el significado exacto de la información que contiene la etiqueta".
 Sin embargo, ninguna de las partes presenta pruebas convincentes que demuestren la capacidad o incapacidad del consumidor para distinguir las diferencias entre las mencionadas etiquetas.  Puede ser cierto que en ocasiones los consumidores estadounidenses no puedan entender perfectamente la diferencia de significado entre la etiqueta "B" y la etiqueta "C", si no cuentan con información adicional.  Aunque la percepción de los consumidores puede desempeñar algún papel en el examen por un grupo especial de si una medida sobre etiquetado alcanza el objetivo legítimo de facilitar información a los consumidores acerca del país de origen de los productos cárnicos, el Grupo Especial deberá examinar cuidadosamente si la supuesta incapacidad de los consumidores para reconocer las diferencias entre las etiquetas "A", "B" y "C" basta para decidir que la medida sobre el EPO no alcanza ese objetivo.

238. En tercer lugar, la medida sobre el EPO tiene por objeto facilitar a los consumidores estadounidenses información sobre el país de origen del animal del que procede la carne, incluidos sus lugares de nacimiento, cría y sacrificio.
  Además, los Estados Unidos alegan que el objetivo de la medida sobre el EPO es impedir la confusión de los consumidores estadounidenses debida al uso equivocado del etiquetado "Producto de los Estados Unidos", que según los Estados Unidos únicamente deberá utilizarse cuando los lugares de nacimiento, cría y sacrificio de los animales de donde procede el producto son todos los Estados Unidos.
  Por consiguiente, debe examinarse si la medida sobre el EPO está estructurada de tal forma que los consumidores estadounidenses son informados, y no confundidos, acerca del país de origen de los productos cárnicos.

239. En cuanto al etiquetado sobre origen múltiple de los cortes de carne (músculo) previsto en la medida sobre el EPO, como por ejemplo las etiquetas B y C, México alega que la etiqueta B, "es en sí misma confusa, porque los consumidores no entenderán que todo el proceso de producción de la carne tuvo lugar en los Estados Unidos y que únicamente el nacimiento y cría básica del animal tuvieron lugar en México".
  Hasta cierto punto, el Japón está de acuerdo con esta opinión de México.  En la medida en que el objetivo de la medida sobre el EPO es facilitar a los consumidores estadounidenses tres elementos de información concretos acerca del lugar de 1) nacimiento, 2) cría y 3) sacrificio de los animales de los que proceden los productos, ni la etiqueta B, "Producto de los Estados Unidos y del país X", ni la etiqueta C, "Producto del país X y de los Estados Unidos", facilitarán a los consumidores estadounidenses la información que pretende brindar la medida sobre el EPO, a menos que se añada información adicional y concreta a dichas etiquetas.  Por sí sola, la descripción "Producto de los Estados Unidos y de México" en la etiqueta "B" no brinda a los consumidores estadounidenses información exacta acerca del lugar de nacimiento, cría y sacrificio de los animales de los que proceden los productos.

240. Incluso en lo que respecta al etiquetado sobre origen único de los cortes de carne (músculo) previsto en la medida sobre el EPO, México aduce que, además del caso en que los animales de los que proceden los productos nacieron, fueron criados y sacrificados en el país X, e importados en los Estados Unidos, hay otros tres casos en los que podría utilizarse la etiqueta D, "Producto del país X", con arreglo a la medida sobre el EPO.
  Si así se hiciera, los consumidores estadounidenses no podrían identificar los distintos cuatros casos de uso de la etiqueta "D" propiamente dicha.

241. Sin embargo, cabe señalar que el etiquetado sobre origen múltiple de los cortes de carne (músculo), por ejemplo las etiquetas "B" y "C", puede alcanzar el otro objetivo de la medida sobre el EPO, que consiste en evitar la confusión de los consumidores estadounidenses debido al uso equivocado del etiquetado "Producto de los Estados Unidos" en productos cárnicos cuyos recursos animales hayan efectivamente nacido y sido criados en un país extranjero e inmediatamente sacrificados en los Estados Unidos.
  A este respecto, tanto la etiqueta "B" como la etiqueta "C" al menos informan a los consumidores estadounidenses de que los cortes de carne (músculo) etiquetados con las etiquetas "B" o "C" son diferentes de los que llevan la etiqueta "A", y que los animales de los que proceden los productos no nacieron ni fueron criados y sacrificados exclusivamente en los Estados Unidos.  Queda aún por determinar, sin embargo, si la medida sobre el EPO restringe o no el comercio más de lo necesario para alcanzar sus objetivos legítimos.

242. En lo que concierne a las normas de etiquetado previstas en la medida sobre el EPO correspondientes a productos cárnicos que proceden de la mezcla de diversos ganados, hay en la Norma definitiva de 2009 flexibilidad que permite a un minorista utilizar las etiquetas "B" o "C" en cualquier combinación de ganado que lleve las etiquetas A, B y C en el caso en que la mezcla haya tenido lugar durante un solo día de producción.
  A este respecto, el Canadá aduce que "ni siquiera un consumidor que verdaderamente deseara adquirir productos cárnicos que hubieran pasado por un ciclo de vida específico (por ejemplo, 'nacido en el Canadá, criado y sacrificado en los Estados Unidos') podría determinar, basándose en las etiquetas, si la carne procedía de un animal de esas características".
  Como también preguntó el Grupo Especial a los Estados Unidos
, incluso cuando un 1 por ciento del ganado que lleva la etiqueta A (es decir, nacido, criado y sacrificado en los Estados Unidos) y un 99 por ciento del ganado que lleva la etiqueta C (por ejemplo, nacido y criado en el país X e inmediatamente sacrificado en los Estados Unidos) se mezclan en un solo día de producción, el producto cárnico que procede de ese ganado puede seguir siendo etiquetado con la etiqueta B, "Producto de los Estados Unidos y del país X".  En ese caso, aunque el 99 por ciento del producto cárnico se base efectivamente en ganado bovino nacido y criado en el país X, el nombre de los Estados Unidos podría figurar en primer lugar en la etiqueta "B".
  A este respecto, según los Estados Unidos, "es probable que un consumidor [en los Estados Unidos] crea que la carne tiene un vínculo más estrecho con el nombre del país que figura de primeras en la etiqueta".
  Como ya hemos explicado, preguntamos al Grupo Especial si la percepción de esos consumidores no basta para que el Grupo Especial llegue a una conclusión.  Además, si las medidas de los Estados Unidos están concebidas para engañar a los consumidores estadounidenses que actúan basándose en esa percepción, el Japón opina que es más probable que la medida sobre el EPO no alcance plenamente el objetivo de evitar la confusión del consumidor estadounidense.

243. Por otra parte, no hay desacuerdo en que hay dos casos en los que se puede utilizar la etiqueta "B":  primero, para cortes de carne (músculo)
, y segundo, para productos cárnicos derivados de la mezcla de cualquier combinación entre ganados que llevan las etiquetas A, B o C.  El Japón coincide con el Canadá, México y la UE en que los consumidores estadounidenses, si no disponen de información adicional, no podrán identificar los casos a que efectivamente se refieren los productos cárnicos etiquetados con la etiqueta B.

244. Así concluye nuestra declaración de hoy.  Responderemos con agrado a cualquier pregunta que el Grupo Especial desee formular.

ANEXO C-18

RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DE COREA
EN CALIDAD DE TERCERO

XLIV. INTRODUCCIÓN

245. La presente diferencia tiene origen en la reciente adopción por los Estados Unidos de prescripciones en materia de etiquetado indicativo del país de origen (la "medida sobre el EPO") respecto a determinados productos abarcados.  Los reclamantes afirman que la medida sobre el EPO infringe varias disposiciones del Acuerdo OTC y del GATT de 1994.
246. Dado que Corea tiene intereses sistémicos en la interpretación y aplicación de diversas disposiciones del Acuerdo OTC y del GATT de 1994, se ha reservado sus derechos en calidad de tercero con arreglo al párrafo 2 del artículo 10 del ESD.  Corea agradece esta oportunidad de exponer sus puntos de vista al Grupo Especial.

XLV. ARGUMENTOS JURÍDICOS

A. La medida sobre el EPO parece ser una respuesta concreta a la creciente demanda de los consumidores estadounidenses de información precisa acerca del país de origen de determinados productos
247. Una de las cuestiones controvertidas planteadas en la presente diferencia es si la medida sobre el EPO es una medida para facilitar información al consumidor o una medida proteccionista encubierta para excluir del mercado del demandado algunos productos extranjeros designados.  Corea observa que un gran número de Miembros ya ha establecido sus respectivos sistemas de etiquetado indicativo del país de origen.  La considerable permeabilidad del sistema de etiquetado indicativo del país de origen puede ser un indicio de que no hay nada intrínsecamente equivocado en el empeño de un Miembro por adoptar una medida que establezca prescripciones sobre etiquetado indicativo del país de origen en respuesta a la demanda específica de esa información por parte de sus propios consumidores.
248. Además, en la presente diferencia puede que el análisis de la "similitud" de un producto no constituya por sí solo un barómetro preciso para determinar si la decisión de un Miembro de facilitar determinada información a sus propios consumidores es apropiada a la luz de las circunstancias.  Mientras que un análisis del "producto similar" se centra usualmente en las características del producto, una investigación sobre la idoneidad de la información ofrecida al consumidor tendría que examinar la demanda y la preferencia por determinada información específica de un grupo diferenciado de consumidores en la jurisdicción de un Miembro, que pueden ser o no ser iguales a la demanda o preferencia del grupo de consumidores de otro Miembro, aunque los productos en cuestión puedan considerarse "similares" en ese caso concreto.

B. Por sí solo, el hecho de incurrir en "costos adicionales" puede no ser suficiente para constituir una modificación a las "condiciones de competencia" con arreglo al párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y al párrafo 4 del artículo iii del GATT de 1994
249. El principal argumento de los reclamantes en la alegación sobre modificación de las condiciones de competencia se basa en gran medida en la supuesta carga de "costos de segregación" adicionales que se han visto obligados a asumir a consecuencia de la adopción de la medida sobre el EPO.  Las primeras comunicaciones escritas de los reclamantes, sin embargo, no parecen haber aportado pruebas suficientes para demostrar que la supuesta renuencia de las entidades comerciales de los Estados Unidos a comercializar el producto extranjero pueda atribuirse por sí sola a los supuestos "costos de segregación" relacionados con la medida sobre el EPO.  En el curso de las actuaciones futuras el Grupo Especial deberá examinar cuidadosamente el expediente de esta diferencia para determinar i) si otros factores distintos a los "costos de segregación" adicionales contribuyeron a la decisión de las entidades comerciales estadounidenses de restringir sus transacciones con el producto de los reclamantes;  y ii) de ser así, si esos "costos de segregación" adicionales han desempeñado un papel preponderante, entre otras cosas, en su proceso de toma de decisiones.
250. De manera análoga, la alegación de los reclamantes de que la medida sobre el EPO ha provocado una "drástica reducción de las oportunidades comerciales" también requiere una investigación a fondo por parte del Grupo Especial.  Como aducen los reclamantes, los "costos de segregación" comprenden gastos diversos, incluidos los costos resultantes del control diferenciado del inventario y las existencias, la formación de personal y el tiempo empleado en supervisar que cada producto sea debidamente etiquetado.  Y por ende, como los reclamantes parecen convenir, se trata en efecto de costos para asegurar la exactitud de la información que debe contener la etiqueta, incluida la información sobre el país de origen.  Cabría argumentar que los costos para garantizar la exactitud de la información pueden venir aparejados con cualquier tipo de reglamento gubernamental, y que esos costos pueden no ser características exclusivas del etiquetado indicativo del país de origen en general o de la medida sobre el EPO en particular.

C. Los antecedentes legislativos de un miembro deben examinarse cuidadosamente teniendo presente una visión de conjunto
251. Para determinar con precisión los objetivos de las leyes y reglamentos de un Miembro, un grupo especial debe examinar y contemplar todo el conjunto de los debates que se recogen en el expediente.  Sólo entonces podremos confirmar que hay un ánimo proteccionista, si lo hubiere.  Remitirse únicamente a determinadas declaraciones de funcionarios de la industria o de miembros de la rama legislativa puede no ser suficiente para desvelar acertadamente los antecedentes y objetivos de la ley.

252. Un importante elemento probatorio aportado a ese respecto es la carta dirigida por el Secretario de Agricultura de los Estados Unidos a los funcionarios de la rama de producción nacional estadounidense.  La naturaleza exacta de la carta del Secretario estadounidense solamente podrá confirmarse mediante un examen detallado de todas las situaciones que suponen interacción entre el Gobierno de los Estados Unidos y las ramas de producción estadounidenses en ese preciso momento.

D. Un miembro que alegue anulación y menoscabo con arreglo al párrafo 1 b) del artículo xxiii del GATT de 1994 está obligado a demostrar algo más que una mera pérdida comercial a consecuencia de la adopción de una medida
253. Corea sostiene que la disposición sobre anulación y menoscabo que figura en el párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994 no tiene por objeto proteger a las empresas de otros Miembros de la OMC de todos los casos de pérdida comercial.  Así pues, en CE - Amianto el Órgano de Apelación declaró que "el recurso previsto en el párrafo 1 b) del artículo XXIII debe ser objeto de un enfoque prudente y seguir siendo una acción excepcional".

254. Por lo tanto, la jurisprudencia del Órgano de Apelación deja claro que se trata de un recurso excepcional que sólo cabe considerar en situaciones excepcionales en las que la expectativa legítima de un Miembro de derivar una ventaja de un acuerdo comercial ha sufrido un daño grave debido a una medida y cuando el Miembro no podía prever razonablemente esa medida en el momento de celebrar el acuerdo.  Por lo tanto, esa disposición no debe ampliarse de manera que abarque los casos de pérdida comercial inesperada, sacrificio de oportunidades comerciales o deterioro de resultados comerciales de las entidades de un Miembro en el mercado nacional de otro Miembro.

255. Por lo tanto, las cuestiones planteadas en la presente diferencia atañen a si el supuesto daño es tan grave que se justifica el recurso drástico previsto en el párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994, y a si los reclamantes no podían razonablemente haber previsto las medidas sobre el EPO en el momento en que se negociaron las concesiones arancelarias en el marco de la Ronda Uruguay.  Tales cuestiones aconsejan que el Grupo Especial realice un examen cuidadoso del expediente fáctico y de los argumentos de las partes.

ANEXO C-19
DECLARACIÓN ORAL DE COREA EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

256. Sr. Presidente y miembros del Grupo Especial.  La República de Corea ("Corea") agradece esta oportunidad de presentar sus opiniones sobre las cuestiones clave tratadas en su comunicación en calidad de tercero.

E. La medida sobre el EPO parece ser una respuesta concreta a la demanda de los consumidores estadounidenses de información precisa acerca del país de origen de determinados productos

257. La principal cuestión controvertida que se ha planteado en la presente diferencia es si la medida sobre el EPO es una medida apropiada para facilitar información al consumidor o una medida proteccionista encubierta para excluir del mercado del demandado algunos productos extranjeros designados.  Corea desea formular dos observaciones respecto a esta cuestión.  Corea observa primero que un gran número de Miembros ya ha establecido sus respectivos sistemas de etiquetado indicativo del país de origen.  La considerable permeabilidad del sistema de etiquetado indicativo del país de origen puede ser un indicio de que no hay nada equivocado en el empeño de un Miembro por adoptar una medida que establezca prescripciones sobre etiquetado indicativo del país de origen en respuesta a la demanda específica de esa información por parte de sus propios consumidores.  Corea señala además que en la presente diferencia puede que el análisis de la "similitud" de un producto no constituya por sí solo un barómetro preciso para determinar si la decisión de un Miembro de facilitar determinada información a sus propios consumidores es apropiada a la luz de las circunstancias.

F. Por sí solo, el hecho de incurrir en "costos adicionales" puede no ser suficiente para constituir una modificación a las "condiciones de competencia" con arreglo al párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y al párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994

258. Los reclamantes aducen que la medida sobre el EPO modifica las "condiciones de competencia" en el mercado.  El principal argumento de los reclamantes en la alegación sobre modificación de las condiciones de competencia se basa en gran medida en la supuesta carga de "costos de segregación" adicionales que se han visto obligados a asumir a consecuencia de la adopción de la medida sobre el EPO.  Corea observa discrepancia entre las exposiciones fácticas formuladas por las partes a este respecto.  A juicio de Corea, en el curso de la primera reunión sustantiva el Grupo Especial deberá examinar cuidadosamente el expediente de esta diferencia para determinar i) si otros factores distintos a los "costos de segregación" adicionales contribuyeron a la decisión de las entidades comerciales estadounidenses de restringir sus transacciones con el producto de los reclamantes;  y ii) de ser así, si esos "costos de segregación" adicionales han desempeñado un papel preponderante, entre otras cosas, en su proceso de toma de decisiones.

259. De manera análoga, estimamos que gran parte de los costos mencionados por los reclamantes parecen ser en efecto costos para asegurar la exactitud de la información que debe contener la etiqueta, incluida la información sobre el país de origen.  Cabría argumentar que los costos para garantizar la exactitud de la información pueden venir aparejados con cualquier tipo de reglamento gubernamental, y que esos costos pueden no ser características exclusivas del etiquetado indicativo del país de origen en general o de la medida sobre el EPO en particular.

G. Los antecedentes legislativos de un Miembro deben examinarse cuidadosamente teniendo presente una visión de conjunto

260. Seguidamente, Corea desea señalar a la atención del Grupo Especial la importancia que tiene examinar todas las pruebas que obran en el expediente al indagar sobre los objetivos de las leyes y reglamentos de un Miembro.  Sólo entonces podrá el Grupo Especial confirmar que hay un ánimo proteccionista, si lo hubiere.  El Grupo Especial debe ser consciente de que remitirse únicamente a determinadas declaraciones de funcionarios de la industria o de miembros de la rama legislativa puede no ser suficiente para desvelar acertadamente los antecedentes y objetivos de la ley.  La controvertida carta dirigida por el Secretario de Agricultura de los Estados Unidos a los funcionarios de la industria nacional estadounidense también debe situarse en la perspectiva apropiada.  La mera comunicación con los funcionarios de la industria a través de una "carta abierta" y las observaciones sobre la posibilidad de tomar facultades legales no convierten necesariamente esa carta en un documento por el cual se dictan prescripciones de carácter obligatorio.
H. Un Miembro que alegue anulación y menoscabo con arreglo al párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994 está obligado a demostrar algo más que una mera pérdida comercial a consecuencia de la adopción de una medida
261. En lo que respecta a la alegación por anulación y menoscabo, Corea sostiene que la disposición sobre anulación y menoscabo que figura en el párrafo 1 b) del artículo XXIII del GATT de 1994 no tiene por objeto proteger a las empresas de otros Miembros de la OMC de todos los casos de pérdida comercial.  Observamos que la jurisprudencia del Órgano de Apelación deja claro que en efecto se trata de un recurso excepcional que sólo cabe considerar en situaciones excepcionales en las que la expectativa legítima de un Miembro de derivar una ventaja de un acuerdo comercial ha sufrido un daño grave debido a una medida y cuando el Miembro no podía prever razonablemente esa medida en el momento de celebrar el acuerdo.  Por lo tanto, esa disposición no debe ampliarse de manera que abarque los casos de pérdida comercial inesperada, sacrificio de oportunidades comerciales o deterioro de resultados comerciales de las entidades de un Miembro en el mercado nacional de otro Miembro.

262. Sr. Presidente y miembros del Grupo Especial, Corea comprende que la determinación de estas cuestiones depende en gran medida de la exposición y aclaración de las cuestiones fácticas que ha de tener lugar en el curso de la presente reunión sustantiva del Grupo Especial.  Corea pide respetuosamente al Grupo Especial que cumpla la obligación que le impone el artículo 11 del ESD examinando cuidadosamente los hechos que constan en el expediente y aplicando la jurisprudencia apropiada.

263. Corea agradece una vez más al Grupo Especial esta oportunidad de presentar sus opiniones en estas actuaciones.

ANEXO C-20
RESUMEN DE LA COMUNICACIÓN ESCRITA DE
NUEVA ZELANDIA EN CALIDAD DE TERCERO

XLVI. INTRODUCCIÓN

264. La participación en calidad de tercero de Nueva Zelandia en esta diferencia refleja tanto su interés en las cuestiones jurídicas sistémicas derivadas de la medida relativa al etiquetado indicativo del país de origen (EPO), como su interés comercial en el mercado estadounidense de la carne de bovino.  Como Nueva Zelandia es una nación agrícola exportadora, la adecuada aplicación del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC (el Acuerdo OTC) es para ella de una importancia fundamental.

XLVII. EL ACUERDO OTC

A. Generalidades

265. Nueva Zelandia reconoce los derechos de los Miembros de la OMC a adoptar las medidas necesarias para asegurar, entre otras cosas, la protección de la salud y la vida de las personas y de los animales o la preservación de los vegetales, el medio ambiente, o para la prevención de prácticas que puedan inducir a error, a los niveles que consideren apropiados.  Sin embargo, esas medidas están sujetas a las disciplinas de los Acuerdos de la OMC.  Respecto de los reglamentos técnicos y las normas, y los procedimientos de evaluación de la conformidad con los reglamentos técnicos y las normas, Nueva Zelandia observa la especial importancia que el Acuerdo OTC da a asegurar que las normas no creen obstáculos innecesarios al comercio.  La medida estadounidense sobre el EPO plantea varias cuestiones relativas al cumplimiento de las disposiciones del Acuerdo OTC.

B. Si la carta de Vilsack es un reglamento técnico

266. El Canadá y México alegan que la carta abierta de fecha 20 de febrero de 2009 del Secretario de Agricultura de los Estados Unidos, Thomas J. Vilsack, a los representantes de la rama de producción (la "carta de Vilsack") y un comunicado de prensa relacionado constituyen reglamentos técnicos en el sentido del párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC.  La carta propone que la rama de producción "adopte voluntariamente" ciertas prácticas de etiquetado además de las que exigen los reglamentos.  Para determinar que la carta de Vilsack constituye un reglamento técnico en el sentido del párrafo 1 del Anexo 1, el Grupo Especial tendrá que constatar que es obligatorio cumplir la propuesta de la carta.  Eso plantea la pregunta de si se requiere que el cumplimiento sea obligatorio a tenor del documento en sí mismo, o si también se puede considerar que lo es de facto debido a las circunstancias concomitantes.

267. Nueva Zelandia opina que el párrafo 1 del Anexo 1 no excluye la posibilidad de considerar que una medida es un reglamento técnico a pesar de que en apariencia no sea obligatorio cumplirla.  Es importante reconocer esa posibilidad para evitar que los Miembros de la OMC evadan sus obligaciones dimanantes del Acuerdo OTC mediante el diseño de medidas que en apariencia parecen ser voluntarias pero son de hecho obligatorias.

268. Nueva Zelandia reconoce, sin embargo, que el Grupo Especial no debe hacer a la ligera tal constatación.  Hacerlo arriesgaría invalidar la distinción propuesta entre reglamentos técnicos obligatorios y normas voluntarias que establece el Acuerdo OTC.  Para constatar si un reglamento técnico es obligatorio de facto, debe haber -en la naturaleza del documento y su contexto concomitante- algún factor que sea suficiente para transformar la medida de una que se puede cumplir de modo voluntario en una que sea verdaderamente obligatoria.  Nueva Zelandia sostiene que una medida sólo se debería considerar obligatoria de facto si la rama de producción u otros participantes en el mercado no tienen una opción real de cumplirla o no.  El Grupo Especial debe estar convencido de que las prácticas son en efecto obligatorias y de que eso se debe al ejercicio del poder gubernamental.

C. Párrafo 1 del artículo 2:  Trato menos favorable para productos similares

269. El párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC obliga a los Miembros de la OMC a dar a los productos importados "un trato no menos favorable que el otorgado a productos similares de origen nacional".  Basándose en la jurisprudencia sobre el párrafo 4 del artículo III del GATT, Nueva Zelandia sostiene que la discriminación de facto y de jure están comprendidas en el ámbito de aplicación de la obligación de "trato menos favorable".
  Como ha expresado el Órgano de Apelación, lo que hay que determinar es si una medida "modifica las condiciones de competencia en el mercado pertinente en detrimento de los productos importados".
  Nueva Zelandia sostiene que la medida sobre el EPO, aunque es "en apariencia neutral"
, podría aun así dar lugar a un trato menos favorable.

270. En esta diferencia está en cuestión si algún detrimento para los productos importados es el resultado de la medida sobre el EPO o si se debe a acciones privadas influidas por el mercado.  Esta cuestión se plantea particularmente en el contexto de los costos adicionales para segregar animales de distinto origen a lo largo de la cadena de suministro.  Nueva Zelandia acepta que no se infringe el párrafo 1 del artículo 2 cuando las prácticas -influidas por el mercado- de las entidades privadas obran en detrimento de las importaciones.  Sin embargo, sostiene que aun cuando una medida no exija expresamente a los agentes privados que actúen de cierta forma, las acciones gubernamentales pueden haber creado una situación que los obligue a actuar de esa forma debido a la "necesidad de tomar una decisión".
  Nueva Zelandia opina que se podría constatar que esa coerción infringe la obligación de trato menos favorable si da lugar a que a los productos nacionales similares se les dé una ventaja competitiva en el mercado frente a los productos similares importados.  Esa será una cuestión que el Grupo Especial tendrá que determinar sobre la base de los hechos de la diferencia.

D. Párrafo 2 del artículo 2:  ¿Restringe el comercio más de lo necesario la medida sobre el EPO?

271. El párrafo 2 del artículo 2 y el preámbulo del Acuerdo OTC confirman los derechos de los Miembros de la OMC a decidir qué objetivos de política general desean perseguir y los niveles a los que desean perseguirlos.  Sin embargo, también pone límites a los medios empleados para lograr esos objetivos:  deben ser compatibles con las obligaciones que corresponden a los Miembros en virtud del Acuerdo.

272. Nueva Zelandia estima que hay tres etapas en la evaluación del cumplimiento del párrafo 2 del artículo 2:  i) debe haber un objetivo legítimo;  ii) si se constata que el supuesto objetivo es legítimo, la medida debe también alcanzar ese objetivo;  iii) el Grupo Especial debe considerar si el reglamento técnico restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo.

2. ¿Hay un objetivo legítimo?

273. Los Estados Unidos alegan que el objetivo legítimo de la medida sobre el EPO es proporcionar información a los consumidores.

274. El párrafo 2 del artículo 2 incluye una lista ilustrativa de objetivos legítimos.  Como la lista no es exhaustiva, Nueva Zelandia reconoce que un Miembro podría demostrar que otros objetivos legítimos también justificarían reglamentos técnicos.  Sin embargo, observa que en el contexto de una diferencia en el marco de la OMC un grupo especial desempeña un papel al determinar si un cierto objetivo es legítimo, a la luz del contexto y circunstancias del caso.  Nueva Zelandia sostiene que si un supuesto objetivo no está enumerado en el párrafo 2 del artículo 2 un Miembro de la OMC debe presentar pruebas especialmente claras y contundentes de su legitimidad.

275. Nueva Zelandia no se pronuncia sobre si hay un objetivo legítimo en juego en esta diferencia.  Sin embargo, a la luz del argumento de los Estados Unidos de que la medida sobre el EPO es también necesaria "para reducir la confusión entre los consumidores", Nueva Zelandia comenta la distinción entre los conceptos de información al consumidor y las prácticas que pueden inducir a error.

276. Nueva Zelandia sostiene que se debe hacer una distinción importante entre el objetivo de proporcionar información al consumidor y el de prevenir prácticas que puedan inducir a error.  Aunque la información al consumidor puede ser una herramienta mediante la cual un Miembro intente contrarrestar o prevenir prácticas que puedan inducir a error, la prevención de esas prácticas es un concepto más restringido.  El contexto del párrafo 2 del artículo 2 respalda esta interpretación.  Los demás objetivos legítimos que esa disposición da como ejemplos son potencialmente de una naturaleza particularmente importante o de alto riesgo.  La naturaleza de esos objetivos debería por tanto influir en la interpretación del objetivo de prevenir prácticas que puedan inducir a error, que está incluido junto a ellos.

3. ¿Alcanza el reglamento técnico un objetivo legítimo?

277. En caso de que el Grupo Especial considere que la información al consumidor sí constituye un objetivo legítimo a la luz de los hechos de la diferencia, el próximo elemento a considerar es si la medida sobre el EPO alcanza ese objetivo.  El demandado debe probar por qué la medida sobre el EPO es necesaria a efectos de la información al consumidor y debe explicar cómo influirá en las decisiones de compra de los consumidores.  El diseño y la estructura de la medida serán esenciales para determinar si se ha alcanzado el objetivo.  Por ejemplo, al Grupo Especial le podría parecer útil considerar si hay vacíos arbitrarios en la cobertura de la medida sobre el EPO, y también si la información transmitida a los consumidores es exacta y provechosa.

4. Si el reglamento técnico restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo

278. La determinación definitiva al evaluar si una medida es compatible con el párrafo 2 del artículo 2 es si el reglamento técnico restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo.

279. En lo tocante a la determinación de si una medida es necesaria, Nueva Zelandia se refiere a la orientación que dio el Órgano de Apelación en Brasil - Neumáticos recauchutados
 respecto al criterio de la "necesidad" en el sentido del apartado b) del artículo XX del GATT.  Nueva Zelandia sostiene que, como se determinó en el asunto Brasil - Neumáticos recauchutados, el Grupo Especial debe considerar la importancia de los intereses o valores en juego.
  Tal consideración es pertinente para el requisito establecido en el párrafo 2 del artículo 2 de que un Miembro tenga en cuenta "los riesgos que crearía no alcanzar [el objetivo]".  Nueva Zelandia opina que si la importancia del interés o del valor es alta, esos riesgos deben influir más en la consideración.  Como ya hemos dicho, Nueva Zelandia estima que, al identificar objetivos legítimos específicos en el párrafo 2 del artículo 2, el Acuerdo OTC reconoce la particular importancia de los intereses o valores que sustentan esos objetivos.  Los riesgos de no alcanzarlos justificarían por tanto que se adoptasen medidas más restrictivas cuando esos objetivos estén en juego.

280. Por último, para determinar si una medida es necesaria, el Grupo Especial debe considerar si hay opciones que restrinjan menos el comercio.  En el contexto del EPO obligatorio, se debería prestar especial atención a la alternativa de un plan voluntario, especialmente si no hay una justificación por motivos de salud o seguridad que sustente el reglamento.  El EPO voluntario puede dar a los consumidores la misma información en la medida que ellos la requieran.

E. La existencia de una norma internacional pertinente en el sentido del párrafo 4 del artículo 2

281. El Acuerdo OTC no define el término "norma internacional".  Sin embargo, Nueva Zelandia considera que para constituir una norma internacional en el sentido del párrafo 4 del artículo 2, una norma debe ser un documento aprobado por una institución reconocida, y esa institución debe ser un organismo internacional de normalización con arreglo a la definición de la Guía ISO/CEI 2:1991 del que puedan ser miembros los organismos pertinentes de al menos todos los Miembros de la OMC.

282. Nueva Zelandia sostiene que la Comisión del Codex Alimentarius es una "institución reconocida" a los efectos del párrafo 2 del Anexo 1 del Acuerdo OTC, y que el CODEX‑STAN 1‑1985 es una norma internacional en el contexto del párrafo 4 del artículo 2.  La Comisión del Codex Alimentarius satisface los principios de transparencia, apertura, imparcialidad, eficacia y pertinencia y coherencia que estableció el Comité OTC en relación con los organismos internacionales de normalización.

XLVIII. EL GATT DE 1994

A. Párrafo 4 del artículo 2:  Trato menos favorable

283. Nueva Zelandia se remite a sus argumentos sobre el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC e indica que las mismas consideraciones se aplican respecto al párrafo 4 del artículo III del GATT.

B. Artículo X:  Aplicación uniforme, imparcial y razonable de los reglamentos

284. El párrafo 3 a) del artículo X del GATT establece que los Miembros deben "aplicar[ ] de manera uniforme, imparcial y razonable sus leyes, reglamentos, decisiones judiciales y disposiciones administrativas".  Al evaluar las alegaciones del Canadá y de México respecto a esa disposición, el Grupo Especial debe distinguir entre la medida en sí misma y su aplicación.  El Órgano de Apelación ha subrayado que el párrafo 3 del artículo X se refiere sólo a la aplicación de leyes, reglamentos, decisiones judiciales y disposiciones administrativas.

285. El párrafo 3 del artículo X es importante porque reconoce que las cuestiones de gobernanza, incluida la aplicación uniforme y razonable de las leyes y reglamentos, pueden tener efectos de restricción del comercio tan significativos como las medidas en frontera y los reglamentos nacionales.  Una alegación fundada en esa disposición se debería por tanto tomar en serio.  Sin embargo, Nueva Zelandia reconoce que es deseable un cierto grado de prudencia al interpretar el ámbito de aplicación de esa disposición, dada la naturaleza potencialmente invasora de una determinación de que un Miembro ha infringido el párrafo 3 a) del artículo X.  Las alegaciones de que la conducta de un Miembro de la OMC es irrazonable son graves y no deben tomarse a la ligera.
  Por tanto, al decidir respecto de los hechos, el Grupo Especial debería buscar un equilibrio entre la promoción del buen gobierno y la liberalización del comercio, y simultáneamente reconocer que los países tienen sistemas muy distintos para aplicar sus leyes, y que no toda diferencia o dificultad que afronten los comerciantes debería dar lugar a una constatación de infracción del párrafo 3 a) del artículo X.

ANEXO C-21
DECLARACIÓN ORAL DE NUEVA ZELANDIA EN CALIDAD
DE TERCERO EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

1. Sr. Presidente, señores miembros del Grupo Especial:  las opiniones de Nueva Zelandia sobre las cuestiones planteadas en esta diferencia están consignadas en nuestra comunicación de tercero de fecha 18 de agosto.  En vista del tiempo disponible hoy, me centraré sólo en algunas cuestiones fundamentales.  Al igual que en nuestra comunicación escrita, Nueva Zelandia no pretende abordar los hechos concretos del asunto, sino más bien ofrecer al Grupo Especial sus opiniones sobre la interpretación jurídica de varios aspectos pertinentes del Acuerdo OTC y el GATT.

2. Nueva Zelandia se ha sumado a esta diferencia en vista de sus intereses sistémicos y su deseo de asegurar que se mantenga el equilibrio delicado de derechos y obligaciones consagrado en los Acuerdos de la OMC, sobre todo en el Acuerdo OTC.  Nueva Zelandia también tiene intereses comerciales en la diferencia, debido al patrón de sus exportaciones de carne de bovino al mercado de los Estados Unidos.
3. En primer lugar nos referiremos a la cuestión preliminar de si la carta del Secretario de Agricultura, Thomas Vilsack, constituye un reglamento técnico conforme al Acuerdo OTC.  Una pregunta clave a ese respecto es si el cumplimiento de la carta es "obligatorio" en el sentido del párrafo 1 del Anexo 1 del Acuerdo OTC.  Fundamentalmente, la pregunta es si el cumplimiento se exige en virtud de los términos del documento o si puede considerarse obligatorio dadas las circunstancias que lo rodean.

4. A juicio de Nueva Zelandia, el párrafo 1 del Anexo 1 no excluye la posibilidad de que una medida se considere un reglamento técnico aunque de sus términos se desprenda que el cumplimiento no es obligatorio.  Es importante reconocer esta posibilidad para impedir que los Miembros de la OMC eludan las obligaciones asumidas en virtud del Acuerdo OTC formulando medidas que según sus términos parecen de carácter voluntario, pero que de hecho son obligatorias.  Dicho de otra forma, a juicio de Nueva Zelandia, el Grupo Especial debería prever la posibilidad de que una medida sea obligatoria de facto.

5. Nueva Zelandia reconoce, sin embargo, que tal constatación no debe hacerse a la ligera.  De lo contrario, se correría el riesgo de anular e invalidar la distinción entre reglamentos técnicos obligatorios y normas de aplicación voluntaria prevista en el Acuerdo OTC.  El Acuerdo contiene distintas series de obligaciones respecto de los reglamentos obligatorios y las normas de aplicación voluntaria.  Nueva Zelandia sostiene que una medida sólo debe considerarse obligatoria de facto en el caso de que la rama de producción u otros participantes en el mercado no tengan una verdadera opción de cumplir o no.  Al Grupo Especial le debe constar que las prácticas son en efecto obligatorias, y que de alguna manera esta circunstancia es resultado del ejercicio del poder público.

6. En segundo lugar, Nueva Zelandia sostiene que deberían tomarse en cuenta consideraciones similares en el marco del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y el párrafo 4 del artículo III del GATT al determinar si una medida modifica las condiciones de competencia en detrimento de los productos importados.  Nueva Zelandia aduce que aun si de los términos de una medida no se deriva la exigencia de que los agentes privados actúen de determinada manera, la actuación del Gobierno puede generar una situación en la que esos agentes se vean obligados a actuar de esa forma debido a la "necesidad de elegir".  A juicio de Nueva Zelandia, podría considerarse que esa exigencia infringe la obligación de dar un trato que no sea menos favorable establecida en el Acuerdo OTC y el GATT.  Así ocurriría si el resultado fuera que los productos similares recibieran una ventaja competitiva en el mercado frente a los productos similares importados.

7. En tercer lugar, Nueva Zelandia también desea hacer observaciones sobre el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  El preámbulo y el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC destacan claramente el derecho de los Miembros de la OMC a adoptar medidas para promover las políticas nacionales, entre otras cosas para tratar de alcanzar sus propósitos en materia de seguridad nacional, prevenir prácticas que puedan inducir a error, y proteger la salud y la seguridad humanas, la vida y la salud de animales y plantas y el medio ambiente.  Sin embargo, al adoptar medidas para lograr estos fines, los Miembros de la OMC deben cumplir las disciplinas del Acuerdo OTC.  Estas últimas están concebidas para asegurar que las medidas adoptadas en el marco de la OTC sean legítimas y no restrinjan el comercio más de lo necesario.

8. Como es sabido, los Estados Unidos han afirmado en esta diferencia que su objetivo legítimo es brindar información al consumidor.  Éste no es uno de los objetivos legítimos enumerados en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Nueva Zelandia reconoce que un Miembro de la OMC puede demostrar que efectivamente existen otros objetivos legítimos, aparte de los enumerados en el párrafo 2 del artículo 2.  No obstante, Nueva Zelandia alega que cuando un objetivo no está enumerado en el párrafo 2 del artículo 2, un Miembro de la OMC debe aportar pruebas especialmente claras y convincentes de su legitimidad.

9. En caso de que acepte, basándose en los hechos objeto de la diferencia que la información al consumidor efectivamente representa un objetivo legítimo, el Grupo Especial debería considerar a continuación si el reglamento técnico alcanza este objetivo legítimo.  Nueva Zelandia sostiene que el Grupo Especial, para determinarlo a la luz de los hechos objeto de esta diferencia, debe tener en cuenta la compatibilidad de la cobertura de las mercancías sujetas a la prescripción sobre el EPO, así como la exactitud, claridad y utilidad de la información obtenida por los consumidores.

10. El último paso para evaluar si se ha infringido el párrafo 2 del artículo 2 es establecer si la medida es más restrictiva del comercio de lo necesario, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzar su objetivo.  Al determinar si una medida es necesaria, el Grupo Especial debe considerar si hay opciones menos restrictivas.  Nueva Zelandia desea destacar la pertinencia del etiquetado del país de origen voluntario como alternativa al régimen obligatorio, particularmente cuando el objetivo es la información al consumidor.  El EPO voluntario puede aportar la misma información al consumidor cuando existe tal demanda.  Responde a la demanda del mercado, en lugar de crear el mercado o distorsionarlo.  El EPO voluntario permite que la formulación y administración del sistema de etiquetado evolucionen en respuesta a las necesidades de la oferta y la demanda.  Como tal, es una alternativa pertinente al EPO obligatorio, particularmente cuando no hay pruebas convincentes de disfunción del mercado.

11. Por último, Nueva Zelandia se permite hacer una observación general sobre el párrafo 3 del artículo X del GATT.  El párrafo 3 del artículo X reconoce, lo que es importante, que los aspectos de gobernanza, entre ellos la administración uniforme y razonable de las leyes y los reglamentos, pueden tener un efecto restrictivo del comercio tan significativo como las medidas en frontera y la normativa nacional.  Tradicionalmente, los obstáculos comerciales se imponían en la frontera en forma de aranceles o contingentes.  A medida que estos obstáculos se desmantelaron, los obstáculos internos en forma de reglamentos técnicos y otros similares adquirieron importancia.  En la década de 1940, los negociadores del GATT reconocieron que la administración también podía constituir un obstáculo al comercio.  No obstante, durante mucho tiempo no se prestó demasiada atención al artículo X.  A partir de 1994 éste se convirtió en una materia de interés creciente para los Miembros del OMC, y Nueva Zelandia desea destacar la importancia de la disciplina y el desarrollo de la jurisprudencia a su respecto.

12. Sin embargo, Nueva Zelandia admite que la determinación de que un Miembro ha infringido el párrafo 3 a) del artículo X podría representar una intrusión.  Alegar que el comportamiento de un Miembro de la OMC es irrazonable es un asunto grave, y no debe tomarse a la ligera.  Por lo tanto, Nueva Zelandia sostiene que para llegar a una decisión sobre los hechos es necesario buscar un equilibrio entre el fomento del buen gobierno y la liberalización del comercio y reconocer al mismo tiempo que los países tienen sistemas administrativos diferentes y que no todas las diferencias o dificultades que afrontan los comerciantes deben dar lugar a que se constate una infracción del párrafo 3 a) del artículo X.

13. Con respecto a la pregunta del Grupo Especial sobre las prescripciones obligatorias en materia de etiquetado indicativo del origen vigentes en el territorio de los terceros, hemos remitido la solicitud a la capital, y nos complacerá presentar una respuesta escrita a su debido tiempo.

14. Señor Presidente, señores miembros del Grupo Especial, Nueva Zelandia les agradece respetuosamente la atención que le han prestado.

ANEXO C-22
DECLARACIÓN ORAL DE NUEVA ZELANDIA EN CALIDAD
DE TERCERO EN LA SEGUNDA REUNIÓN SUSTANTIVA

286. Sr. Presidente, miembros del Grupo Especial:  Nueva Zelandia agradece la oportunidad de estar presente en esta segunda audiencia y poder hacer una breve declaración oral en virtud de los derechos ampliados concedidos a los terceros en esta diferencia.  El acceso a esta audiencia abierta y la oportunidad de recibir las segundas comunicaciones escritas de las partes han mejorado la capacidad de los terceros de mantenerse al corriente y participar significativamente en esta diferencia.

287. Tras leer la segunda comunicación escrita del Canadá, de México y de los Estados Unidos, Nueva Zelandia desea centrar hoy sus comentarios en la interpretación del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Específicamente, deseamos comentar la pertinencia del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF y del artículo XX del GATT al determinar si, en el sentido del párrafo 2 del artículo 2, una medida restringe el comercio más de lo necesario teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzar su objetivo.

XLIX. APARTADOS B) Y D) DEL ARTÍCULO XX DEL GATT

288. En su comunicación escrita y sus respuestas a las preguntas del Grupo Especial después de la primera audiencia, Nueva Zelandia expresó su opinión de que la jurisprudencia sobre el requisito de necesidad con arreglo a los apartados b) y d) del artículo XX del GATT sí es pertinente para una determinación en el marco del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  La jurisprudencia reciente sobre el criterio de necesidad del artículo XX es particularmente pertinente a la luz del requisito del párrafo 2 del artículo 2 de que se tengan en cuenta los riesgos que crearía no alcanzar el objetivo".  Nueva Zelandia estima que esa disposición requiere equilibrar factores como los intereses y los valores en juego (es decir, la importancia del objetivo y, en consecuencia, los riesgos que crearía no alcanzarlo), la contribución de la medida para alcanzar el objetivo, y el grado en que la medida restringe el comercio.  Esto es similar al procedimiento en tres vías para sopesar y confrontar aplicado por los grupos especiales y el Órgano de Apelación para determinar si una medida es "necesaria" en el sentido del apartado b) del artículo XX del GATT.

L. PÁRRAFO 6 DEL ARTÍCULO 5 DEL ACUERDO MSF

289. En su declaración escrita y en sus respuestas a las preguntas del Grupo Especial, Nueva Zelandia también ha explicado que muchos -pero no todos- los elementos del párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF y la jurisprudencia al respecto son pertinentes para interpretar el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Debido a las importantes diferencias en el texto de ambas disposiciones, los intérpretes de los Acuerdos deben tener cuidado en no integrar frases específicas y/o requisitos adicionales que no figuran en el párrafo 2 del artículo 2 pero que sí están explícitos en el párrafo 6 del artículo 5.

290. Además de los argumentos presentados en su comunicación escrita y sus respuestas a las preguntas, Nueva Zelandia desea comentar otra importante diferencia entre el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5.  A diferencia del párrafo 6 del artículo 5, el párrafo 2 del artículo 2 no hace referencia al concepto de "nivel adecuado de protección".  En vez de eso, el párrafo 2 del artículo 2 se refiere a alcanzar un objetivo legítimo.  Esta diferencia es importante, porque el Acuerdo MSF deja claro que los Miembros tienen derecho a fijar su propio "nivel adecuado de protección", si bien las medidas también deben basarse en testimonios científicos y otros factores especificados.  Sin embargo, el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, con arreglo al cual un grupo especial cumple una función clara en el sentido de determinar tanto si el objetivo que se ha declarado es legítimo como si la medida lo alcanza, no otorga a los Miembros tan amplias facultades discrecionales.  Ni el concepto de "nivel adecuado de protección" ni los importantes requisitos adicionales del Acuerdo MSF relativos a los aspectos científicos figuran en otra parte del texto para asegurar que las facultades de un Miembro para determinar qué es "adecuado" no se usen como una restricción encubierta al comercio.

291. Nueva Zelandia reconoce que el preámbulo del Acuerdo OTC se alude a la adopción por los Miembros de medidas "a los niveles que considere[n] apropiados".  Sin embargo, esta facultad atañe a las medidas adoptadas para perseguir una lista específica de objetivos.  Además, el contenido del preámbulo de un tratado no comprende en sí mismo una obligación independiente, sino que, con arreglo al párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, proporciona un contexto pertinente particularmente para determinar el objeto y fin del resto del texto.  Nueva Zelandia por tanto considera que un grupo especial debe tener cuidado en no aumentar los derechos y obligaciones del texto principal del Acuerdo OTC sobre la base de un texto que figura únicamente en el preámbulo.

292. En suma, hay claras similitudes entre los criterios del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF y el artículo XX del GATT.  También hay diferencias importantes.  Lo apropiado es que los grupos especiales tengan en cuenta los requisitos y la jurisprudencia relacionados con estos tres artículos, pero siendo conscientes de las diferencias y actuando con prudencia al respecto.

293. Señor Presidente, miembros del Grupo Especial, Nueva Zelandia les agradece respetuosamente su atención.

ANEXO C-23

DECLARACIÓN ORAL DEL PERÚ EN CALIDAD DE TERCERO
EN LA PRIMERA REUNIÓN SUSTANTIVA

294. Señor Presidente, distinguidos miembros del Grupo Especial, representantes de las partes y de las terceras partes:  el Perú agradece esta oportunidad que le otorga el Grupo Especial para presentar sus puntos de vista en la controversia surgida entre el Canadá y México contra los Estados Unidos con respecto a determinadas disposiciones obligatorias en materia de etiquetado indicativo del país de origen (EPO).

295. La participación del Perú, como tercera parte en la presente controversia, se basa en un interés sistémico relacionado con la correcta interpretación y aplicación de las disposiciones de los Acuerdos de la Organización Mundial del Comercio (OMC), en especial del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC), considerando la importancia del debate jurídico planteado por el Canadá y México.

296. En nuestro entendimiento, la reclamación presentada por el Canadá y México es muy similar pues ambos países alegan que las disposiciones obligatorias sobre el EPO son contrarias a los artículos 2.1, 2.2 del Acuerdo OTC, artículo III:4, X y XXIII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT de 1994).  Adicionalmente, México hace una referencia a los artículos 2.4 y 12.1 y 12.3 del Acuerdo OTC.

297. En primer lugar, quisiéramos referirnos al principal argumento señalado por los Estados Unidos, que busca justificar la supuesta compatibilidad de las medidas en cuestión con los artículos mencionados en el párrafo anterior.  Los Estados Unidos fundamentan dichas medidas en el derecho a la información que tienen los consumidores, por lo que rechazan totalmente que sea una medida con fines proteccionistas.

298. Al respecto, el Perú considera que brindarle una mejor información a los consumidores es beneficioso pues permite contar con las herramientas necesarias para que los consumidores puedan tomar una decisión informada respecto a los productos que adquieren.  Sin embargo, el Perú hace notar su preocupación por la aplicación de medidas obligatorias de etiquetado por diferentes países que, como han planteado el Canadá y México, no serían usadas de manera correcta y podrían transformarse en medidas restrictivas para el comercio.
299. En segundo lugar, el Perú quisiera referirse a los supuestos del artículo 2.2 del Acuerdo OTC, donde se establece el análisis que se debe seguir para determinar si un reglamento técnico es contrario al Acuerdo OTC:  Primero, el panel deberá verificar si el objetivo que se pretende alcanzar con el reglamento técnico es legítimo.  En segundo lugar, si se determina que es un objetivo legítimo, se tendrá que determinar que ese reglamento técnico no restringe el comercio más de lo necesario para alcanzar dicho objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo.
300. En ese sentido, consideramos que el panel tiene como especial tarea determinar si el fundamento esbozado por los Estados Unidos, de proporcionar información al consumidor, constituye un objetivo legítimo dentro de los alcances del artículo 2.2 del Acuerdo OTC, y particularmente, si éste no restringe el comercio más allá de lo necesario para alcanzar el objetivo legítimo que persigue, teniendo en cuenta los argumentos brindados por el Canadá y México.

301. Por otro lado, México alega que la medida es inconsistente con el artículo 2.4 del Acuerdo OTC, porque en efecto existe una norma internacional (CODEX-STAN 1-1985) sobre la base de la cual los Estados Unidos deberían basar su medida.  Sin embargo, los Estados Unidos alegan que sería inapropiado aplicarla en tanto la misma no permitiría cumplir los objetivos legítimos perseguidos, debido a que no brindaría a los consumidores información sobre el origen de la carne, y es así que sustentan su separación de la medida internacional.
302. El Perú entiende que, cuando existen normas internacionales pertinentes como el CODEX‑STAN 1-1985, Norma General para el Etiquetado de los Alimentos Preenvasados, los Miembros utilizarán esas normas, o sus elementos pertinentes como base de sus reglamentaciones técnicas, salvo que esas normas internacionales no sean un medio eficaz o apropiado para el logro de los objetivos perseguidos.  En otras palabras, la norma internacional debe usarse siempre en la formulación de las reglamentaciones técnicas.  La referencia "como base" del artículo 2.4 otorga la posibilidad de que cada Miembro pueda adecuar dicha norma internacional a su realidad o a sus circunstancias particulares, más no a alterar los objetivos y la sustancia de la norma internacional en cuestión.

303. Cabe señalar que el artículo 2.4 establece una excepción, cuando cita:  "... salvo en el caso de que esas normas internacionales o esos elementos pertinentes sean un medio ineficaz o inapropiado para el logro de los objetivos legítimos perseguidos, ...".  En ese sentido, si a pesar de la existencia de una norma internacional, el Miembro juzga que ella no es un medio eficaz ni apropiado para alcanzar los objetivos perseguidos, dicho Miembro deberá justificar por qué dicha norma internacional no permite alcanzar los objetivos perseguidos.  La pregunta que, en consecuencia surge, es si el CODEX‑STAN 1-1985 es un medio eficaz y apropiado para el logro de los objetivos perseguidos por los Estados Unidos.

304. Al respecto, nuestro interés es que el panel aborde este tema a profundidad para interpretar el alcance de esta disposición.  Sobre todo en lo que respecta a "medio ineficaz o inapropiado" para tratar de identificar el tipo de elementos que permitirán a un país la no aplicación de un estándar internacional y no se fundamente la no aplicación de una norma internacional existente simplemente sobre la base de decir que ésta es ineficaz o inapropiada para alcanzar su objetivo legítimo.

305. Para finalizar, en este orden de ideas, y considerando el interés sistémico expresado por varios países Miembros en esta controversia quisiéramos manifestar que un elemento muy importante será la forma de implementar la recomendación del Grupo Especial que entendemos obviamente debe partir del supuesto de la existencia de una violación a los compromisos multilaterales y por lo tanto la fórmula tendrá que resultar totalmente compatible con los mismos.  Es decir, en el caso que prosperen los argumentos esbozados por el Canadá y México sobre la incompatibilidad de la medida con el Acuerdo OTC, el reporte del Grupo Especial se deberá implementar mediante una medida que resulte compatible con los acuerdos multilaterales.

306. Estos son los elementos que el Perú quisiera aportar a este debate a la vez de destacar la importancia que tiene esta controversia por su contenido, alcances e implicaciones en materia de acceso a los mercados.

307. Finalmente, en cuanto a la pregunta del panel sobre esquemas obligatorios de etiquetado de país de origen, el Perú ha identificado entre sus Reglamentos Técnicos, un esquema obligatorio de etiquetado de país de origen.  Se trata del Decreto Supremo Nº 019-2005-PRODUCE, Reglamento Técnico para Neumáticos de automóvil, camión ligero, buses y camiones, notificado a la OMC bajo el documento con la signatura G/TBT/N/PER/7 (de fecha 5 de julio de 2004), cuyo objetivo es establecer las características técnicas, así como el rotulado que deben cumplir los neumáticos nuevos para uso general para automóvil, camión ligero, buses y camiones, sean de procedencia nacional o importados, con el fin de que su utilización no sea un peligro para la vida y la seguridad de las personas.

308. Para asegurar su cumplimiento, los fabricantes nacionales o importadores deberán presentar el Certificado de Conformidad, los requisitos y ensayos establecidos en dicho Reglamento, incluyendo el requisito de rotulado de país de origen.  Para ello, el país de origen deberá estar grabado en los neumáticos, como mínimo en uno de los costados, en forma clara, visible y permanente, en idioma español o inglés.  Bajo dicho Reglamento, se entiende por país de origen, el país de fabricación del neumático y no el país de embarque de los mismos.

309. El mencionado Reglamento Técnico fue formulado en el marco de normas internacionales sobre la materia, entre los que se pueden mencionar el FMVSS
 109 (49 CFR 571.109), el FMVSS 119 (49 CFR 571.119) y el FMVSS 139 (49 CFR 571.139).

� Carta del Secretario de Agricultura de los Estados Unidos, Thomas J. Vilsack, al Representante de la Industria, de fecha 20 de febrero de 2009.


� Informe del Grupo Especial, CE - Sardinas, párrafo 7.34.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafos 66-70, también citado en el informe del Órgano de Apelación, CE - Sardinas, párrafo 176.  Véanse la primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 71-74, y la primera comunicación escrita de México, párrafos 238-260.


� Estados Unidos - Artículo 337, párrafo 5.11:  véanse la primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 87 y 88, y la primera comunicación escrita de México, párrafo 217, donde se hace referencia al informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 137, y al informe del Órgano de Apelación, República Dominicana - Importación y venta de cigarrillos, párrafo 93.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 137.


� Primera comunicación escrita de México, párrafo 5.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 141.


� Primera comunicación escrita de México, párrafo 5.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 28.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 206.  En la corrección de su notificación al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio distribuida con la signatura G/TBT/N/USA/281/Add.1, de fecha 7 de agosto de 2008, los Estados Unidos notificaron que el "objetivo y razón de ser" de la medida es la "información al consumidor".


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 178-180.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 184, y primera comunicación escrita de México, párrafo 306, donde se citan el informe del Grupo Especial, CE - Banano III (párrafo 5 del artículo 21 - Ecuador II), párrafo 7.330, y el informe del Grupo Especial, CE - Banano III (párrafo 5 del artículo 21 - Estados Unidos), párrafo 7.677.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafos 160-163.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 133.


� Véanse las citas en la comunicación escrita de Australia en calidad de tercero, párrafo 71.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 119.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 70;  comunicación escrita de Nueva Zelandia, párrafo 32.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 154.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 238.


� Informe del Grupo Especial, CE - Sardinas, párrafo 7.120.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 86.


� Véanse, por ejemplo, las respuestas del Canadá a las preguntas del Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 73;  las respuestas de México a las preguntas del Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 103.


� Respuestas de la Unión Europea a la primera serie de preguntas, párrafo 32.


� Ibid., párrafos 29 y 30.


� Informe del Órgano de Apelación, Japón - Bebidas alcohólicas II, página 16;  informe de Grupo Especial del GATT, Estados Unidos - Artículo 337, párrafo 5.13;  informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - EVE (párrafo 5 del artículo 21 - CE), párrafo 215;  informe del Grupo Especial, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafos 623-627.


� Informe de Grupo Especial del GATT, Estados Unidos - Artículo 337, párrafo 5.13.


� Estados Unidos - Prueba documental 53.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 131.


� Informe del Grupo Especial, CE - Sardinas, párrafo 7.121.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Sardinas, párrafo 286.


� Véase, por ejemplo, el informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 164.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 90 y 108.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 252 y 253.


� Declaración inicial de los Estados Unidos en la primera reunión del Grupo Especial, párrafo 36.


� Declaración inicial de México, párrafo 36.


� Comunicación de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafo 41.


� Carta del Grupo Especial fechada el 26 de noviembre de 2010.


� Declaración inicial de los Estados Unidos en la segunda reunión del Grupo Especial, párrafos 12-15.


� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Examen por extinción relativo al acero resistente a la corrosión (DS244), párrafo 89.


� Véase, por ejemplo, CE - Productos de tecnología de la información (DS375), párrafos 8.4 y 8.6.


� En la primera comunicación escrita de México, párrafo 9, México enumera las medidas que considera parte de las medidas sobre el EPO;  y en la primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 1, nota 1, el Canadá enumera las medidas que considera parte de las medidas sobre el EPO.  Ambos reclamantes están de acuerdo en que la carta que el Secretario de Agricultura de los Estados Unidos de América, Thomas J. Vilsack, envió a los representantes de la industria con fecha 20 de febrero de 2009 es parte de las medidas sobre el EPO.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 133-137.


� El asunto era CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (Australia).


� CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (Australia), párrafo 7.453.


� Informe del Grupo Especial del GATT, Japón - Semiconductores�, párrafo 109.


� Primera comunicación escrita de México, párrafos 268, 269 y 217-232 (con respecto al párrafo 4 del artículo III del GATT), y primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 86-154.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 138-200.


� CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (Australia), párrafo 7.464;  CE � Sardinas, párrafo 5.27;  y CE - Amianto, párrafo 3.410.


� CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (Australia), párrafo 7.444.  En relación con el párrafo 4 del artículo III del GATT se realizó un examen análogo en los siguientes asuntos:  CE � Amianto, párrafo 3.410;  Canadá - Automóviles, párrafo 6.231;  Estados Unidos - Gasolina, párrafo 6.5.  Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 133.


� Primera comunicación escrita de México, párrafos 276-302, y primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 158-176.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 226-233.


� Informe del Grupo Especial, CE - Sardinas, párrafo 7.118;  el Órgano de Apelación confirmó esta postura en el informe sobre el mismo asunto CE - Sardinas (informe del Órgano de Apelación), párrafo 286;  informe del Grupo Especial, CE - Sardinas, párrafos 7.120 y 7.121.


� Artículo XX del GATT de 1994, artículo XIV del AGCS, artículos 17 y 30 del Acuerdo sobre los ADPIC.  Véanse asimismo el informe del Grupo Especial, Canadá - Patentes para productos farmacéuticos, párrafo 7.69, y el informe del Grupo Especial, CE - Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas (Australia), párrafos 7.662 y 7.663.


� Primera comunicación escrita de México, párrafos 359-373.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 271-277.


� CE - Aprobación y comercialización de productos biotecnológicos, párrafo 7.47, inciso 75.


� Informe del Grupo Especial, CE - Aprobación y comercialización de productos biotecnológicos, párrafo 7.47, inciso 77.


� Primera comunicación escrita de México, párrafo 379, y primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 234 y 235.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 186.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 305-316.


� Australia - Subvenciones al sulfato amónico;  Alemania - Sardinas;  Recurso del Uruguay;  CEE � Cítricos;  CEE - Frutas enlatadas;  Japón - Semiconductores;  CEE - Semillas oleaginosas I;  y Estados Unidos - Exención relativa al azúcar.


� CEE - Cítricos y CEE - Frutas enlatadas.


� Recurso del Uruguay;  Japón - Semiconductores;  y Estados Unidos - Exención relativa al azúcar.


� Australia - Subvenciones al sulfato amónico;  Alemania - Sardinas;  y CEE - Semillas oleaginosas I.


� Japón - Películas;  CE - Equipo informático;  Corea - Contratación pública;  y CE - Amianto.


� Japón - Películas, párrafo 10.36.


� Japón - Películas, párrafo 10.43.


� Japón - Películas, párrafos 10.61, 10.71-10.74, 10.77 y 10.79-10.81.


� Japón - Películas, párrafos 10.41 y 10.83.


� Informe del Grupo Especial, CE - Aprobación y comercialización de productos biotecnológicos, párrafo 7.74, inciso 75.


� Informe del Grupo Especial, CE - Aprobación y comercialización de productos biotecnológicos, párrafo 7.74, inciso 77.


� Primera comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafo 3;  primera declaración oral de la Unión Europea, párrafo 42;  respuesta de la Unión Europea a las preguntas 2 y 18.


� Segunda comunicación escrita del Canadá y respuestas a la primera serie de preguntas (no se hace referencia al artículo IX o al Acuerdo sobre Normas de Origen).


� Segunda comunicación escrita de México (no se hace referencia al artículo IX o al Acuerdo sobre Normas de Origen) y respuesta a la pregunta 55, párrafo 151.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, y respuestas a la primera serie de preguntas (no se hace referencia al artículo IX del Acuerdo sobre Normas de Origen).


� Tercera comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafo 24;  primera declaración oral de la Unión Europea, párrafos 10-18;  respuesta de la Unión Europea a la pregunta 7, párrafos 40-43.


� "1.  Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su posición en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno central como a una división territorial del Estado.


2.  Se entenderá que órgano incluye toda persona o entidad que tenga esa condición según el derecho interno del Estado."


� "Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de una persona o entidad que no sea órgano del Estado según el artículo 4 pero esté facultada por el derecho de ese Estado para ejercer atribuciones del poder público, siempre que, en el caso de que se trate, la persona o entidad actúe en esa capacidad."


� "El comportamiento de un órgano del Estado o de una persona o entidad facultada para ejercer atribuciones del poder público se considerará hecho del Estado según el derecho internacional si tal órgano, persona o entidad actúa en esa condición, aunque se exceda en su competencia o contravenga sus instrucciones."


� Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos.  Texto adoptado en 2001 por la Comisión de Derecho Internacional en su 53º período de sesiones y presentado a la Asamblea General como parte del informe de la Comisión sobre la labor realizada en ese período de sesiones (A/56/10).  Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 2001, volumen II, parte II, corregido.


� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Hilados de algodón, párrafo 120 y nota 51;  informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Tubos, párrafo 259 y notas 255-257;  informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Juegos de azar, párrafos 6.128 y 6.129 y notas 697-701;  informe del Grupo Especial, México - Medidas fiscales sobre los refrescos y otras bebidas, párrafo 8.180 y notas 404 y 405;  informe del Grupo Especial, CE - Determinadas cuestiones aduaneras, párrafo 7.552 y nota 932;  informe del Grupo Especial, Brasil - Neumáticos recauchutados, párrafo 7.305 y nota 1480;  informes del Órgano de Apelación, Canadá/Estados Unidos - Mantenimiento de la suspensión, párrafo 382;  informe del Grupo Especial, Tailandia - Cigarrillos, párrafo 7.120 y nota 533.  Véase también el informe del Grupo Especial encargado del arbitraje, CE - Banano III (Estados Unidos) (párrafo 6 del artículo 22 - CE), nota 67;  el informe del Grupo Especial encargado del arbitraje, Brasil - Aeronaves (párrafo 6 del artículo 22 - Brasil), párrafo 3.44 y notas 45, 46 y 48;  y el informe del Grupo Especial encargado del arbitraje, Estados Unidos - EVE (párrafo 6 del artículo 22 - Estados Unidos), nota 52 y párrafos 5.58-5.60 y notas 67-69.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 11-19.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 102-107;  respuesta del Canadá a la pregunta 1.


� Segunda comunicación escrita de México, párrafos 35-42;  respuesta de México a la pregunta 1.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafos 31-43;  respuesta de la Unión Europea a la pregunta 3, párrafos 29-32.


� En particular, la segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 5-45;  la segunda comunicación escrita de México, párrafos 108-145;  la segunda declaración oral del Canadá, párrafos 9-57.  Véase también la segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 29-96.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafos 25-30;  segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 11-14;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 116-120;  respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 47.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 15 y 16;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 121-129.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 17-23;  segunda declaración oral del Canadá, párrafos 58 y 59.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 24-45;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 125-145.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafos 31-43;  respuesta de los Estados Unidos a las preguntas 14 y 46.


� Segunda declaración oral del Canadá, párrafo 12.


� Segunda comunicación escrita de México, párrafo 110.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 98-105.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafo 37;  primera declaración oral de la Unión Europea, párrafos 19-23;  respuesta de la Unión Europea a la pregunta 10, párrafos 50 y 51, y a la pregunta 19, párrafos 66-69;  segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 50-54 y 57-68;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 149-161;  segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 118-146, y respuesta a la pregunta 3;  segunda declaración oral del Canadá, párrafos 62-67.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 70-76.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 55 y 56 y párrafo 69.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 106-117.


� Véase el análisis en los párrafos 15-22 de la comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 70.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 86 y párrafos 91-95.


� Primera declaración oral de la Unión Europea, párrafos 27-41.


� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 48.


� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 56.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 77-83;  respuesta del Canadá a la pregunta 24;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 87-98;  respuesta de México a la pregunta 24;  respuestas de los Estados Unidos a las preguntas 10, 24 y 29.


� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 4, párrafo 6.


� Respuesta de la Unión Europea a la pregunta 6, párrafos 40-43;  segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 102-111;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 35-42.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafos 41-56;  segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 96-98;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 165-169;  respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 37.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafo 57;  respuesta de la Unión Europea a la pregunta 17, párrafos 63 y 64, y a la pregunta 2, párrafo 27;  segunda comunicación escrita del Canadá, párrafos 99-101;  segunda comunicación escrita de México, párrafos 165-169.


� Primera declaración oral de la Unión Europea, párrafo 12;  respuesta de la Unión Europea a la pregunta 16, párrafos 59-62.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 69-74;  primera comunicación escrita de México, párrafos 239-260.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 197.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 198.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 198.


� Primera comunicación escrita de México, párrafo 213.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 221 y 222.


� Informe del Grupo Especial, Canadá - Automóviles, párrafo 10.80.  Véase también el informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - EVE (párrafo 5 del artículo 21 - CE), párrafos 208 y 209.


� Véase el informe del Grupo Especial, México - Impuestos sobre los refrescos, párrafo 8.109.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 150.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 183.  México también se refiere a "restringir[ ] el comercio" como uno de los requisitos.  Primera comunicación escrita de México, párrafos 305-307.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 186.  México también considera que el significado de "restringir[ ] el comercio" es "negar las oportunidades de competencia a las importaciones de ganado bovino mexicano de engorde".  Primera comunicación escrita de México, párrafo 313.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 202.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 191.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 190.  Véase también la primera comunicación escrita de México, párrafo 310.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 199.  Véase también la primera comunicación escrita de México, párrafo 317.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 249 (las cursivas figuran en el original).


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 246 y 247.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 248.


� Véase también el párrafo 2 del artículo 3 del Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 144;  informe del Órgano de Apelación, República Dominicana - Importación y venta de cigarrillos, párrafo 91.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 145.


� Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, informe del Órgano de Apelación, párrafo 146.  (sin subrayar en el original)


� Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, informe del Órgano de Apelación, párrafo 149.  (sin cursivas en el original)


� Comunicación escrita del Canadá, párrafo 95.


� Comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 153, 159.


� A este respecto, Nueva Zelandia también aduce en su comunicación en calidad de tercero que "puede haber una infracción [del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC] cuando esas acciones privadas son impuestas, de facto o de jure, por la medida en litigio".  Nueva Zelandia sostiene que "el Grupo Especial deberá examinar si las medidas gubernamentales han ocasionado que los agentes privados se vean obligados a actuar de determinada manera debido a una 'necesidad de optar'".  Sobre la base de estas observaciones, Nueva Zelandia parece aducir que, incluso en el caso en que los agentes privados se vean obligados de facto a actuar en determinada forma en virtud de medidas gubernamentales, cabría decidir que las condiciones de competencia quedan modificadas en desventaja del producto importado.  Según Nueva Zelandia, "aunque un reglamento técnico no prescriba expresamente una medida específica, de todas maneras incide indebidamente en las acciones de las entidades privadas de modo que afecta adversamente a 'las condiciones en que compiten los productos similares, nacionales e importados, en el mercado'" (comunicación de Nueva Zelandia en calidad de tercero, párrafos 26 y 27).


� Comunicación escrita del Canadá, párrafo 91.


� Comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 171.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 198.


� Comunicación escrita de Australia en calidad de tercero, párrafos 39-44.


� Comunicación escrita de la Unión Europea en calidad de tercero, párrafos 27-30.


� Véase la primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 78;  la primera comunicación escrita de México, párrafo 263;  la primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 145.


� El Canadá aduce que "para alcanzar el objetivo de brindar información a los consumidores, la información debe ser 'significativa'.  Dicho de otro modo, debe facilitar a los consumidores la información que desean, o al menos la información sobre cuya base desean actuar".  (Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 81, sin subrayar en el original.)


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 82.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 82.  Véanse también las respuestas del Canadá a las preguntas del Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 82 ("Es posible que haya un pequeño subgrupo de consumidores interesados en saber si sus productos cárnicos proceden de animales nacidos y criados en los Estados Unidos").


� Segunda comunicación escrita de México, párrafo 68.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 111-114.  Los Estados Unidos también señalan que "los consumidores [estadounidenses] creen que los productos cárnicos que se designan como productos de origen estadounidense se derivan y deberían derivarse de animales nacidos, criados y sacrificados en los Estados Unidos, y que las demás definiciones de origen estadounidense serían engañosas".  (Respuestas de los Estados Unidos al primer grupo de preguntas del Grupo Especial, párrafo 93.)


� Respuestas del Japón a las preguntas formuladas por el Grupo Especial después de la primera audiencia, párrafos 3-5.


� El Canadá aduce que "para alcanzar su supuesto objetivo, la información disponible como consecuencia de la medida sobre el EPO tiene que ser precisa".  (Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 178.)


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 181.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 79.


� Véanse asimismo las respuestas de México a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 116.


� Respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafos 105, 107;  declaración inicial de los Estados Unidos en la primera reunión sustantiva, párrafo 38.


� Véanse asimismo las respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafos 100, 101 y 104.


� Primera comunicación escrita de México, párrafo 301.


� Se observa asimismo que, como México también destaca, la etiqueta "C" puede utilizarse en dos casos con arreglo a la medida sobre el EPO;  primero, cuando los animales de los que proceden los productos nacieron y fueron criados en México e inmediatamente sacrificados en los Estados Unidos;  y segundo, cuando esos animales nacieron en los Estados Unidos, fueron criados en México y sacrificados en los Estados Unidos (respuestas de México a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 188).  Si así se hiciera, los consumidores estadounidenses no podrían reconocer la diferencia entre los dos casos mencionados supra y la etiqueta "C" propiamente dicha.


� Respuestas de México a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafos 188 y 189.


� Respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafos 100, 101, 104.


� En cuanto a las normas de etiquetado para las mezclas en el marco de la medida sobre el EPO, véanse las respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafo 16;  la segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 42;  la segunda comunicación escrita de México, párrafo 47;  las respuestas de México a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en la primera reunión sustantiva, párrafo 37.


� Segunda comunicación escrita del Canadá, párrafo 80.


� Respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafo 48.


� Incluso cuando el ganado que lleva la etiqueta B (es decir, nacido en el país X y criado y sacrificado en los Estados Unidos) y el ganado que lleva la etiqueta C (por ejemplo, nacido y criado en el país Y, e inmediatamente sacrificado en los Estados Unidos) se mezclan en un único día de producción, el producto cárnico también puede etiquetarse con la etiqueta B, esto es, por ejemplo, "Producto de los Estados Unidos y el país X y el país Y".


� Respuestas de los Estados Unidos a la primera serie de preguntas del Grupo Especial, párrafo 118.


� Cuando los animales de los que proceden los productos nacieron en un país extranjero y fueron criados y sacrificados en los Estados Unidos.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 186.  (sin cursivas en el original)


� Informe del Órgano de Apelación, Canadá - Automóviles, párrafo 57.


� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 137.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 144.


� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 90, donde se cita el informe del Grupo Especial del GATT, Estados Unidos - Artículo 337 de la Ley Arancelaria de 1930, párrafo 5.11.


� Informe del Órgano de Apelación, Brasil - Neumáticos recauchutados�.


� Ibid., párrafo 178.


� Decisión acerca de los principios por los que se debe guiar la elaboración de normas, orientaciones y recomendaciones internacionales relativas a los artículos 2 y 5 y al Anexo 3 del Acuerdo OTC, G/TBT/9, 13 de noviembre de 2000, párrafo 20 y Anexo 4.


� Informe del Órgano de Apelación, CE - Banano III, párrafo 200.


� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Exámenes por extinción respecto de los artículos tubulares para campos petrolíferos, párrafo 217.


� La presente declaración oral se formuló en español.


� En la primera comunicación escrita de México en el párrafo 9 y del Canadá en el párrafo 1, nota 1, se establecen las medidas que forman parte de las disposiciones obligatorias sobre el EPO.


� Federal Motor Vehicle Safety Standards.






